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Prefacio

El Instituto de Investigación en Ciencias Sociales (ICSO) de la Facultad de Ciencias 
Sociales e Historia de la Universidad Diego Portales presenta un informe analítico de 
su quinta Encuesta Nacional, correspondiente a 2009. El objetivo principal de esta 
encuesta es contribuir, a partir del conocimiento empírico, al estudio de las transfor-
maciones en curso y las continuidades en la sociedad chilena.

Para conocer las percepciones y actitudes de la sociedad se requiere, metodológica-
mente, de instrumentos de calidad y análisis que puedan proyectarse en el tiempo. 
El ICSO busca cumplir con ambos objetivos, al ofrecer a la comunidad académica 
nacional e internacional esta encuesta periódica que cumple con estándares meto-
dológicos exigentes y que considera una secuencia temporal de ya cinco años. Adi-
cionalmente, desde el inicio de este esfuerzo institucional, decidimos hacer públicos 
todos los resultados y poner a disposición de la comunidad académica las bases de 
datos de cada uno de los estudios de opinión que conforman esta serie y que pueden 
ser obtenidos en www.icso.cl.  

Los trabajos que se presentan en este estudio buscan, desde un ámbito multidiscipli-
nario, profundizar en algunos de los temas que emergen de dicha encuesta. En esta 
oportunidad abordamos principalmente temas asociados a democracia, participación 
y ciudadanía, observando las dinámicas sociales y políticas presentes en la coyuntura 
nacional durante 2009.

El ICSO tiene por misión coordinar la investigación de la Facultad de Ciencias So-
ciales e Historia de la Universidad Diego Portales. Esta tarea incluye promover espa-
cios de intercambio académico y la realización de extensión que vincule el trabajo de 
la facultad con el medio nacional e internacional. Para lograr aquellos objetivos, bus-
caremos generar espacios que dinamicen debates sobre los temas centrales que en el 
ámbito de lo público preocupan a la sociedad. Esta versión de la Encuesta Nacional 
UDP nos ha permitido, por ejemplo, dinamizar un debate sobre los determinantes 
del voto y de la aprobación presidencial, así como vislumbrar las brechas presentes 
en nuestra sociedad y que se hacen evidentes a partir de estudios de opinión pública.

Las contribuciones de este volumen y la publicación fueron posibles gracias a un pro-
yecto conjuntamente financiado por la Universidad Diego Portales y la Fundación 
Heinrich Böll Stiftung. Las opiniones vertidas en este volumen son de los autores y 
no reflejan necesariamente la opinión de las mencionadas instituciones.

Instituto de Investigación en Ciencias Sociales
ICSO-UDP
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Introducción: a propósito  
de terremotos y elecciones
Claudio Fuentes

En la percepción de los chilenos, convivimos en un país injusto (54,1%) y somos 
parte de una nación dividida (59,1%). Ambas percepciones se agudizan entre los 
más jóvenes, levemente en los estratos socioeconómicos más bajos y particularmente 
en las regiones. Llegamos al Bicentenario en un contexto político y social dividido y 
aquello debiese motivarnos una reflexión.

El terremoto del 27 de febrero de 2010 sacó a la luz muchas de estas fracturas laten-
tes presentes en nuestra sociedad. En primer lugar, demostró que ni las instituciones 
estatales eran todo lo eficientes que pudiésemos esperar y querer, ni la sociedad esta-
ba tan cohesionada como se solía mencionar. Pero, adicionalmente, el movimiento 
telúrico remeció muchas de las estructuras de nuestra sociedad y, al hacerlo, develó 
un Chile que quizás nos cuesta mirar desde el Gran Santiago: un Chile pobre, con 
niveles bajos de satisfacción en sus necesidades básicas, un territorio precariamente 
conectado y donde las regiones tienen menor acceso a las ventajas del desarrollo de 
lo que pudiésemos imaginar. 

Pero retornemos momentáneamente al segundo previo al evento telúrico. Volvamos 
la mirada, por ejemplo, a las imágenes que proyectaban instituciones como ProChile, 
donde se veía representada una imagen de país muy distinta a lo que hoy podríamos 
graficar. Cuatro elementos caracterizaban aquella imagen. El primero dice relación 
con un territorio donde prima el Estado de derecho, donde las instituciones del Es-
tado funcionan y las reglas son respetadas por el conjunto de los actores del sistema 
político y social. El cambio de mando de la Concertación a la coalición de derecha 
después de veinte años de ejercicio en el poder no era considerada una situación 
traumática. Muy por el contrario: la alternancia en el poder reflejaba precisamente 
la solidez institucional del sistema democrático. En segundo lugar estaba la imagen 
de progreso social. Los niveles de pobreza disminuyeron drásticamente en los últi-
mos veinte años y las opciones para los pobres se incrementaron sustantivamente. 
La mayoría de los indicadores sociales (educación, salud, pobreza, etcétera) muestra 
importantes y favorables transformaciones. En tercer lugar se encontraba la imagen 
del crecimiento económico: un crecimiento que ha sido sostenido y ha transformado 
a Chile en un centro de interés para las inversiones extranjeras. Finalmente, la noción 
de un país altamente competitivo, pujante, donde se privilegia la iniciativa indivi-
dual aparecía como otro elemento positivo. Una nación sorprendente, una tierra de 
oportunidades.

¿Comparten los chilenos aquella imagen de estabilidad, respecto de normas, progreso 
social, desarrollo económico y oportunidades? Dijimos que el 27 de febrero no sólo 
fracturó la tierra, sino que también dejó en evidencia relevantes divisiones sociales 
presentes en nuestra sociedad. De pronto, en las pantallas de televisión de la capital 
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comenzamos a conocer otro país: personas que asaltaban supermercados y rompían 
con el “pacto social” y violentaban el “Estado de derecho”; bajos niveles de confianza 
social en centros urbanos; importantes territorios del país (semiurbanos y rurales) 
con muy poco acceso a los beneficios del desarrollo; miles de víctimas del desamparo 
que tampoco recibían la ayuda del Estado en esta situación de emergencia.  

Percepción sobre Chile como país injusto y una nación dividida (%)

Fuente: Encuesta Nacional UDP 2009.

Los resultados de la Encuesta y los trabajos que se presentan en este informe se 
aproximan más al Chile post 27 de febrero que al imaginario instalado de un país 
próximo al desarrollo. Ya indicábamos que existe una mayoritaria percepción de vivir 
en una nación dividida y que éste es un país injusto. Aquella percepción se incremen-
ta sustantivamente en las regiones. 

Lo anterior también es consistente con la percepción mayoritaria en la población de 
que existen trabas estructurales (apariencia física, edad, lugar de residencia y apellido) 
que limitan las opciones de desarrollo individual. Por ejemplo, la mayor parte de los 
entrevistados se muestra mayoritariamente de acuerdo con las afirmaciones relacio-
nadas a que el lugar de residencia, el apellido, la edad y tener una apariencia física 
indígena son factores que limitan/posibilitan oportunidades de desarrollo individual. 
Llama la atención que, pese a existir trabas objetivas para el desarrollo de la mujer 
en nuestra sociedad (brecha salarial en relación con los hombres, roles asignados a la 
mujer, etcétera), aquella noción parece no ser compartida por la población. Quizás 
la asociación que tanto hombres como mujeres hacen respecto de los roles “tradi-
cionales” que las mujeres cumplen en nuestra sociedad lleve a los entrevistados a no 
visualizar esto último como un problema social.  

Percepción sobre oportunidades 

Fuente: Encuesta Nacional UDP 2009.

En tanto, los trabajos que se presentan en este informe abren interesantes líneas de 
reflexión dado que no sólo abordan las percepciones sino que avanzan a considerar 
las prácticas. Y allí encontramos, nuevamente, una sociedad dividida y fragmentada. 
Modesto Gayo y Berta Teitelboim en su ensayo sobre consumo cultural demuestran 
la existencia de un segmento de la sociedad (40%) que se incorpora al desarrollo a 
partir de la participación en actividades culturales y un segmento (20%) que empeo-
ra su situación. Mientras los sectores medio-altos y altos se incorporan (ellos y sus hi-
jos) al tren del desarrollo, los sectores más desfavorecidos observan un estancamiento 
e incluso un retroceso. La observación de las prácticas culturales de padres e hijos es 
particularmente decidora. No sólo los grupos más pobres participan escasamente de 
la cultura, sino que dicha escasa participación se reproduce en sus hijos.
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La reflexión sobre el barrio y la integración social provista por Felipe Link y María 
Luisa Méndez apunta en la misma dirección. Nos dicen que “tenemos un porcentaje 
importante de habitantes urbanos que vive de forma distante los tema de ciudad, y 
otro importante porcentaje que se percibe a sí mismo como población excluida del 
derechos a la ciudad”. La información recolectada nos muestra un mayoritario sector 
de la población (52%) apático e individualizado con relación a los temas y conflictos 
urbanos. Ellos nunca han participado en reuniones para tratar asuntos vecinales, 
nunca han participado en la junta de vecinos, ni han trabajado en algún proyecto 
comunitario ni en en alguna actividad deportiva junto a los vecinos, ni han sido in-
vitados o han invitado a un vecino a su hogar. 

Un reducido 10% corresponde a un grupo de entrevistados activo y comprometido. 
Se trata de un segmento de la población generalmente de mayor edad y que tiene 
una experiencia de compromiso con su entorno. Aunque existe otro segmento de 
los entrevistados (5%) que no participa pues no existen las condiciones de infraes-
tructura adecuadas para hacerlo, y un no desechable 32% que pertenece a un grupo 
que ha realizado algunas actividades en relación a su entorno pero que no tiene un 
compromiso mayor. 

La discusión sobre la territorialidad y el entorno no es irrelevante. Parece ser que 
convivimos en una sociedad donde existen pocos espacios de sociabilidad –o que los 
espacios de sociabilidad no se dan en el entorno inmediato–. Un pequeño y activo 
grupo demanda la recuperación del espacio barrial. No obstante, generalmente se 
trata de movimientos ubicados en los estratos socioeconómicos altos de nuestra so-
ciedad. Como correctamente lo plantea Rodrigo Salcedo, convendría preguntarse si 
se trata de una demanda por la mantención de privilegios en sectores acotados o de 
una demanda por integración del espacio urbano.1 En un contexto donde mayori-
tariamente no hablamos con nuestros vecinos y donde existe una marcada fragmen-
tación social, parece ser que la respuesta se acerca más hacia lo primero que hacia 
lo segundo. El resguardo de los privilegios parece anteceder a la preocupación por 
el espacio metropolitano. Procuramos defender las plazas, parques y la altura de las 
construcciones de algunas comunas, antes que movilizarnos por aquellos temas que 
involucran una integración social mayor: dónde se trazará la nueva línea del metro, 
cuántos recursos se trasladan a ciudades de regiones, cómo prevenir la contaminación 
en los sectores populares, etcétera. 

El mosaico de un Chile diverso y fragmentado se repite en aquellas prácticas asocia-
das al consumo responsable. Tomás Ariztía, José Manuel Melero y María José Mon-
tero, a partir del estudio de las prácticas reconocidas por los encuestados, nos ilustran 
sobre cuatro consumidores: los indiferentes, los iniciantes, los comprometidos y los 
conscientes. Estos últimos son los que hoy en Chile reconocen prácticas que podrían 
relacionarse con la protección del medio ambiente. Se trata de un segmento mínimo 
de la población (6,5%), con poder adquisitivo, con niveles altos de educación, de 

1 Comentario en la jornada ICSO-UDP “Opinión pública, democracia y ciudadanía”, realizada el 19 y el 20 de enero de 2010 
para discutir los trabajos que componen este informe.

Prácticas en su entorno

Fuente: Encuesta Nacional UDP 2009.
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entre 46 y 60 años de edad. La pregunta es si la transformación de las condiciones 
estructurales asociadas al consumo responsable (por ejemplo, reciclaje, construcción 
de casas ecológicas, etcétera) abriría oportunidades para que otros sectores de la so-
ciedad se apropiaran del concepto. ¿Son las condiciones exógenas las que modelan las 
actitudes o son las actitudes las que producen cambios en las condiciones? 

Lo anterior tiene estrecha relación con las percepciones de satisfacción individual. 
Por lo expuesto, parece ser que existirían dos segmentos. En un extremo, un sec-
tor de la sociedad de altos ingresos que disfruta de los beneficios de una sociedad 
que progresa, que se preocupa por su entorno, que adopta actitudes asociadas al 
consumo responsable. Como podríamos esperar, los estratos socioeconómicos altos 
manifiestan menor inclinación que otros segmentos de la sociedad por vincularse 
con los vecinos y por participar de acciones comunitarias. En el otro extremo, estaría 
un segmento de la población que percibe y vive la falta de oportunidades, que no 
participa de la cultura y de los beneficios del desarrollo. Quizás como estrategia de 
sobrevivencia, los sectores más pobres de la población valoran y participan de activi-
dades comunitarias. Entremedio, existiría una variedad de sectores de la población, 
apáticos, activos y reactivos que buscan mejorar sus opciones de participación en el 
entorno social. 

¿Se refleja esta realidad en los niveles de satisfacción individual? Sergio Fortuño, al 
observar las fuentes de satisfacción de los chilenos, reconoce que existen dos variables 
significativas. El nivel socioeconómico y la evaluación del momento personal y fami-
liar tienen una incidencia relevante en las percepciones de satisfacción; esto es, a ma-
yor nivel socioeconómico, mayor nivel de satisfacción, y a una mejor evaluación del 
momento económico individual y familiar, mayores los niveles de satisfacción. Con-
cluye Fortuño que “los datos aquí analizados arrojan que, al ponderar su satisfacción 
con la vida, los chilenos recurren en parte a una narrativa acotada a lo privado y lo 
inmediato. En este sentido, las fuentes de satisfacción permanecen puertas adentro”. 
De ser cierta esta aseveración se estaría confirmando lo que venimos anticipando en 
esta introducción: la imagen de un Chile “unido”, exitoso, emprendedor, con progre-
so social, se contrapone a una percepción social asociada a la división, la injusticia, 
las barreras que limitan las oportunidades, y las prácticas fragmentadas y socialmente 
diversas que caracterizan nuestra sociedad.

La coyuntura política

Las contribuciones que aparecen en este informe asociadas a la coyuntura electoral 
nos ofrecen tres conclusiones significativas. La primera de ellas dice relación con 
la persistencia de ciertos determinantes estructurales que aún marcan la conducta 
electoral de los chilenos. Mauricio Morales sugiere en su artículo que, mientras la 
candidatura del concertacionista Eduardo Frei se vio favorecida por personas de ma-
yor edad y de estratos socioeconómicos bajos, la candidatura del independiente y ex 
concertacionista Marco Enríquez-Ominami tendió a verse favorecida por sectores 
medios y personas de menor edad. El votante de la coalición de centroizquierda (la 
suma de los mencionados candidatos) refleja la tendencia histórica de un rendimien-
to mejor de dicha coalición en sectores medios de la población. En tanto, la candi-
datura de Sebastián Piñera captura el voto de los extremos (comunas ricas y pobres). 
La segunda conclusión dice relación con los determinantes de la aprobación presi-
dencial. Patricio Navia y José Miguel Cabezas argumentan que existirían cuatro fac-
tores claves para entender la alta aprobación hacia la Presidenta Bachelet: el sexo, el 
clivaje Santiago/regiones, la condición socioeconómica y la autoidentificación ideo-
lógica. Las dos primeras características parecen referirse a cuestiones coyunturales 
asociadas al hecho de tener una mujer presidenta, lo que generó que las mujeres la 
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apoyasen en mayor grado que los hombres, y la crisis de transporte del Transantiago, 
que afectó el apoyo hacia el gobierno y la primera mandataria en la Región Metropo-
litana. Las otras dos características se asocian a factores estructurales donde los más 
pobres y los más izquierdistas apoyaron el gobierno de Bachelet. En otros términos, 
existirían ciertos factores estructurales que acompañan al proceso político chileno y 
que resisten los cambios sociales y/o culturales de las últimas décadas. En contextos 
donde dos grandes coaliciones dominan la escena política, parece ser que continua-
rán dándose altos niveles de continuidad en los patrones de votación, combinado 
con elementos circunstanciales que –dados los estrechos márgenes de los resultados 
electorales– se transforman en cruciales (llevar o no una candidata mujer, la estrategia 
de campaña, etcétera).

Una tercera conclusión se asocia a los temas y circunstancias “emergentes” en la 
sociedad chilena. Muy probablemente la competencia electoral de 2013 incorporará 
la inédita situación de un sistema de inscripción automática y votación voluntaria, 
con lo que se ampliará el padrón electoral en cerca de cuatro millones de potenciales 
electorales. Mauricio Morales, Carlos Cantillana y Julián González plantean en su ar-
tículo que, contrariamente a lo esperado, los jóvenes manifiestan una mayor predis-
posición que los inscritos a participar del proceso electoral en un escenario con voto 
voluntario. Si a ello le agregamos lo que Andrés Azócar y Andrés Scherman plantean 
en su artículo la tendencia de los jóvenes a informarse por medios electrónicos, el 
panorama que podríamos esperar para el próximo ciclo electoral debiese contener 
importantes diferencias respecto de lo que hasta la fecha hemos evidenciado. Quizás 
la renovación de la política y de las campañas electorales se dará definitivamente en 
el próximo ciclo electoral de 2013.

Una discusión adicional se asocia a lo que se denomina la agenda valórica. Antes de 
la instalación del nuevo gobierno, solía plantearse que una de las grandes batallas o 
confrontaciones entre la Alianza y la Concertación sería la agenda valórica. Lo que 
Florencia Herrera y Berta Teitelboim nos advierten en su capítulo sobre las percep-
ciones de la sociedad sobre el aborto es que son las personas pobres las que tienen 
visiones más conservadoras acerca del tema y que las mujeres y los jóvenes no tienen 
necesariamente visiones más abiertas al respecto. En otros términos, de nuevo nos 
encontramos con una correlación fuerte entre las bases de apoyo de los conglomera-
dos y los temas de la agenda pública. Resulta muy consistente observar que las bases 
de apoyo de la derecha se encuentren en los sectores pobres, particularmente en 
temas valóricos donde tienen a coincidir.

El tema también demuestra la división que existe en nuestra sociedad: un 20% se 
manifiesta en contra del aborto bajo cualquier circunstancia y un 15,1% lo hace a 
favor de su legalización en todas las situaciones. Las variables de religión y situación 
socioeconómica distinguen a estos dos grupos. Esta misma polarización la encon-
tramos cuando examinamos las percepciones y opiniones de la población sobre la 
violación a los derechos humanos. Como Cath Collins lo analiza, existe un sustanti-
vo porcentaje de personas que participa de la idea de mantener los juicios y avanzar 
en políticas de verdad, mientras otro segmento se plantea la idea de un cierre y una 
vuelta de página en dicho tema.

Retornando a nuestro argumento central, la radiografía al Chile actual muestra un 
país que, lejos de proyectar la noción de unidad, muestra una sociedad fragmentada 
en varias de las dimensiones examinadas en esta oportunidad: prácticas asociadas a la 
cultura, convivencia urbana, prácticas de consumo responsable, percepciones sobre 
el aborto, percepciones sobre los derechos humanos, etcétera. El sismo del pasado 
27 de febrero hizo evidente estas fracturas que no son sólo físicas, sino que cruzan 
aspectos relacionados con  nuestra sociabilidad y la política.





Política
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Aprobación presidencial 
en el cuatrienio de Bachelet
patricio navia  / josé miguel cabezas

En este trabajo analizamos la evolución de la aprobación presidencial durante el cua-
trienio presidencial de Michelle Bachelet. Usamos datos de las encuestas nacionales 
UDP realizadas durante el periodo 2006-2010 y los contrastamos con evidencia acu-
mulada por otras encuestas realizadas en similar periodo. Intentamos dilucidar tanto 
las razones que explican la alta aprobación que tuvo la Presidenta Bachelet al finalizar 
su gobierno como también las causas que explican la evolución de la aprobación pre-
sidencial tanto en la población en general como en grupos específicos, caracterizados 
por variables sociodemográficas y de preferencias políticas. Sugerimos que las encues-
tas nacionales ya sean telefónicas o presenciales tienden a reflejar de forma similar la 
tendencia en la evolución de la aprobación presidencial. Concluimos además que la 
alta aprobación de Bachelet se construyó a partir de su fuerte apoyo inicial entre los 
sectores de menos ingresos y las personas de más edad. 

La aprobación presidencial en el cuatrienio de Bachelet

La primera mujer en llegar a la presidencia en Chile fue también la primera cuya 
aprobación presidencial fue medida mensualmente. Si bien desde el retorno de la de-
mocracia se habían realizado encuestas de aprobación presidencial varias veces al año, 
desde marzo de 2006 la empresa privada Adimark ha hecho mediciones mensuales 
sobre el desempeño presidencial. Por cierto, la proliferación de encuestas presidencia-
les ha generado un debate sobre la confiabilidad y precisión de distintas metodologías 
utilizadas por diferentes empresas y centros de estudios que realizan los sondeos.  

Naturalmente, las diferencias en metodologías debieran verse reflejadas en los re-
sultados de los sondeos. Las encuestas que se realizan con muestras nacionales son 
obviamente las más precisas, pero también las más costosas. A su vez, encuestas que 
consideran sólo zonas urbanas resultan más económicas, pero inevitablemente pro-
ducen distorsiones al excluir sectores de menores ingresos. Las encuestas telefónicas, 
que se realizan en menos tiempo, excluyen grupos importantes de la población. En 
la medida en que las distorsiones que producen los distintos tipos de muestreos sean 
conocidos, las encuestas entregan información relevante, pues los expertos pueden 
sopesar las distorsiones conocidas de una metodología determinada y simular la rea-
lidad de la nación en su conjunto.
 
El hecho de que existan distintas metodologías para realizar encuestas y de que distin-
tas organizaciones que las hacen opten por distintos métodos nos permite comparar 
distintas encuestas y deducir qué tipo de distorsiones poseen éstas en determinados 
temas. En lo que se refiere a aprobación presidencial, en particular durante el periodo 
de Bachelet, distintas metodologías utilizadas por organizaciones de reconocida repu-
tación produjeron resultados similares. La Figura 1 muestra los niveles de aprobación 
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presidencial informados por tres de las principales encuestas realizadas en Chile. La 
empresa Adimark realiza encuestas mensuales desde marzo de 2006. Si bien estas 
encuestas son telefónicas, por lo que excluyen a una buena parte del país, el hecho de 
que se realicen con una mayor periodicidad que otras encuestas les permite tomar un 
buen pulso de las tendencias en la opinión pública respecto al desempeño presiden-
cial. La segunda organización que realiza encuestas de aprobación presidencial y que 
comparamos aquí es el Centro de Estudios Públicos (CEP), un think-tank ligado a la 
derecha liberal que ha realizado encuestas nacionales desde el retorno de la democra-
cia en 1990 y cuyos datos están públicamente disponibles. Finalmente, incluimos las 
encuestas nacionales UDP realizadas durante el último trimestre de cada año.

Si bien ocupan metodologías distintas, las tres encuestas produjeron resultados simi-
lares al evaluar la aprobación presidencial durante el cuatrienio de Bachelet. Al com-
pararla con Adimark y CEP, la Encuesta Nacional UDP tendió a reportar una apro-
bación presidencial levemente superior. Ya que excluye a zonas rurales, la Encuesta 
Nacional UDP iguala las zonas urbanas al total nacional, sobrerrepresentando así 
ciudades grandes, incluida la capital. Esto hizo, por ejemplo, que la desaprobación 
presidencial que reportó la Encuesta Nacional UDP fuera superior a la aprobación en 
octubre de 2007, un periodo cuando el efecto negativo del nuevo sistema de trans-
portes metropolitano Transantiago se sentía con más fuerza sobre la aprobación de 
Bachelet. Pero con posterioridad a la Encuesta Nacional UDP, las encuestas Adimark 
también reportaron que la desaprobación presidencial superó a la aprobación del 
desempeño de Michelle Bachelet. En el caso de CEP, la desaprobación presidencial 
superó a la aprobación en diciembre de 2007, aunque la diferencia no fue estadísti-
camente significativa. Ya que CEP incluye zonas rurales –y por lo tanto representa 
correctamente los estratos de menos ingresos, donde la Presidenta Bachelet fue siem-
pre más popular– y no sobrerrepresenta a las ciudades grandes, incluido Santiago, 
la aprobación presidencial reportada por ese sondeo siempre mostró números más 
optimistas que otras encuestas que excluían a los sectores de menos ingresos y sobre-
rrepresentaban a la capital, la ciudad directamente afectada por el Transantiago.  

Figura 1 
Aprobación y desaprobación presidencial en Chile, 2006 - 2010, Adimark, CEP y Nacional 
UDP

Fuente: Compilación de los autores con datos públicamente disponibles de CEP, Adimark y Encuesta Nacional UDP.

Los determinantes de aprobación presidencial

En general existen tres grandes escuelas que dan cuenta de las preferencias y per-
cepciones políticas de las personas. La llamada Escuela de Columbia sugiere que 
la socialización política responde a variables de largo plazo, casi inmutables en el 



19

tiempo (Lau y Redlawsk, 2006). Así, variables como raza, religión, posición de clase 
o geografía determinarían las predisposiciones políticas de las personas. Esta escuela 
supone preferencias relativamente estables en el tiempo. Por ejemplo, las razones que 
llevarían a un chileno a ser de izquierda se explicarían por su posición de clase o por 
su pertenencia a zonas geográficas donde la izquierda ha sido tradicionalmente fuerte 
(Navia, Briceño Espinoza y Morales, 2009).  

Una segunda aproximación que explica las preferencias electorales de las personas 
se conoce como la Escuela de Michigan. Aquí serían variables de mediano plazo las 
que explican el por qué de las preferencias electorales. Los procesos de socialización 
en el sistema educacional, sindicatos, organizaciones no gubernamentales o incluso 
iglesias serían responsables de la evolución en las preferencias políticas de las personas 
(Lau y Redlawsk, 2006). Alguien podría desarrollar una identidad derechista a partir, 
por ejemplo, de las experiencias traumáticas de los gobiernos de la Unidad Popular 
y de la dictadura. O bien las preferencias electorales por la Concertación responde-
rían a posiciones históricas a favor de la defensa de los derechos humanos. Si bien 
el modelo Michigan no es incompatible con el de Columbia, sí enfatiza procesos de 
socialización de mediano plazo que potencialmente tienen la capacidad de alterar 
los equilibrios históricos en las preferencias de las personas. Por ejemplo, mientras la 
Escuela de Columbia sugeriría que los clivajes que definen la política chilena son los 
tradicionales tercios (izquierda, centro, derecha), la Escuela de Michigan sería compa-
tible con sugerir que en determinadas elecciones emergen clivajes temporales (como 
autoritarismo/democracia en los 90, o cambio/continuidad en 2009) que agrupan de 
mejor forma los alineamientos electorales de las personas (Navia et al., 2009). 

Finalmente, la Escuela de Rochester supone votantes racionales que, en general, de-
terminan sus preferencias electorales a partir de variables económicas. Estos votan-
tes pueden ser prospectivos o retrospectivos en su evaluación económica, y pueden 
considerar su situación personal (egotrópicos) o la situación del país (sociotrópicos), 
pero sus decisiones se basan en variables de corto plazo más que en cuestiones de 
identidad de largo plazo como la religión o la postura de determinados partidos ante 
la dictadura militar (Lau y Redlawsk, 2006). 

Esos mismos tres modelos nos pueden dar luces sobre las razones que explican la 
aprobación presidencial. Si usamos la Escuela de Columbia, la aprobación presiden-
cial debiera ser mucho más estable en el tiempo. Independientemente de qué tan 
bien lo haga el gobierno o qué tanto crezca la economía, los votantes que definen sus 
preferencias a partir de consideraciones de largo plazo debieran apoyar a gobiernos 
que comparten sus posturas ideológicas. Un votante de izquierda debiera aprobar el 
desempeño de un presidente izquierdista que adopta políticas izquierdistas indepen-
dientemente de los resultados económicos de esas políticas. A su vez, un votante que 
está marcado por consideraciones de corto plazo debiera ser mucho más influenciable 
en su aprobación presidencial a partir de las variables económicas observables. Si la 
economía anda bien, los votantes racionales deberían aprobar la gestión presidencial. 
Y si la economía anda mal, debieran reprobar a su gobierno, aunque naturalmente 
estas decisiones racionales también responden a la cuota de responsabilidad que las 
personas asignan al gobierno por la situación económica. Si la economía anda mal 
producto de una crisis mundial pero el gobierno tomó las medidas adecuadas para re-
ducir el efecto negativo sobre la economía nacional, entonces la aprobación presiden-
cial no debiera verse adversamente afectada cuando hay crisis (Dalton y Klingemann, 
2007; Jennings, 2007; Knutsen, 2007; Lewis-Beck y Stegmaier, 2007; Mair, 2007). 
Una lógica similar explicaría por qué la Escuela de Rochester del votante racional 
supondría que las variables económicas de corto plazo inciden con más fuerza en la 
aprobación presidencial. 
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La evolución en la aprobación presidencial de Bachelet

El Cuadro 1 (página 22) muestra la evolución de la aprobación presidencial en el 
último año del gobierno de Ricardo Lagos (2005) y los cuatro años de gobierno de 
Michelle Bachelet (2006-2010). Ya que la Encuesta Nacional UDP se realiza en el 
último trimestre de cada año (octubre en 2005, 2006, 2007 y 2009, y noviembre 
en 2008), las cifras son comparables. Como ya ha sido ampliamente comentado, la 
aprobación presidencial durante el cuatrienio de Bachelet experimentó una evolu-
ción en la forma de U extendida, con un periodo extenso en la mitad del cuatrienio 
en que la aprobación estuvo en niveles bajos. Al inicio del gobierno, la primera mujer 
en llegar a la presidencia de Chile experimentó una corta luna de miel, que se vio in-
terrumpida por las protestas estudiantiles de mayo-junio de 2006. La lenta y errática 
reacción inicial del gobierno llevó a generar la percepción de que la situación estaba 
fuera de control. Eventualmente se logró imponer la cordura y las demandas estu-
diantiles fueron canalizadas a través de la creación de un Consejo Asesor Presidencial 
de la Educación, creado oficialmente el 7 de junio de 2006. Después de ese tropezón 
inicial, Bachelet experimentó un leve repunte hacia fines de 2006. De hecho, la En-
cuesta Nacional UDP de 2006 reflejó esa mejora en la aprobación presidencial. Un 
57,9% de los chilenos encuestados aprobaban el desempeño de Bachelet, mientras 
que el nivel de desaprobación alcanzaba sólo el 32,6%. 

A comienzos de 2007, la fallida implementación de la reforma al sistema de trans-
portes metropolitano –el Transantiago– volvió a afectar negativamente la aprobación 
de Bachelet. La tercera Encuesta Nacional UDP de octubre de 2007, reportó que la 
desaprobación presidencial (49,6%) superaba a la aprobación (41,3%). Otras en-
cuestas posteriores confirmaron esa tendencia. Por ejemplo, Adimark constató que la 
desaprobación presidencial superó a la aprobación desde julio hasta octubre de 2007. 
CEP también reportó mayor desaprobación que aprobación en su informe de di-
ciembre de 2007. El Centro de Estudios para la Realidad Contemporánea (CERC), 
que también realiza mediciones nacionales cada trimestre, reportó también una caída 
en la aprobación presidencial en el tercer y cuarto trimestre de 2007, aunque el re-
chazo a la gestión de Bachelet nunca superó la aprobación –48% aprobación versus 
44% desaprobación en octubre, y 46% aprobación versus 45% desaprobación en 
diciembre–.

Durante el resto de 2007 y buena parte de 2008, la Presidenta Bachelet mantu-
vo niveles de aprobación relativamente bajos, levemente superiores a sus niveles 
de desaprobación. Pero con el inicio de la crisis económica internacional a fines de 
2008 la aprobación de Bachelet inició una tendencia al alza que terminó con niveles 
superiores al 80% al dejar el poder en marzo de 2010. La Encuesta Nacional UDP 
de noviembre de 2008, realizada días después de que se celebraran las elecciones 
municipales de octubre del mismo año, mostró la tendencia al alza en la aprobación 
de Bachelet. En el sondeo UDP, Bachelet mejoró su aprobación de 40,6% en 2007 
a 52,7% en 2008. A su vez, la desaprobación cayó de 50,3% a 37,9%, respectiva-
mente. 

Esa tendencia al alza en la aprobación presidencial se mantuvo durante el 2009 y fue 
también informada por otras encuestas. En la medición UDP de octubre de 2009, 
la aprobación presidencial llegó al 83,9%. Esta cifra fue levemente superior a lo que 
entonces reportaban tanto la encuesta Adimark como los sondeos de CEP. Aunque 
el sondeo CEP de diciembre de 2009 reportó datos similares a los ofrecidos por la 
Encuesta Nacional UDP en el mes de octubre. 



21

La aprobación a Bachelet en distintos grupos

Desde su llegada al poder en marzo de 2006, Bachelet mostró que sus bases de apoyo 
se diferenciaban de las de su predecesor, el también concertacionista Ricardo Lagos. 
Mientras la Encuesta Nacional UDP mostró que Lagos tenía más apoyo entre hom-
bres que entre mujeres, entre personas de mayores ingresos que entre las de menos 
ingresos, y entre jóvenes más que en adultos, desde los primeros sondeos realizados 
en su gobierno Bachelet mostró niveles superiores de apoyo en los sectores de menos 
ingresos que entre los de estatus socioeconómico más alto. De hecho, el Cuadro 1 
muestra claramente que mientras Lagos dejó el poder con un apoyo superior en 12 
puntos porcentuales entre personas de altos ingresos (ABC1) que en la clase media 
baja (segmento D, que constituye casi la mitad de la población del país), Bachelet 
inició su gobierno gozando de un apoyo superior entre las personas de condición 
socioeconómica inferior.  

Durante todo su periodo, Bachelet tuvo mejores niveles de aprobación mientras me-
nor era el nivel socioeconómico de los entrevistados. En 2007, cuando su popula-
ridad cayó más, Bachelet igual tuvo mayor aprobación entre los sectores de menos 
ingresos que entre los grupos más acomodados. Después, cuando su popularidad 
comenzó a aumentar, Bachelet también se mantuvo más popular entre los sectores de 
menor nivel socioeconómico. Por eso, si Lagos fue un presidente que generó especial 
entusiasmo en el sector socioeconómico más adinerado, el éxito de Bachelet fue más 
resonante entre los sectores de menos ingresos. Si Lagos fue el presidente amado por 
los empresarios, Bachelet fue la mandataria amada por todos, pero especialmente 
apreciada por aquellos de menos ingresos. 

En términos de edad, al inicio de su periodo Bachelet pareció despertar dudas entre 
las personas adultas, pero entusiasmo entre los jóvenes y los adultos mayores. Su nivel 
de aprobación en 2006 fue superior entre las personas de menos edad y entre aque-
llos mayores de 60 años. Su mayor apoyo entre chilenos de la tercera edad se pudo 
deber a las promesas de reforma al sistema de pensiones y de mejoras en las pensiones 
que ya recibían los jubilados. Al igual que su predecesor, el Presidente Lagos, al fina-
lizar su periodo, la Presidenta Bachelet gozaba de altos niveles de popularidad entre 
todos los grupos de edad. 

Debido al singular sistema institucional vigente que sanciona la obligatoriedad del 
voto para los inscritos pero permite que la gente no se inscriba para votar, un porcen-
taje cada vez más grande de chilenos –la gran mayoría de ellos menores de 40 años– 
no está inscrito en los registros electorales. De hecho, en la muestra de 2009, uno 
de cada tres encuestados no estaba inscrito. El 95% de ellos era menor de 40 años; 
esto, porque la gran mayoría de los mayores de 18 años en 1988-1989, el periodo de 
la transición a la democracia, sí se inscribieron. De cualquier forma, la condición de 
inscripción electoral no afectó la aprobación de Bachelet. La evolución de su apro-
bación presidencial tomó características similares tanto entre aquellos inscritos como 
entre los no inscritos. 

Como parece razonable, la identificación política con coaliciones constituye un buen 
predictor de aprobación presidencial. Aquellos que se identifican con la Concertación 
muestran mayores niveles de apoyo al gobierno que aquellos que se identifican con la 
coalición de derecha. Los simpatizantes del pacto izquierdista Juntos Podemos tam-
bién muestran niveles relativamente altos de aprobación presidencial, en especial en 
2009 –año en que Bachelet hizo esfuerzos especiales por lograr la incorporación del 
Partido Comunista al pacto electoral de la Concertación–. Pero parece sorprendente 
que en 2009 la aprobación de Bachelet haya alcanzado niveles especialmente altos in-
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cluso entre aquellos que se declaran partidarios de la coalición derechista Alianza. En un año 
electoral, cuando la campaña tiende a polarizar posiciones, Bachelet fue capaz de mantenerse 
por sobre la lógica política de confrontación y mantuvo un alto nivel de aprobación incluso 
entre aquellos que se declaran abiertamente partidarios de la coalición de oposición.

Cuadro 1
Aprobación presidencial en Chile según grupos seleccionados, 2006-2010

Fuente: Compilación de los autores con datos de la Encuesta Nacional UDP, www.icso.cl

Finalmente, al evaluar la aprobación de Bachelet a partir de la identificación de las 
personas en el eje izquierda-derecha (1-10), vemos que la presidenta sistemática-
mente obtuvo mejor evaluación entre aquellos que se consideraban de izquierda. Su 
apoyo fue menor entre los autodefinidos como derechistas. Entre aquellos que no se 
identifican con ningún sector, casi un 40% del total en 2009, el apoyo a Bachelet 
experimentó una mejora notable a través de los años. Si en 2006 Bachelet tenía 
un apoyo levemente superior entre los “ninguno” que en la población autodefinida 
como derechista, ya en 2007 –en medio de la crisis del Transantiago– Bachelet cayó 
menos entre los “ninguno” que entre los derechistas. Cuando se inició su espectacu-
lar subida en aprobación presidencial, Bachelet creció mucho más rápido entre los 
“ninguno”. Al terminar su periodo, el alto apoyo de Bachelet era ya transversal, con 
números similares entre los “ninguno” y los que se definían como de derecha. Entre 
los autodefinidos izquierdistas, el apoyo a Bachelet era casi unánime (93,3%). 

Tal vez una de las características más llamativas de los niveles de aprobación de Ba-
chelet fue el alto nivel de adhesión que generó la presidenta desde el comienzo de su 
mandato entre los sectores de menos ingresos. Como muestra la Figura 2, la aproba-
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ción de Bachelet fue siempre superior en los segmentos de menos ingresos (D, área 
clara en el gráfico) que en los de más altos ingresos (ABC1, columnas en el gráfico), 
lo opuesto a lo que experimentó su predecesor, el Presidente Lagos. Si bien la apro-
bación de Bachelet se movió de forma similar entre los distintos grupos socioeconó-
micos, la presidenta siempre tuvo más apoyo entre los sectores más populares. 

Figura 2 
Aprobación presidencial en Chile por grupo socioeconómico, 2005-2009

Fuente: Compilación de los los autores con datos de la Encuesta Nacional UDP,  www.icso.cl

Evaluación en cuestiones específicas

Durante los cuatro años del periodo de Bachelet, la Encuesta Nacional UDP indagó 
sobre la evaluación en tareas específicas de gobierno. El Cuadro 2 muestra la nota 
promedio (en escala de 1-7) que obtuvo el gobierno en áreas específicas de desem-
peño. Como ya es tradicional en este tipo de evaluaciones en Chile, el gobierno 
obtuvo sistemáticamente su mejor nota en relaciones internacionales, mientras que 
su desempeño más bajo se dio en la lucha contra la delincuencia. La evaluación sobre 
el transporte público, incluido en nuestra encuesta a partir de 2007, demostró una 
importante evolución al alza. A su vez, la evaluación respecto al sistema de pensiones 
evidenció una caída en 2007 –cuando la gente parecía impacientarse por el retraso 
en el cumplimento de la promesa de Bachelet– para luego experimentar una notable 
alza en 2008 y 2009. En cierto modo, aunque en la mayoría de los asuntos la eva-
luación sobre el desempeño del gobierno se asemejó a la evolución de la aprobación 
general de Bachelet, la apreciación que tuvo la gente sobre el desempeño del gobierno 
respecto al sistema de pensiones reprodujo más cercanamente la evolución general de 
la curva de aprobación presidencial observada durante el cuatrienio. 

Cuadro 2
Evaluación del gobierno de Bachelet en cuestiones específicas

Fuente: Compilación de los autores con datos de encuestas nacionales UDP, 2005-2009. La escala es de 1-7.



24

Determinantes de la aprobación de Bachelet

Finalmente, incluimos un modelo estadístico que analiza los determinantes de apro-
bación presidencial para los cuatro años del gobierno de Bachelet. Los datos se entre-
gan de forma sucinta en el Cuadro 3. Pero corresponde resaltar cuatro conclusiones. 
Primero, el sexo fue un elemento significativo en la primera y última medición. Esto 
quiere decir que las mujeres le dieron más beneficio de la duda a Bachelet al iniciarse 
el gobierno en 2006 y la premiaron con más entusiasmo al concluir el gobierno a 
fines de 2009. En segundo lugar, la condición socioeconómica también fue signi-
ficativa en tres de los cuatro años. Tanto al iniciarse el gobierno en 2006 como al 
finalizar 2008, año en que se implementó la reforma de pensiones, y 2009, el apoyo a 
Bachelet fue superior con números estadísticamente robustos entre los grupos de me-
nos ingresos que entre los sectores más acomodados. En tercer lugar, la variable que 
divide dicotómicamente a los chilenos entre los que residen en la Región Metropoli-
tana y en provincia refleja que el apoyo a Bachelet fue más fuerte en provincia en los 
últimos dos años del gobierno, evidenciando un costo permanente para Bachelet en 
la capital, producto de la fallida implementación inicial del Transantiago. En cuarto 
lugar, la variable de identificación ideológica refleja que mientras más a la izquierda 
se ubican los chilenos, más dispuestos estuvieron a dar a Bachelet el beneficio de la 
duda al iniciar su gobierno y también la aprobaban con más entusiasmo en los dos 
últimos años de gobierno. 

Cuadro 3
Determinantes de aprobación de Bachelet (regresión logística binaria)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de encuestas nacionales UDP 2005-2009. 
* Significativa al 0,1; ** significativa al 0,05. Las variables de referencia son sexo: mujer; edad: mayores de 60 años; GSE: 
grupo E; inscripción electoral: no inscritos; zona geográfica: provincia; escala ideológica: ninguno.

Entre las múltiples razones por las que se convertirá en uno de los periodos favori-
tos para los estudios de historiadores y cientistas sociales, el cuatrienio de Bachelet 
permitió la acumulación de numerosos datos sobre la aprobación presidencial. En 
esta primera aproximación general al asunto, hemos identificado algunos patrones 
destacables de la forma en que evolucionó la aprobación de Bachelet. En los cuatro 
años de gobierno, la aprobación de Bachelet se movió como una U extendida, con 
una marcada tendencia al alza hacia el final que superó con creces los niveles de 
aprobación que tuvo al comenzar su periodo. Durante todo el periodo, Bachelet tuvo 
mayor aprobación entre los sectores de menos ingresos que entre los más adinerados. 
Su aprobación también fue mayor entre las personas de la tercera edad, tanto al co-
mienzo como al fin de su mandato. Si bien Bachelet recibió un mayor apoyo entre 
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los simpatizantes de la Concertación y los que se definen como de izquierda, hacia el 
final de su mandato sus niveles de aprobación eran sustancialmente altos en todos los 
grupos de afinidad ideológica y en todas las categorías sociodemográficas que tradicio-
nalmente se utilizan para intentar explicar los determinantes de aprobación presidencial. 

La Encuesta Nacional UDP y otros sondeos también reportaron que, al evaluar ele-
mentos específicos en el desempeño presidencial (como educación, salud o combate 
a la delincuencia), los chilenos fueron bastante más críticos –especialmente cuando 
se contrastan la aprobación global en 2009 y la desaprobación en el desempeño en 
temas como educación, salud y delincuencia ese mismo año–. Esta disociación entre 
la aprobación a Bachelet y la desaprobación al desempeño específico del gobierno 
en la mayoría de los asuntos que la gente considera como tareas primordiales de un 
gobierno nos presenta desafíos para futuras investigaciones que permitan dilucidar 
por qué un gobierno fue tan popular en general si su desempeño en algunos de los 
criterios fue evaluado de forma tan discreta por la población. De cualquier forma, 
la masividad de los datos disponibles para evaluar el desempeño presidencial en el 
cuatrienio de Bachelet supera con creces la disponibilidad de datos para los gobier-
nos de sus tres predecesores democráticos. Ya que el gobierno de Bachelet despertó 
desde la misma campaña presidencial el interés de la opinión pública internacional 
y de investigadores de distintos ámbitos, la disponibilidad de estos datos permitirá 
iluminarnos y profundizar nuestro conocimiento y capacidad de análisis sobre las 
fortalezas y debilidades, los legados positivos y los fracasos del gobierno de la primera 
mujer que llegó a la presidencia de Chile. 
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¿Quiénes son, dónde están, qué quieren?: 
las bases electorales de los candidatos 
presidenciales 2009
Mauricio Morales 

Las bases de apoyo a los candidatos presidenciales, partidos o coaliciones pueden ser 
rastreadas a partir de dos fuentes de datos. La primera corresponde a las encuestas de 
opinión. Acá conocemos la intención de voto de cada elector junto a sus característi-
cas personales (sexo, edad, nivel socioeconómico, entre otras). La segunda fuente de 
datos son los resultados electorales por comuna. Con esta información, más aquella 
de carácter socioeconómico y sociodemográfico que suministra la encuesta Casen, 
es posible relacionar el desempeño electoral de los candidatos con, por ejemplo, el 
porcentaje de población rural, la escolaridad promedio por comuna, el porcentaje de 
pobres, el Índice de Desarrollo Humano (IDH), entre otras.

Sobre esto último, Altman (2004) sostiene que la votación de la Alianza se relaciona 
con el IDH en forma de U. Es decir, que vota mejor en las comunas ricas y en las 
comunas pobres, mientras que la Concertación tiene el comportamiento opuesto 
con mejor rendimiento en comunas de IDH medio. El autor aplica este argumento 
fundamentalmente para las elecciones parlamentarias, pero otros estudios indican 
que esto también funciona para las elecciones de concejales (Morales, 2008).

En este artículo considero ambas perspectivas metodológicas con sus ventajas y des-
ventajas.1 Primero, muestro los resultados generales de la Encuesta Nacional UDP 
2009 buscando los factores que en mayor medida explicaron la intención de voto 
para la primera vuelta. Acá ocupo las variables más comunes para este tipo de análisis 
como sexo, edad, nivel socioeconómico y religión. Adiciono escala política, pero 
manteniendo ciertas precauciones debido a su carácter endógeneo. Es decir, no sabe-
mos si el encuestado se define primero como de izquierda, centro o derecha y luego 
decide su intención de voto, o si porque vota por alguno de los candidatos posterior-
mente se identifica con algún peldaño en la escala. En segundo lugar, doy cuenta de 
la relación entre el porcentaje de votos de cada candidato y el IDH.

Las bases electorales de los candidatos

Una de las principales conclusiones de la Encuesta Nacional UDP 2009 fue la dife-
rencia sustantiva entre el comportamiento de inscritos y no inscritos considerando 
la intención de voto por los candidatos (ver Gráfico 1). Por ejemplo, mientras Frei 
recibe casi un 24% en los inscritos, sólo llega al 10% en los no inscritos, situación 
opuesta a la de Enríquez-Ominami, que bordea el 17% en inscritos y supera el 27% 

1 La ventaja de trabajar con encuestas radica en conocer la intención de voto a nivel individual y cruzarla con otras variables de 
interés dentro de la misma encuesta. La desventaja es que nunca sabemos si esa intención de voto efectivamente se transforma en 
conducta electoral. El trabajo con resultados por comuna, en cambio, tiene la ventaja de conocer los porcentajes reales de cada 
candidato, pero no es posible asociarlo a características particulares de cada votante, corriendo el riesgo de la “falacia ecológica”.
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en los no inscritos. Los apoyos a Piñera, en tanto, son similares entre ambos grupos.
Lo anterior da cuenta del efecto que generan las instituciones sobre los resultados 
políticos. Como los registros electorales cierran noventa días antes de la elección, el 
padrón se reduce a quienes alcanzaron a inscribirse, dejando fuera principalmente 
a jóvenes. Con sistema de voto voluntario, en cambio, el nivel de competitividad 
habría sido mayor, dado que incluyendo a no inscritos Frei alcanzaba un 19,1% y 
Enríquez-Ominami un 20,5%. 

Gráfico 1
Intención de voto por candidato presidencial según incripción en los registros electorales

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.

En lo que sigue analizo sólo a los inscritos en los registros, reduciendo la muestra 
de 1.302 a 865 casos. Lo primero que se advierte es una relación entre la intención 
de voto y algunas variables socioeconómicas y sociodemográficas. Acá muestro los 
resultados por edad y nivel socioeconómico. Los Gráficos 2 a 5 señalan la asociación 
entre estas variables y el apoyo a cada candidato.

Piñera tiene un nivel de respaldo similar en todos los grupos etarios, pero algo supe-
rior en los jóvenes de 18 a 25 años. La relación entre edad e intención de voto es más 
clara en Frei y Enríquez-Ominami. Mientras el primero capta más apoyo en los ma-
yores (61 años y más), el segundo lo hace muy marcadamente en los encuestados de 
26 a 40 años. Es la candidatura de Arrate la que muestra una tendencia más evidente 
según edad. De hecho, logra más apoyo en los jóvenes de 18 a 25 años, donde obtie-
ne un 12%, casi el triple de lo que logra en el total (4,1%). Entonces, si bien es cierto 
que Enríquez-Ominami logra altos apoyos en los sectores jóvenes, es la candidatura 
de Arrate la que muestra una relación más marcada entre edad y preferencia política. 

Por nivel socioeconómico, en tanto, hay tres cosas a destacar. Primero, que si bien 
Piñera logra un apoyo más sustantivo en los encuestados del segmento ABC1 y cae 
en los C2 y C3, sube en el segmento D, mostrando mayor capacidad para llegar a 
los sectores desposeídos en comparación con su candidatura de 2005. Esto podría 
explicarse, preliminarmente, por el trabajo de la UDI en estas zonas. En segundo 
lugar, que Frei crece muy fuertemente en el segmento E, mientras que sus apoyos 
son bajos en los grupos ABC1, C2 y C3. Enríquez-Ominami, en tanto, muestra el 
comportamiento más “típico” de la Concertación en términos de nivel socioconómi-
co. Es decir, apoyos más altos en los segmentos de ingreso medio. En tercer lugar, no 
deja de sorprender la base socioeconómica de la candidatura de Arrate. Contrario a 
lo que podría esperarse, sus apoyos crecen en los segmentos más ricos y bajan en los 
más pobres. Esto cuestiona el voto de clase del PC que fue rastreado en la democracia 
pre 1973, con alto apoyo en los sectores obreros y de escasos recursos (ver Gil, 1969; 
Faúndez, 1992; Scully, 1992; Valenzuela, 2003).
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Si se sumaran las intenciones de voto para Frei y Enríquez-Ominami entendidas 
como el apoyo global a la Concertación, los datos confirmarían el análisis de Altman 
(2004) respecto al mayor respaldo en los niveles socioeconómicos medios. Así, en 
conjunto,  alcanzan el 7,6% en el ABC1, 20,6% en el C2, 23,7% en el C3, 35,5% 
en el D y 12,7% en el E.

Parte de estos resultados son significativos en las modelaciones estadísticas probit que 
aparecen en la Tabla 1. Para el caso de Frei, por ejemplo, tanto edad como nivel de 
ingresos son predictores robustos de su intención de voto.2 Sea cual sea la modela-
ción, estas variables explican sustantivamente sus apoyos. En Enríquez-Ominami, 
en tanto, sucede lo opuesto con edad (son los más jóvenes los que votan en mayor 
medida por su candidatura), mientras que los ingresos muestran un comportamiento 
cuadrático, tal y cual lo señalan los gráficos descriptivos. Es decir, tiene mayor apoyo 
en los votantes de niveles socioeconómicos medios. En Piñera, en tanto, si bien se 
advierte un mayor apoyo en los segmentos más altos, los modelos no muestran una 
significancia tan robusta. Lo mismo sucede con edad. De ahí que el perfil del votante 
“Piñera” no sea tan claro como el de los otros candidatos. Para Arrate no deja de 
sorprender el efecto de la edad, pero particularmente, y como señalé, del nivel de 
ingresos. Son los más jóvenes quienes apoyan más decididamente al candidato del 
PC, al igual que los segmentos de mayores ingresos. La variable que, naturalmente, 
más discrimina entre ellos es la escala política. Los de derecha son más “piñeristas” y 
los de centroizquierda se inclinan en mayor medida por Frei, Enríquez-Ominami o 
Arrate. Las variables sexo, religión y zona no tienen, para estos modelos, un impacto 
significativo sobre la intención de voto.

Gráficos 2 a 5: intención de voto según edad y nivel socioeconómico

Gráfico 2 
Intención de voto por Piñera según edad y nivel socioeconómico

Gráfico 3
Intención de voto por Frei según edad y nivel socioeconómico

2 Los resultados son muy similares si se incluye nivel socioeconómico. En la modelación opté por “ingresos” considerando que es 
un indicador más preciso.
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Gráfico 4
Intención de voto por Enríquez-O. según edad y nivel socioeconómico 

Gráfico 5
Intención de voto por Arrate según edad y nivel socioeconómico

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.

Tabla 1
Determinantes del apoyo a los candidatos presidenciales, primera vuelta 2009 

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.

Respecto a la conducta electoral pasada de los encuestados, se observa que el 80% 
de los votantes que apoyaron a Piñera en 2005 también lo respaldan en 2009. Un 
8% vota por Enríquez-Ominami y un 9% no sabe, no contesta, está indeciso u opta 
por la alternativa “ninguno”.3 En tanto, sólo el 37% de quienes votaron Bachelet 
en 2005 apoyan a Frei. El 22% lo hace por Enríquez-Ominami y el 4% por Arrate. 
Un significativo 16% vota a Piñera. El resto de los votantes de Bachelet, alrededor 
del 20%, opta por las alternativas restantes (no sabe/no contesta/ninguno/indeciso). 

3 El otro 3% se reparte casi equitativamente entre Frei y Arrate.
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Este resultado indica cuán consistentes pasan a ser los electores de derecha respecto 
a los de la Concertación, al igual que la dispersión que se produce en los antiguos 
votantes de Bachelet. 

En cuanto a las preferencias estatistas de los encuestados,4 los votantes de Frei se 
inclinan por mayor intervención del Estado en transporte, AFP, bancos (creación de 
más bancos estatales), farmacias estatales y que el Estado tenga empresas de utilidad 
pública en luz, agua y gas. Al relacionar estas opciones estatistas con la escala ideoló-
gica (ver Gráfico 6), los electores de Frei y Piñera aparecen particularmente alejados 
de los indecisos  y de los no sabe/no responde/ninguno/no vota. El gráfico muestra, 
además, cuán cercanos son los votantes de Frei, Enríquez-Ominami y Arrate en esca-
la política y opciones estatistas.  

Gráfico 6
Opciones estatistas y escala político según preferencia en primera vuelta 2009

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.

Finalmente, resta por analizar el perfil de los indecisos. Acá selecciono a los indecisos 
en segunda vuelta sumándolos con los “no sabe” y “no contesta”. Esto, a fin de in-
crementar el número de casos y, además, porque tienen características similares. De 
hecho, al realizar modelaciones estadísticas sólo con indecisos y luego adicionando 
los no sabe/no contesta, los resultados son similares. 

Mi objetivo consiste en identificar los principales factores que definen a un indeciso. 
Para ello construyo un modelo de regresión logística donde incluyo el sexo, la esco-
laridad, zona (Santiago versus regiones), una variable dicotómica que asume el valor 
de 1 cuando el encuestado no se identifica en algún peldaño de la escala ideológica 
izquierda-derecha y cero cuando sí lo hace, un factor de las opciones estatistas, y la 
percepción de la situación económica personal futura (1=peor, 3=mejor).

Los resultados del Gráfico 7 indican que las variables más incidentes que definen a 
un indeciso son, dentro de las incluidas en el modelo, la edad y la adscripción a la 
escala política. En términos simples, a mayor edad, mayor probabilidad de ser inde-
ciso controlando por el resto de las variables. De igual forma, es más probable que el 
indeciso no se autoubique en ningún peldaño de la escala ideológica. 

4 Se consideraron las preguntas sobre participación del Estado en transporte, AFP, bancos, farmacias y Estado como propietario de       
empresas públicas. Se construyeron diagramas posicionales de acuerdo a puntajes factoriales de estatismo con rotación “varimax”.
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Sin embargo, si se observa más detenidamente el efecto de la edad, ésta no tiene un 
comportamiento estrictamente lineal sobre la probabilidad de ser indeciso. Más bien, 
sus efectos son de orden cuadrático. Para testear esto, hago una simulación utilizando 
el paquete “zelig” de R con un modelo probit donde incorporo edad y su cuadrática 
(Kosuke et al., 2007a). Como se observa en el Gráfico 8, efectivamente las probabi-
lidades de ser indeciso parecen concentrarse en los encuestados de 55 a 65 años. En 
otras palabras, la probabilidad se incrementa en la medida en que lo hace la edad, 
pero llega un nivel, aproximadamente los 60 años, donde esa probabilidad comienza 
a decrecer, mostrando que los encuestados más añosos están más decididos a votar 
por alguno de los candidatos en competencia.

Gráfico 7
Características de los indecisos incluyendo “no sabe/no contesta”5

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.

Gráfico 8
Simulación del efecto de la edad sobre la indecisión electoral en la segunda vuelta de 2009

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.

5 Este gráfico fue realizado con base en un “ado.file” del software Stata extraído del estudio LAPOP 2008.
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Encuestas y resultados: las consistencias de la elección

Como señalé más arriba, se observa cierto efecto del nivel socioeconómico de los 
encuestados sobre la intención de voto. Mientras Frei era más fuerte en los segmen-
tos pobres, Enríquez-Ominami mostraba mayor sintonía con los estratos medios, y 
Arrate, contrario a lo esperado, recibía mayor respaldo en los segmentos más aco-
modados. Finalmente, Piñera, si bien era más fuerte en los estratos altos, subía de 
manera más o menos sustantiva en el segmento D.

Esta evidencia inicial es consistente con el resultado de la elección. Para probarlo 
tomé los niveles de IDH por comuna y construí una simulación estadística sobre 
la base de un modelo de regresión lineal (OLS). La variable dependiente fue el por-
centaje de votos de cada candidato en la presidencial, mientras que la independiente 
fue el IDH. Para controlar el modelo adicioné variables como el resultado de cada 
coalición en la elección anterior, la militancia del alcalde en 2008 y también variables 
“dummy” por región, diseñando un modelo con efectos fijos. Los resultados se man-
tienen incluso seleccionando las cien comunas más grandes, como lo hace Altman 
(2004). 

Los resultados indican para el caso de Arrate que, efectivamente, al incrementarse el 
IDH comunal también lo hacía su votación, aunque ésta tendía a disminuir en las 
comunas más ricas. Al igual que en el análisis de la encuesta, su fuerza está alojada en 
los sectores medios y no deja de sorprender su bajo rendimiento en las comunas más 
pobres o de menor IDH. El mejor resultado lo obtuvo en comunas como San Mi-
guel (13,4%), Pedro Aguirre Cerda (11,73%), Ñuñoa (11,46%), La Reina (9,69%), 
Valparaíso (9,67%), entre otras. Esta relación también se observa para la votación 
del PC en diputados. Como en 2009 compitió sólo en 12 distritos,6 hice este mismo 
ejercicio para 2005, corroborando que a mayor IDH, mayor votación del PC, pero 
con caída en las comunas de mayores ingresos. Esto también es válido para la candi-
datura de Hirsch en 2005.

La votación de Enríquez-Ominami, en tanto, se asimila a la de la Concertación. Es 
decir, con mejores rendimientos en comunas de IDH medio y con peores resulta-
dos en comunas muy ricas o muy pobres. En términos territoriales su porcentaje 
fue sustantivamente mayor en comunas del norte como Ollagüe (37,17%), Alto 
Hospicio (33,13), Caldera (31,27%), Mejillones (30,5%) y San Pedro de Atacama 
(30,29%). También obtuvo buenas votaciones en importantes centros urbanos como 
Iquique (27,96%), Antofagasta (27,6%), Vallenar (27,33%) y Copiapó (27,28%), 
entre otras, al igual que en comunas del extremo sur como Punta Arenas (26,49%) 
y Torres del Paine (33,63%). A pesar de que este resultado lo muestra como el can-
didato independiente con mayor votación desde 1989, estuvo lejos de transformarse 
en una fuerza alternativa a las dos grandes coaliciones o, como señalaba el eslogan 
de su lista parlamentaria, una Nueva Mayoría. La lista sólo alcanzó el 4,56% de la 
votación en diputados, presentó 79 candidatos a la Cámara de Diputados y ninguno 
de ellos resultó electo. Adicionalmente, fracasó de manera rotunda en uno de sus 
objetivos clave como fue derrotar a un presidente de partido (Pepe Auth, distrito 20) 
con la candidatura de Álvaro Escobar, y a Marcelo Schilling (PS) en el distrito 12 
compitiendo con Marcelo Trivelli.

Los diputados incumbentes ex Concertación que participaron por el pacto Nueva 
Mayoría fueron derrotados de manera inapelable. Por ejemplo, Álvaro Escobar, que 
había alcanzado un 42,2% en las parlamentarias de 2005 compitiendo por el PPD, 
bajó a la mitad en 2009, mientras que Esteban Valenzuela, también ex PPD, descen-
dió del 36,9% en 2005 al 9% en 2009. Ambos candidatos, junto al PRSD Alejandro 
Sule, fueron los incumbentes de peor rendimiento. En el caso de Escobar la excusa 

6 El PC obtuvo tres diputados: Guillermo Tellier (distrito 28), Lautaro Carmona (distrito 5) y Hugo Gutiérrez (distrito 2).
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del binominal no es plenamente válida, dado que su lista obtuvo menor porcenta-
je que la Concertación (28,62% versus 30,89%).7 También salió derrotado Carlos 
Ominami en la senatorial de la V Región Cordillera.

El desempeño de Piñera, en tanto, tiene la relación esperada con el IDH. Es decir, 
que obtiene mejores resultados tanto en comunas ricas como en comunas pobres, 
aunque el análisis indica que su desempeño es superior en las comunas ricas. Así, 
obtiene altos porcentajes en Vitacura (75,28), Lo Barnechea (71,33%), Las Con-
des (69,42). Las comunas pobres donde resulta ampliamente ganador son Colchane 
(77,77%) y Camiña (70,86%). Ambas bordean los 2 mil inscritos.

Frei, en tanto, muestra un desempeño muy similar al pronosticado por la encuesta. 
Es decir, mejores rendimientos en segmentos más pobres. Esto se confirma al realizar 
el análisis por comuna. A menor IDH, mayor votación por Frei. Sus mejores comu-
nas fueron Canela (55,35%), Combarbalá (53,93%), Paredones (53,74%), Hualañé 
(53,19%). La característica central que define a estas comunas son sus altos porcen-
tajes de población rural y baja escolaridad promedio. Al analizar la votación de Frei 
de manera más detallada se advierte, precisamente, que su fuerza estuvo en las zonas 
rurales y particularmente de las regiones IV y VII.

Los Gráficos 9 a 12 muestran la relación entre la votación de cada candidato presi-
dencial y el IDH de acuerdo a una simulación estadística realizada con el paquete 
“zelig” para R (Kosuke et al., 2007a). En la modelación se incluyó tanto el IDH 
como su cuadrática, a fin de identificar rendimientos marginales crecientes o de-
crecientes. El modelo fue controlado conforme a las variables mencionadas (voto 
de cada coalición en la elección de 2005, militancia del alcalde en 2008, región) y, 
adicionalmente, se probó con el total de las comunas (345) y con la selección de las 
cien más grandes (Altman, 2004)

Gráficos 9 a 12
Relación entre el IDH comunal y la votación de los candidatos presidenciales 2009

7 Distinta suerte corrieron dos de los cuatro candidatos del PRI que habían ganado en 2005 formando parte de la Concertación. 
Me refiero a Alejandra Sepúlveda en el distrito 34 y Pedro Araya en el distrito 4. A pesar del binominal, lograron ser electos. 
Fueron derrotados Carlos Olivares por el distrito 18 y Jaime Mulet, ex diputado DC que compitió en la senatorial por la tercera 
circunscripción.
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Fuente: Elaboración propia con datos de www.elecciones.gov.cl y www.sinim.gov.cl

Si se considera que las votaciones de Frei y de Enríquez-Ominami representan a la 
Concertación, entonces la relación entre la sumatoria de ambas y el IDH debería 
arrojar el comportamiento esperado. Es decir, que la Concertación presente mejores 
rendimientos en comunas de IDH medio. Esto se alcanza a esbozar en el análisis de 
la votación por Enríquez-Ominami, pero no es del todo claro. En cambio, y como se 
observa en los Gráficos 13 a 15, la suma de Frei y Enríquez-Ominami se asimila más 
a la de la Concertación en 2005 (diputados) y ciertamente a la de Bachelet ese mis-
mo año. No muestro el gráfico de la Concertación 2009 dado que incluye votación 
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comunista, pero de todos modos la tendencia es más o menos similar aunque no tan 
clara como la de 2005.8

Con todo lo anterior es posible inferir algunos patrones de votación ligados, prefe-
rentemente, a la condición socioeconómica de encuestados e IDH comunal. Acá sólo 
muestro la panorámica de los datos, por lo que sería relevante conocer, por ejemplo, 
qué ha pasado con la votación del PC y sus candidatos presidenciales. Como señalé, 
y contrario a lo esperado o al menos con respecto a los patrones de votación de la 
izquierda pre 1973, el PC y su candidato vota mejor en comunas de mayor IDH e, 
incluso, esto se ve reflejado en el mayor respaldo de los segmentos más pudientes. 

Gráficos 13 a 15
Relación entre el IDH comunal y la votación sumada de Frei y Enríquez-O. 2009, 
Concertación 2005 y Bachelet 2005

Frei + Enríquez-Ominami 2009	               

Concertación 2005 (diputados)

8 Este análisis en consistente con los datos de la segunda vuelta electoral de enero de 2010. Al relacionar la votación de Frei y Pi-
ñera con el IDH, el comportamiento es casi idéntico. Es decir, la Concertación vota mejor en comunas de IDH medio y la Alianza 
(Coalición por el Cambio) en las de IDH alto y bajo.
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Bachelet 2005 (primera vuelta)

Fuente: Elaboración propia con datos de www.elecciones.gov.cl y www.sinim.gov.cl

Conclusiones

Los resultados de la encuesta muestran algunos determinantes claros para explicar la 
intención de voto. Así, se advierten fuertes diferencias entre Frei y Enríquez-Omina-
mi en términos de edad y nivel socioeconómico. Con Arrate, en tanto, sorprende que 
sus bases de apoyo se concentren en los segmentos de mayores ingresos. La candida-
tura de Piñera, por su parte, no muestra determinantes robustos, siendo relativamen-
te pareja en los segmentos etarios y, si bien pueden detectarse algunas diferencias por 
nivel socioeconómico, éstas no son tan marcadas como en su candidatura de 2005. 

Estos resultados son consistentes con los datos a nivel comunal. Así, mientras Frei 
obtiene mayor porcentaje de votación en las comunas de menor IDH, Enríquez-
Ominami lo hace en las de IDH medio. En tanto, Piñera captura votación de los 
extremos. Es decir, de las comunas ricas y pobres. Esto se explica, en parte, por el 
despliegue territorial de la UDI. La votación de Piñera, entonces, responde al patrón 
histórico de la derecha desde 1989 y, ciertamente, no hay tanta consistencia con el 
análisis de las encuestas como en los otros candidatos. Finalmente, Arrate tiene me-
jor desempeño en la medida en que se incrementa el IDH comunal, pero cae en las 
comunas más ricas. 
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Participando con voto voluntario: efecto 
de la edad, del nivel socioeconómico 
y de la identificación política
mauricio morales / carlos cantillana / julián gonzález

En las recientes elecciones presidenciales (2009), votaron 7.221.888 personas de un 
total de 8.285.186 inscritas en los registros electorales. Es decir, votó el 87,2% de 
todos los inscritos. Es un porcentaje alto en el contexto latinoamericano, pero distan-
te del 94,7% de los inscritos que votaron en los comicios inaugurales de 1989. Sin 
embargo, cuando se contabiliza el porcentaje de inscritos de acuerdo a la población 
en edad de votar (PEV, población de 18 años y más), el panorama cambia significa-
tivamente. Si en 1989 casi el 89% de esa población en edad de votar estaba inscrita, 
veinte años más tarde el porcentaje cae al 69,2% (ver Gráfico 1). Entonces, el pro-
blema no pasa tanto por el incremento en las tasas de abstención (es decir, personas 
que estando inscritas no votan), sino que por el alto porcentaje de personas en edad 
de votar que no se inscribe en los registros (ver Altman, 2006). 

Este hecho motivó una amplia discusión sobre las modificaciones al régimen electo-
ral, cuyos ejes estuvieron en la necesidad de instituir la inscripción automática y en 
las ventajas y desventajas del voto obligatorio o voluntario (Ortega, 2003; Fuentes, 
2004; Navia, 2004; Valenzuela, 2004; Huneeus, 2004 y 2005; Madrid, 2005; Sierra, 
2007; Chuaqui, 2007, entre otros). En el plano legislativo, se aprobó la ley 20.337 
que modificaba los artículos 15 y 18 de la Constitución, consagrando el sufragio 
voluntario y la inscripción automática.1 

En este trabajo nos preguntamos por las predisposiciones de los ciudadanos para 
votar bajo este nuevo sistema,2 sin evaluar normativamente qué tan adecuado es para 
la democracia. La Encuesta Nacional UDP 2009 nos permite realizar este análisis 
con la siguiente pregunta: “Si en las próximas elecciones no fuera obligatorio votar, 
¿usted iría a votar?”. 

Para realizar nuestro análisis mostramos los resultados generales y también segmen-
tados según inscritos y no inscritos.3 Evaluamos tres hipótesis centrales que se des-
prenden de la teoría. La primera se refiere al factor edad. Según las teorías de la 
desafección política elaboradas, entre otros, por Dalton (2000 y 2002), Dalton y 
Wattenberg (2000), Goerres (2006) para Europa y también en cierta medida re-
plicada por Torcal (2001) para América Latina, los jóvenes no sólo estarían menos 

1 Este proyecto ingresó al Congreso el 8 de junio del 2004 y luego de cuatro años de trámite legislativo (en la Cámara de Diputa-
dos), votaron por la afirmativa 103 diputados. En el último trámite (tercero), votaron a favor 26 senadores. Finalmente el proyecto 
se aprobó el 17 de marzo del 2009, y se publicó en el Diario Oficial el día lunes 6 de abril de 2009. Disponible en http://sil.senado.
cl/pags/index.htm
2 Un buen trabajo que sintetiza el estado del arte en torno a la participación y que señala al “voto obligatorio” como un predictor 
de alta participación electoral es el de Blais (2006). Otro trabajo que aporta al análisis de la participación pero desde una óptica “no 
institucional” es el de Fowler, Baker y Dawes (2008), que lo hace considerando factores genéticos.
3  En el total general, el 66,4% está inscrito y el 33,1 no, mientras que el 0,5% no sabe o no responde la pregunta. Los inscritos 
equivalen a 865 casos, y los no inscritos a 431.
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interesados en política y en identificarse con partidos, sino que también en participar 
electoralmente. Es decir, a menor edad, menor predisposición a votar. Como muestra 
el Gráfico 2, y de acuerdo a datos suministrados por el Servicio Electoral (Servel), es 
precisamente el grupo joven (18-29 años) el que más ha caído en el padrón, pasando 
del 34,77% en 1988 al 9,2% en las últimas elecciones presidenciales. 

La segunda hipótesis se desprende del importante artículo de Lijphart (1997) sobre 
los factores que estimulan o inhiben la participación electoral. El autor destaca el 
nivel socioeconómico de los votantes. Así, a mayor ingreso, mayor predisposición 
a votar, cuestión que se agudiza en un sistema de voto voluntario donde no existen 
constreñimientos ni sanciones para quienes no asisten a las urnas. Entonces, un sis-
tema de este tipo traspasaría las diferencias de ingreso hacia la esfera política, profun-
dizando la desigualdad (ver Carlin, 2006). Para Lijphart (1997) lo recomendable es 
un sistema de voto obligatorio, con elecciones poco frecuentes y, de preferencia, en 
fines de semana.4 Esto es respaldado por Huneeus (1998) para Chile, señalando que, 
efectivamente, los pobres votan menos. El trabajo de Toro (2007) también llega a la 
misma conclusión, e incluso el argumento se extendería al utilizar datos agregados 
por comuna. El autor concluye que a mayor Índice de Desarrollo Humano comunal, 
mayor será el porcentaje de inscritos entre 18 y 29 años.

La tercera hipótesis evalúa el efecto de la identificación partidaria e identificación 
política sobre la participación. Si entendemos la identificación como un vínculo 
sicológico-afectivo entre el votante y el partido (Holmberg, 2007), entonces lo más 
probable es que el ciudadano identificado tenga mayor predisposición a votar respec-
to a los no identificados (Bartels, 2000 y 2002; Abramson y Aldrich, 1982;  Aldrich, 
1993; Bibby 1987; Powell, 1986). Para el caso de Estados Unidos, de hecho, la 
no identificación partidaria explica significativamente la baja participación electoral 
(Abramson y Aldrich, 1982). Esto también aplica para el caso chileno de acuerdo al 
trabajo de Ortega (2003).

Generalmente, se piensa que los jóvenes son menos identificados con partidos o con 
el eje ideológico y que esto explicaría sus bajos niveles de participación electoral. Ru-
bilar (2009) descarta esta hipótesis para Chile, sosteniendo que jóvenes y no jóvenes 
tienen similares niveles de identificación con partidos o escala ideológica. De hecho, 
los resultados de la Encuesta Nacional UDP 2009 confirman esto, mostrando que 
los jóvenes se identifican con partidos en un 38% y el resto ronda el 35%. Por escala, 
en tanto, los jóvenes alcanzan un 61% de identificación, muy similar al del resto de 
los encuestados.

Gráfico 1
Evolución de la participación electoral según inscritos que votan e inscritos de acuerdo al PEV

Fuente: Elaboración propia con datos de www.elecciones.gov.cl, www.servel.cl, www.ine.cl

4 Otros autores añaden el efecto de las estaciones del año y la frecuencia de las elecciones, lo que puede generar la “fatiga del voto” 
(Rallings et al. 2003).
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Análisis de datos

Nuestro análisis se divide en dos grandes secciones. La primera describe los princi-
pales resultados considerando las tres variables que indicamos más arriba y que son 
cubiertas por parte importante de la teoría. Nos referimos a edad, nivel socioeconó-
mico e identificación partidaria. La segunda parte, en tanto, consiste en un análisis 
inferencial que busca conocer el impacto específico de cada variable sometida a un 
control estadístico.

A nivel general, el 59% señala que iría a las urnas incluso si el voto dejase de ser 
obligatorio, mientras que un 34,7% no lo haría.5 El 6,3% no sabe o no contesta la 
pregunta. Al segmentar por inscripción en los registros electorales, se observa que de 
los inscritos el 67,2% iría a votar, porcentaje que cae a 43,6% en los no inscritos. 
Como los no inscritos son mayoritariamente jóvenes, entonces se podría generar la 
sensación de que, efectivamente, sean los jóvenes los menos interesados en política y 
que, incluso bajo una fórmula de voto voluntario, tampoco irían a votar. Esto sería 
reforzado por los datos del Servel en términos de conformación del padrón electoral. 
Los jóvenes son una fracción muy pequeña de ese padrón, alcanzando alrededor del 
9% considerando a inscritos entre 18 y 29 años en 2008, cifra muy lejana al 35% en 1988.

Gráfico 3
Predisposición a votar según edad

Fuente: Elaboración propia con base en la Encuesta Nacional UDP 2009.

5 Si consideramos que la población de 18 años y más, según el INE, bordea los 12 millones, la participación esperada sería de 
alrededor de 7 millones, algo menor a la que observamos en las últimas elecciones.

Gráfico 2 
Porcentaje de inscritos de 18-29 años y 60 y más, 1988-2009

Fuente: Elaboración propia con datos de www.servel.cl
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El Gráfico 3 parece confirmar lo anterior. Acá se muestra el porcentaje de encuesta-
dos que está dispuesto a sufragar bajo la fórmula de voto voluntario. La tendencia 
indica que a mayor edad, mayor predisposición a votar. Sin embargo, las diferencias 
entre los grupos no son estadísticamente significativas, salvo al comparar a los jóvenes 
con los mayores de 61 años. Mientras los jóvenes tienen un porcentaje que bordea el 
51%, los mayores de 61 años sobrepasan el 66%.

Lo anterior da pie para un segundo análisis, que consiste en segmentar los datos 
por  inscripción y edad. Acá las conclusiones cambian sustantivamente. El Gráfico 4 
muestra que la tendencia es la opuesta a la observada. Al considerar sólo a inscritos, 
se advierte que son los más jóvenes quienes muestran mayor predisposición para 
votar. La relación entre edad y predisposición, sin embargo, parece no ser lineal, pues 
si bien baja en los grupos de 26-40 y 41-60, se incrementa en los de 61 años y más. Al 
considerar a los no inscritos la interpretación se asimila a la conclusión previa. En este 
caso, y como muestra el Gráfico 5, los jóvenes muestran menor predisposición a votar.

Entonces, las lecturas de ambos grupos presentan conclusiones opuestas. Acá, y reite-
rando lo que señalamos más arriba, debemos analizar los datos con precaución, pues 
del total de jóvenes entre 18 y 25 años sólo el 18,6% está inscrito. Sin embargo, este 
grupo, por pequeño que sea, muestra mayor interés y decisión por votar si el sufragio 
fuese voluntario, a diferencia de los otros segmentos. No deja de ser llamativo lo que 
sucede con el grupo entre 41 y 60 años, que pertenece precisamente a la generación 
del plebiscito (Toro, 2008). Si bien es cierto que tiene una tasa de inscripción sus-
tantivamente mayor que los jóvenes, muestra menor predisposición a votar. El hecho 
de participar electoralmente para este grupo, entonces, parece estar delimitado por la 
probabilidad de sanción al no votar estando inscrito. Seguramente, se inscribió para 
el plebiscito de 1988 y luego se vio obligado a seguir sufragando. Con voto volunta-
rio, en tanto, un 30% dejaría de hacerlo.

Gráfico 4 
Predisposición a votar de los inscritos según edad

Gráfico 5 
Predisposición a votar a los no inscritos según edad

Fuente: Elaboración propia con base en la Encuesta Nacional UDP 2009.
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Respecto al nivel socioeconómico e identificación política, las teorías citadas se ven 
reforzadas por nuestra evidencia al menos en el caso de los inscritos. Acá son los seg-
mentos de mayores ingresos los que muestran más predisposición a seguir votando 
bajo la fórmula de sufragio voluntario. Sin embargo, al considerar a los no inscritos 
las diferencias dejan de ser sustantivas. En este caso, el nivel socioeconómico no 
explica la predisposición a votar. Cuando se considera la muestra total, en tanto, 
la interpretación es similar a la realizada para inscritos. El 73% de los ABC1 está 
dispuesto a seguir votando, porcentajes que caen paulatinamente al 64% en los C2, 
55% en los C3 y D, y 56% en los E. 

Por escala política, en tanto, la situación es similar. Mientras los identificados pre-
sentan mayores niveles de predisposición, los no identificados muestran porcentajes 
significativamente más bajos. Por ejemplo, si los encuestados de “centro” siguen vo-
tando en un 80%, los no identificados apenas sobrepasan el 50%. En el caso de los 
no inscritos la identificación en la escala no muestra una relación evidente.

De acuerdo a estos datos descriptivos, entonces, la conclusión es más o menos clara. 
Mientras en el grupo de los inscritos observamos ciertos patrones asociados a edad, 
ingresos e identificación política, en los no inscritos tales patrones son inexistentes. 
Este grupo parece distribuirse de manera similar en las variables analizadas. 

Gráficos 6 a 9: porcentaje de quienes votan con “voto voluntario”

Gráfico 6 
Predisposición a votar de los inscritos según nivel socioeconómico

Gráfico 7 
Predisposición a votar de los no inscritos según nivel socioeconómico

Fuente: Elaboración propia con base en la Encuesta Nacional UDP 2009.
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Gráfico 8
Predisposición a votar de los inscritos según identificación en la escala política

Gráfico 9 
Predisposición a votar de los no inscritos según identificación en la escala política

Fuente: Elaboración propia con base en la Encuesta ICSO-UDP 2009.

Para el análisis inferencial utilizamos modelos de regresión probit que tienen como 
objetivo explicar la opción por votar bajo la fórmula de sufragio voluntario. En otras 
palabras, identificamos los factores que en mayor medida explican esta decisión, in-
cluyendo, ciertamente, las variables que hemos analizado descriptivamente. A fin de no 
saturar con tablas, mostramos sólo una modelación y algunas gráficas de simulación 
estadística que se realizaron con el paquete “zelig” del software R (Kosuke et al., 2007).

La Tabla 1 muestra los principales resultados. Acá corroboramos algunas de las con-
clusiones correspondientes al análisis descriptivo. Las variables que componen los 
modelos son sexo, edad, la cuadrática de edad, nivel socioeconómico e identificación 
en la escala política. Hemos diseñado cuatro modelos. El primero considera sólo a 
inscritos, el segundo a los no inscritos, el tercero al total y el cuarto al total, pero sin 
la cuadrática de edad. En este último modelo tratamos de probar si, efectivamente, la 
relación entre edad y predisposición a votar se asemeja a lo observado en el Gráfico 3.

Como se advierte, en el caso de los inscritos (modelo 1) la edad tiene, efectivamen-
te, un efecto cuadrático. Es decir, la probabilidad de votar con sufragio voluntario 
decrece en la medida en que se avanza en edad, pero luego repunta en los segmentos 
más añosos. En otras palabras, los jóvenes inscritos muestran mayor predisposición a 
votar que el resto de la población, pero tal predisposición también se incrementa en 
los grupos etareos más altos. La edad y su cuadrática pierden capacidad explicativa 
en los modelos 2 y 3 donde se considera a no inscritos y al total de los encuestados. 
En el modelo 4, y al excluir la cuadrática, la edad sí tiene un efecto significativo, pero 
opuesto al que se observa para inscritos. Esto fue anunciado en el Gráfico 3, donde 
mostrábamos que, en el total, los jóvenes eran los menos dispuestos a votar.
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En conclusión, los jóvenes inscritos tienen mayor interés en votar que el resto de 
la población inscrita en los registros electorales. Sin embargo, cuando se considera 
al total (inscritos y no inscritos), el efecto de la edad tiene un sentido opuesto. Es 
decir, son los más jóvenes los menos dispuestos a votar. Esta conclusión, que puede 
llegar a ser contradictoria, se explica, como comentábamos, por el bajo porcentaje de 
jóvenes inscritos (alrededor del 18%). Así, lo que señalan estos resultados es que los 
jóvenes inscritos están dispuestos a seguir votando independientemente del sistema 
de sufragio, a diferencia del resto de los inscritos, que muestra menos interés por 
participar. En el agregado total (toda la muestra), la interpretación es opuesta dado 
que el porcentaje de jóvenes no inscritos es sustantivamente mayor que el resto de la 
población (alrededor del 81%), y representa a casi la mitad de los no inscritos. Este 
grupo, claramente, tiene menor predisposición a votar.

Por nivel socioeconómico la relación también es la esperada. Es decir que, a menores 
ingresos, menor es la probabilidad de votar con sufragio voluntario. Esto se sostiene 
en todos los modelos, exceptuando en el 2, que corresponde a los no inscritos. Como 
anticipaba el Gráfico 7, el nivel socieoconómico no va asociado a la predisposición 
de voto en este grupo. Tal análisis respalda el planteamiento de Lijphart (1997) re-
plicado por Huneeus (2004) para el caso de Chile respecto al efecto que genera el 
sistema de voto voluntario. Es decir que las diferencias de ingreso se reproducen a 
nivel político. Así, son los segmentos con mayores recursos los que muestran mayor 
predisposición a votar.

Finalmente, también se observa un efecto de la identificación política. Como señalá-
bamos más arriba, era altamente probable que la participación se incrementara en los 
grupos con identificación ideológica o partidaria. Acá corroboramos esta hipótesis. 
Si bien sólo incluimos la identificación en la escala política, un modelo con identifi-
cación partidaria arroja resultados similares. Al igual que con nivel socioeconómico, 
la variable es estadísticamente significativa en todos los modelos, exceptuando el de 
los no inscritos. Esto respalda la información del Gráfico 9, donde no se observaban 
grandes diferencias en la predisposición a votar según adscripción ideológica.

Tabla 1
Modelos de regresión probit. La variable dependiente es “sí” votaría con sistema 
de sufragio voluntario.

Fuente: Elaboración propia con base en la Encuesta ICSO-UDP 2009.
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Si bien los modelos no tienen una alta capacidad explicativa, sí muestran las tenden-
cias que hemos examinado. Los Gráficos 10, 11 y 12 reproducen estas tendencias 
sólo para edad considerando los resultados de los modelos. Estos gráficos son simu-
laciones estadísticas que permiten conocer la probabilidad de que, en este caso, un 
encuestado vote con sufragio voluntario dependiendo de su edad. 

El Gráfico 10 muestra los valores esperados considerando el total de la muestra. 
Como se advierte, en la medida en que aumenta la edad, se incrementan las proba-
bilidades de votar con sufragio voluntario. Esto es concordante con el análisis des-
criptivo que mostramos al principio y con el modelo 4, donde se incluye la edad sin 
su cuadrática.

El Gráfico 11, en tanto, muestra la distribución esperada para los inscritos. Acá se ad-
vierte el efecto cuadrático de la edad. Es decir que, en la medida en que se avanza en 
edad, disminuyen las probabilidades de votar, pero luego, más o menos a los 60 años, 
las probabilidades comienzan a subir. En ese sentido, la segmentación por inscritos, 
como hemos dicho, genera interpretaciones muy distintas a las del total nacional.

El Gráfico 12, finalmente, da cuenta de los valores esperados de votación para el 
grupo de los no inscritos. Como era de suponer, la edad no tiene ningún efecto so-
bre la predisposición a votar en este grupo, corroborando las interpretaciones que se 
desprenden del modelo 2. 

Gráficos 10 a 12: valores esperados de participación con voto voluntario según 
edad segmentando por el total de encuestados, los inscritos y los no inscritos 

Gráfico 10
Valores esperados de participación con voto voluntario, total de la muestra

Gráfico 11
Valores esperados de participación con voto voluntario, sólo inscritos

Fuente: Elaboración propia con base en la Encuesta Nacional UDP 2009.
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Gráfico 12
Valores esperados de participación con voto voluntario, no inscritos

Fuente: Elaboración propia con base en la Encuesta Nacional UDP 2009.

Conclusiones

Edad, nivel socioeconómico e identificación política tienen efecto sobre la predispo-
sición a votar con sufragio voluntario de manera diferenciada según inscritos y no 
inscritos en los registros electorales. Generalmente se piensa que los jóvenes tienen 
menor interés en participar electoralmente que el resto de la población. En este tra-
bajo rechazamos tal supuesto al menos considerando el grupo de los inscritos, donde 
los jóvenes muestran mayor predisposición que el resto a votar con un sistema de 
sufragio voluntario. 

El nivel socioeconómico y la identificación política tienen el efecto esperado. Efecti-
vamente, los segmentos con mayores recursos muestran más predisposición a votar 
respecto a los sectores más desposeídos. La identificación política, en tanto, indica 
que los encuestados que adhieren a algún partido o que se autoubican en algún pel-
daño de la escala ideológica izquierda-derecha presentan mayor predisposición a votar.

Este trabajo, por tanto, contribuye a una comprensión más acabada de los efectos del 
sistema de votación voluntaria sobre la participación electoral. Si bien consideramos 
sólo tres variables, éstas encuentran asidero teórico y son justificables desde una pers-
pectiva comparada. Además, sirven para complementar las conclusiones de Huneeus 
(1998) y de Joignant y Menéndez Carrión (1999). Mientras el primero sostiene que 
la baja participación se explica por el  desencanto ciudadano hacia el sistema eco-
nómico y el deterioro del principio de representación política, los segundos afirman 
que la explicación radica en el descontento frente a las promesas no cumplidas en los 
ámbitos políticos, económicos y sociales. 
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El papel de los medios de comunicación 
en el conocimiento de los candidatos 
y sus programas en la elección 2009
Andrés Azócar / Andrés Scherman

1. Introducción 

Los medios de comunicación tienen un lugar cada vez más relevante en la actividad 
política y, especialmente, en los procesos electorales. En las democracias liberales 
actuales la relación de los ciudadanos con el sistema político se produce, fundamen-
talmente, a través de los flujos de contenidos simbólicos generados por los medios 
de comunicación. 

En este sentido, los modelos de una esfera pública caracterizada por la copresencia y 
la deliberación, como el modelo de esfera pública burguesa expuesto por Habermas 
en los sesenta (Habermas, 2006), han ido dando paso a nuevas formas de entender 
lo público, donde los medios de comunicación adquieren un rol central y las inte-
racciones cara a cara pierden relevancia. Destaca en este campo el trabajo de J. B. 
Thompson, quien sostiene que los medios de comunicación masivos han permitido 
la creación de una nueva forma de interacción entre las personas, la que llama casi 
interacción mediática.    

La casi interacción mediática tiene como características centrales una separación es-
pacio-temporal de los participantes en la comunicación, una disminución relevante 
de las señales simbólicas que se pueden utilizar en ella, la pérdida de la posibilidad 
de retroalimentación y el hecho de que los mensajes están destinados a un público 
indefinido (Thompson, 1998) 

De esta manera, el concepto de “lo público” se modifica y deja de estar ligado al uso 
de un lugar específico, en el que se deben reunir los ciudadanos. Ahora, el público se 
forma por personas que no necesariamente entran en contacto directo entre sí, o con 
sus autoridades, pero que comparten los flujos de información y contenidos simbó-
licos que producen los medios.

El papel desempeñado por los medios en el ámbito político también es destacado por 
Iyengar y McGrady, autores que plantean que para muchos ciudadanos los medios 
de comunicación son la única forma de contacto con los asuntos públicos (Iyengar y 
McGrady, 2007). Debido a esto, el uso de los medios para hacer propuestas políticas 
ha transformado la forma de ejercer liderazgo y de gobernar. La aparición en los me-
dios se ha convertido en una necesidad, en un hecho continuo e incesante, hasta el 
punto que la distinta suerte que han corrido gobernantes que han debido enfrentar 
situaciones similares se explica por su habilidad para dirigir o dar forma a la cobertu-
ra medial sobre determinados hechos que los involucran (Iyengar y McGrady, 2007). 



50

La importancia crucial de los medios en la relación entre el sistema político y los 
ciudadanos se explica por tres contribuciones fundamentales que se espera que realice 
el sistema  de medios de comunicación en los regímenes democráticos: 1) proveer 
un foro electoral al que los candidatos pueden recurrir para pedir el apoyo de los 
votantes; 2) generar una esfera pública en que los votantes pueden escoger entre 
una variedad de perspectivas y propuestas sobre los temas de su interés; 3) fiscali-
zar las conductas de las autoridades, ya que a los medios se les delegaría la tarea de 
“perros guardianes” (watchdog) por parte de los ciudadanos (Iyengar y McGrady, 
2007).    	

La manera y la intensidad en que estas tres contribuciones son llevadas a la práctica 
están relacionadas con las características específicas del sistema de medios de cada 
país. De acuerdo al trabajo de Hallin y Mancini, en los países democráticos se pue-
den distinguir tres tipos distintos de sistemas de medios de acuerdo a la relación que 
cada uno ha establecido con el sistema político.  

El primer modelo identificado  por Hallin y Mancini es el “Mediterráneo o Plura-
lismo Polarizado”, que se caracteriza por  un bajo desarrollo de la prensa comercial 
de gran tirada, una alta intervención del Estado en la propiedad de los medios y su 
regulación, una estrecha sintonía entre los medios y partidos políticos particulares, 
y un bajo nivel de profesionalización y autonomía de los equipos periodísticos. Un 
segundo modelo es el llamado “Norte y Centro de Europa o Democrático Corpora-
tivo”, en que se desarrolla una prensa de gran tirada y coexisten la prensa comercial 
y política, el Estado tiene una presencia importante en el sistema de medios pero al 
mismo tiempo garantiza la libertad de expresión, la prensa partidista tiene una baja 
presencia y se observa una alta profesionalización entre los periodistas. Finalmente 
encontramos el sistema “Atlántico o Liberal”, en que hay gran desarrollo de la prensa 
comercial de gran tirada, la intervención estatal es reducida y domina una lógica de 
mercado, existe una alta profesionalización de los periodistas y hay un alto parale-
lismo entre los medios y los partidos políticos. En el caso de este último modelo, se 
debe dejar en claro que el hecho de que exista distancia entre los partidos políticos 
y los medios no implica que estos últimos no tengan líneas editoriales definidas o 
posiciones frente a diversos acontecimientos, si no sólo que no operan como voceros 
públicos de organizaciones políticas específicas. 

Si bien en los tres modelos se cumple con la primera contribución que se espera del 
sistema de medios (proveer a los candidatos de un foro donde solicitar el apoyo de 
los electores), la magnitud de las otras dos contribuciones puede variar. Mientras 
la posibilidad de desarrollar una esfera pública pluralista es más propia del modelo 
“Democrático Corporativo”, la fiscalización de las autoridades se da con más fuerza 
en los modelos “Liberales”.  

Sin embargo, hay un aspecto nuevo, que no forma parte de los modelos propuestos 
por Thompson y Hallin y Mancini: la irrupción de internet y las redes sociales en la 
relación entre el sistema político y los ciudadanos, sobre todo durante los procesos 
electorales. 

Si la década de los sesenta estuvo marcada por el impacto de la televisión en los 
procesos electorales –teniendo como principal hito el debate entre John Kennedy  
y Richard Nixon–, durante la primera década de este siglo asistimos al ingreso de 
internet y las redes sociales a la arena política. Se calcula que durante las elecciones 
presidenciales realizadas en Estados Unidos durante 2008, el trabajo específico de la 
campaña de Barak Obama utilizando este tipo de tecnología permitió que acudieran 
a votar trece millones de personas que nunca lo habían hecho antes, los que fueron 
decisivos para el triunfo del candidato demócrata. 
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Si bien internet no puede ser considerado por sí mismo como un medio de co-
municación, la actividad informativa generada en su red permite entenderlo como 
competencia de los medios tradicionales y un generador de actividad política. Un 
hecho especialmente evidente en la población menor de 29 años. Las redes sociales, 
por ejemplo, pueden facilitar la participación cívica y política de los jóvenes (Valen-
zuela et al., 2008) y erosionar la capacidad de los medios tradicionales para fijar la 
agenda noticiosa. También han permitido moderar el carácter masivo y monológico 
de la comunicación política –característicos de la casi interacción mediática descrita 
por Thompson–. Sin embargo, como veremos más adelante, el fenómeno no se ha 
traducido en una brusca caída de la televisión como medio de información más im-
portante sobre las campañas. 

En este marco general de transformaciones en la relación entre el sistema político, los 
medios de comunicación y los ciudadanos, este artículo busca describir el papel que 
juegan en Chile los medios de comunicación en los procesos electorales y el grado de 
desarrollo alcanzado por internet. Adicionalmente, se esboza una reflexión respecto a 
los desafíos que implica para los actores políticos y el sistema de medios los cambios 
que se producirán en el actual padrón electoral con la eventual aprobación del voto 
voluntario. 

2.  Medios y sistema político 
2.1 Los medios como casi única puerta de acceso 

La centralidad adquirida, en Chile, por los medios de comunicación en la relación 
entre el sistema político y los ciudadanos queda de manifiesto al analizar las for-
mas en que las personas se han informado sobre la candidatos presidenciales y sus 
programas durante la campaña de la elección 2009. De acuerdo a los resultados de 
la quinta Encuesta Nacional UDP, 79,4% de los encuestados tiene como principal 
fuente de información sobre la campaña a un medio de comunicación (TV, radio, 
diarios o internet), cifra que se eleva a 90% si sólo consideramos  las respuestas de 
aquellos que declaran haberse informado sobre los candidatos y sus programas. Otras 
formas de acceder a estos antecedentes, como la conversación con personas conocidas 
o la lectura directa de las programas de gobierno, son utilizadas por un grupo muy 
pequeño de personas. 

Tabla 1
Cómo se informan los chilenos sobre la campaña
Para emitir su voto en el mes de diciembre, ¿de qué forma usted se ha informado preferentemente para 
tener una mejor idea sobre los candidatos y sus programas (primera mención)?

Fuente: Encuesta Nacional UDP 2009.
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Los resultados también muestran que, más allá de lo deseable que puede ser la exis-
tencia de espacios de deliberación en que las personas debatan personalmente sobre 
asuntos de interés público como las campañas políticas, en Chile el acceso a infor-
mación sobre los candidatos se produce principalmente a través de la difusión de 
los contenidos simbólicos de los medios y lo que Thompson llama “casi interacción 
mediática”. El declive de las conversaciones cara a cara y del debate como principal 
forma de acceso a la información política queda de manifiesto, así como también la 
existencia de una esfera pública no anclada a un contexto espaciotemporal común y 
en que priman formas no dialógicas de comunicación. 

Respecto a las características del grupo de personas que se informa sobre las cam-
pañas a través de los medios de comunicación, la Encuesta Nacional UDP 2009 
muestra que éste tiene dos grandes diferencias con aquel compuesto por individuos 
que no recurren a los medios para estar al tanto del proceso electoral: 1) posee una 
mayor presencia de miembros de los segmentos socioeconómicos  altos (Tabla 2); 2) 
cuenta con una alta participación de personas entre 46 y 60 años y una menor parti-
cipación relativa de población entre 18 y 29 (Tabla 3). En tanto, al considerar otras 
variables (como posición política, religión, sexo o nivel educacional) no se observan 
diferencias relevantes entre ambos grupos. 

Tabla 2
Grupos socioeconómicos y búsqueda de información en medios (%)

*p<0,05. Chi cuadrado de Pearson: 18,721; sig.:0,001.  
Fuente: Encuesta Nacional UDP 2009.

Tabla 3
Tramos de edad y búsqueda de información en medios (%)

*p<0,05. Chi cuadrado de Pearson: 13,592; sig.:0,004.
Fuente: Encuesta Nacional UDP 2009.

2.2 Chile versus EE.UU.: dos modelos con semejanzas y diferencias

Las cifras de la Encuesta Nacional UDP 2009 también muestran claramente que el 
principal medio de comunicación que utiliza la población chilena para informarse de 
las campañas es la televisión, seguido por la radio y los diarios, y que a una distancia 
bastante mayor cierra esta lista internet. ¿Es similar esta matriz de consumo de infor-
mación electoral a lo que sucede en otros lugares del mundo? 

La falta de información disponible hace difícil una comparación amplia con otros 
países de la región; sin embargo, existen cifras que permiten analizar lo sucedido en 
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Estados Unidos durante la campaña presidencial de 2008 y contrastarlo con lo ocu-
rrido en Chile en 2009.

Resulta pertinente hacer este análisis debido a que los sistemas de medios de Estados 
Unidos y Chile cumplen con la mayoría de las características del modelo “Atlántico o 
Liberal” propuesto por Hallin y Mancini, que, como dijimos anteriormente, muestra 
un gran desarrollo de la prensa comercial, exhibe una alta profesionalización del pe-
riodismo, no hay un paralelismo entre los medios y partidos políticos específicos (los 
medios no son la expresión pública de estas organizaciones) y la posición del Estado 
en dicha industria es débil. 

En Chile y Estados Unidos, el papel del Estado básicamente consiste en generar  
normas y establecer algunas regulaciones al sistema de medios, pero no es un actor 
fundamental de la industria, lo que se ha traducido en la existencia de medios comer-
ciales, orientados al mercado. Incluso, en el caso de Chile el único canal de televisión 
abierta estatal que existe (TVN) está obligado, por ley, a autofinanciarse, lo que en 
la práctica lo ha llevado a tener una programación hermanada con el rating y que no 
se separa drásticamente del resto de los canales de televisión. Además, si bien varios 
de los medios chilenos tienen líneas editoriales claramente reconocibles, su dirección 
y propiedad no se encuentran controladas por los partidos políticos. Por último, 
hay que destacar que en ambos países existe una importante profesionalización de la 
labor periodística y que la disciplina ha ido adquiriendo criterios propios para definir 
los hechos que constituyen noticias y deben difundirse. Por cierto, esta profesiona-
lización es bastante más pronunciada en Estados Unidos, sistema que ha operado 
como referente del sistema de medios chilenos durante décadas. 

Estas semejanzas estructurales hacen interesante comparar la situación de los dos 
países. Además, la mayor madurez del sistema norteamericano y la alta penetración 
de tecnologías digitales en ese país hacen que lo que sucede en Estados Unidos pue-
da constituir un adelanto de las tendencias que se van a desarrollar en el sistema de 
medios chileno en los próximos años.  

Para hacer esta comparación se utilizaron los datos obtenidos en 2008 por el PEW 
Research Center for the People & the Press y la Encuesta Nacional UDP 2009. En 
ambos estudios se consultó respecto a la forma en que los ciudadanos se informaron 
sobre las campañas presidenciales de sus respectivos países. Para contratar los resul-
tados, en ambos estudios se consideró la suma de las dos primeras menciones de las 
alternativas propuestas como fuentes de información (Tablas 4 y 5).

Tabla 4
Consumo de medios en Chile para informarse sobre elecciones.
Para emitir su voto en el mes de diciembre, ¿de qué forma usted se ha informado preferentemente para 
tener una mejor idea sobre los candidatos y sus programas (suma de las dos primeras menciones)?

Fuente: Encuesta Nacional UDP 2009.
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Tabla 5
Consumo de medios en Estados Unidos para informarse sobre elecciones
Principales fuentes de noticias sobre las elecciones presidenciales de 2008

Fuente: PEW, 2008.

Las cifras muestran que en ambos sistemas de medios la televisión juega un rol prin-
cipal como forma de acceso a información durante las campañas electorales. En Chi-
le el 77% de los encuestados señala que este medio se encuentra entre las dos prin-
cipales fuentes de información, cifra bastante similar al 72% que alcanza en Estados 
Unidos. 

Sin embargo, el lugar ocupado por los otros medios difiere de manera relevante. En 
Chile, el segundo medio más utilizado es la radio (32%), el tercero puesto es ocupa-
do por  los diarios (24%) y finalmente se encuentra internet, con un distante 7%. En 
tanto, en Estados Unidos el orden de estos tres medios se invierte: internet aparece 
en segundo lugar (33%), los diarios ocupan el tercero (29%) y la radio cierra la lista 
(21%) (PEW, 2008).

Si bien muchos de los sitios visitados en internet corresponden a los sitios web de 
los diarios tradicionales, la experiencia informativa no es la misma. De hecho, la 
mayoría de los estudios ha demostrado que las audiencias del papel prácticamente 
no se repiten en la web. Los sitios informativos son por naturaleza interactivos y la 
experiencia de navegar es distinta a la de leer en papel. Las audiencias online pueden 
intercambiar y generar contenidos, comentar las noticias y participar de foros, lo que 
marca una diferencia muy grande entre informarse por el papel o por la web, a pesar 
de que sea el mismo medio.

En todo caso, al revisar las cifras constatamos, nuevamente, que la televisión como 
fenómeno masivo sigue siendo insuperable.1

El estudio del PEW Institute muestra, no obstante, que, aunque la televisión con-
tinúa reinando sin contrapeso en el sistema de medios norteamericano, internet ha 
tenido una fortísima irrupción. De hecho, mientras en la elección de 2004 sólo el 
10% afirmaba que este medio era una de sus principales fuentes de información, en 
2008 el porcentaje llegó a 33% (PEW, 2009).

En Chile el uso de internet en las campañas es sustancialmente más bajo y se asemeja 
a lo que sucedía en Estados Unidos en 2002 (Smith, 2009). La gran diferencia entre 
ambos países puede estar asociada a dos principales factores: 1) los mayores niveles 
de penetración de la red en Estados Unidos (76% en Norteamérica versus 48% en 
Chile) (Nielsen, 2009; Subtel, 2010); 2) las características del padrón electoral chi-
leno, en que los jóvenes –los principales usuarios de internet y redes sociales– tienen 
una muy baja presencia.2   
	

1 En 2007 había más de un televisor por cada cuatro personas en el planeta, y 1.100 millones de hogares tenían uno. Para 2013 se 
habrán conectado por encima de 150 millones de hogares más. Por lo mismo los gobiernos y los partidos políticos siguen buscando 
permanentemente un control sobre este medio (Kenney, 2009).
2 De las 3.322.551 personas que componen la población entre 18 y 29 años, sólo el 22,9% forma parte de la población electoral 
(INE, 2009; Servel, 2009).
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3. Audiencias: cómo se diferencian los medios

La Encuesta Nacional UDP 2009 muestra que existen claras diferencias en las ca-
racterísticas de las personas que se informan del proceso electoral  a través de los 
distintos medios de comunicación.3 

La televisión es, lejos, el medio más transversal. Las características del público que 
se informa a través de este medio son las que más se asemejan a los rasgos de la po-
blación general, considerando variables como sexo, nivel socioeconómico, posición 
política, apoyo a candidato presidencial, edad, nivel educacional y posición frente al 
aborto y la entrega de la píldora del día después. 

Por el contrario, al analizar a los grupos que se informan preferentemente a través de 
la radio, los diarios e internet, podemos distinguir perfiles particulares, que se alejan 
de la transversalidad con que cuenta la televisión.

El público que sigue el proceso electoral a través de la radio, la segunda fuente más 
importante de información sobre las elecciones en Chile, se caracteriza principal-
mente por tener un promedio de edad superior al de los otros medios.

Tabla 6
Tramos de edad y medio preferido para informarse sobre elecciones (%)

*p<0,05. Chi cuadrado de Pearson: 34,415; sig.: 0,001. 
Fuente: Encuesta Nacional UDP 2009.

Tabla 7
GSE y medio preferido para informarse sobre elecciones (%)

*p<0,05. Chi cuadrado de Pearson: 80,116; sig.: 0,001. 
Fuente: Encuesta Nacional UDP 2009.

En tanto, el grupo que se informa de las elecciones a través de los diarios se caracteri-
za por identificarse con alguna posición política de manera mucho más frecuente que 
el conjunto de la población, pertenecer a los grupos socioeconómicos altos y poseer 
niveles educacionales por sobre la media de los encuestados. De esta manera los datos 
confirman que la prensa escrita chilena –o al menos aquella que da una cobertura 
prioritaria a los temas políticos– es consumida por una elite que cuenta con ingresos 
y niveles educacionales muy por encima del resto de los chilenos.    

3 Para efectuar este análisis se consideró sólo la primera mención respecto al medio de comunicación utilizado para informarse 
sobre la campaña (P57.1) 
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Tabla 8
Posición política y medio preferido para informarse sobre elecciones (%)
Utilizando una escala de 1 a 10, donde 1 representa más de izquierda  y 10 más de derecha, ¿en qué posi-
ción se ubicaría usted? Izquierda (1-3), centro (4-7), derecha (8-10)

*p<0,05. Chi cuadrado de Pearson: 37,204; sig.: 0,000. 
Fuente: Encuesta Nacional UDP 2009.

Tabla 9
Nivel educacional y medio preferido para informarse sobre elecciones (%)

*p<0,05. Chi cuadrado de Pearson: 93,302; sig.: 0,000. 
Fuente: Encuesta Nacional UDP 2009.

El caso de internet es distinto, si bien el segmento de personas que utilizan la red 
como principal fuente de información política comparte con los lectores de prensa 
escrita tener un mayor nivel educacional y contar con una fuerte presencia de per-
sonas de los sectores medio-altos, su perfil etario y religioso es completamente dis-
tinto. Se trata de un grupo en que predominan los jóvenes y en que existe la menor 
cantidad de personas que profesan una religión, en comparación a los otros medios 
analizados. 

Tabla 10
Religión y medio preferido para informarse sobre elecciones (%)

*p<0,05. Chi cuadrado de Pearson: 50,235; sig.: 0,006.  
Fuente: Encuesta Nacional UDP 2009.



57

4. Las distancias entre inscritos y no inscritos

Los procesos electorales chilenos han ido acumulando un porcentaje importante de 
votantes que no se acerca a sufragar o que ni siquiera se ha inscrito en los registros 
electorales. La cifra alcanzó –para la primera vuelta de la última elección presiden-
cial– a 4.958.515 personas (Servel, 2009; INE, 2009). Es decir, un 40,7% de la po-
blación con 18 años o más que se encuentra habilitada para votar se excusa de hacerlo 
o simplemente no tiene ni un interés de participar en el proceso electoral. De esta 
cifra, la mayor parte está compuesta por personas que han optado por no inscribirse 
en los registros electorales. De hecho, actualmente 3.895.217 personas mayores de 
18 años no forman parte del padrón electoral, lo que corresponde a 32% de la pobla-
ción en edad de votar (Servel, 2009; INE, 2009). 

El amplio consenso político que existe en el país respecto a terminar con el sistema 
de inscripción actual y hacer automático el ingreso al padrón de toda la población 
mayor de 18 años, hace de sumo interés analizar si el consumo de noticias sobre la 
última campaña registró diferencias entre los inscritos y no inscritos. Probablemente 
a partir de los próximos comicios esa separación ya no existirá y los actores políticos 
tendrán un fuerte incentivo para buscar que sus mensajes lleguen al segmento que 
hasta ahora no participa. La experiencia internacional muestra que esto se puede 
traducir en nuevas formas de usar los medios en las campañas para contactar a la 
población más joven.  

De acuerdo a la Encuesta Nacional UDP 2009, el comportamiento frente a los me-
dios de los no inscritos es diferente al de los inscritos, pero mucho menos de lo que 
se podría suponer. Ambos grupos no se diferencian en nada sobre el orden de la 
fuente que eligen para informarse: TV, radio, diarios e internet. La diferencia es más 
marcada en los porcentajes de penetración de cada medio. Mientras el 67,8% de los 
inscritos elige como primera o segunda opción la TV, entre los no inscritos la cifra 
llega a 57,6%. En internet, la diferencia no es estadísticamente significativa  (2,8% 
en inscritos versus 3,2% en no inscritos). La mayor diferencia, como también parece 
esperable, se encuentra en la categoría de los que deciden no informarse, sustancial-
mente más alta entre los no inscritos.   

Tabla 11
Inscritos/no inscritos y forma de informarse sobre la campaña (%)
Para emitir su voto en el mes de diciembre, ¿de qué forma usted se ha informado preferentemente para 
tener una mejor idea sobre los candidatos y sus programas (primera mención)?

*p<0,05. Chi cuadrado de Pearson: 70,152; sig.: 0,000. 
Fuente: Encuesta Nacional UDP 2009.
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Donde sí se encuentran diferencias mayores entre inscritos y no inscritos es al revisar 
el consumo diario que efectúan de los distintos medios de comunicación. La prin-
cipal brecha se observa al analizar el uso de internet, que es mucho más frecuente 
entre la población no inscrita, compuesta principalmente por jóvenes4 (Tabla 12). En 
tanto, los consumos de radio y televisión no muestran grandes diferencias entre los 
dos grupos, y la lectura de diarios es más frecuente entre los inscritos. 

Tabla 12
Inscritos/no inscritos y consumo de internet (%)

*p<0,05. Chi cuadrado de Pearson: 78,233; sig.:0,000. 
Fuente: Encuesta Nacional UDP 2009.

Las explicaciones para la debilidad de internet como instrumento de información 
electoral y político, en comparación con otros países como Estados Unidos, están bá-
sicamente en la profundidad que ha alcanzado la penetración de internet en EE.UU. 
y en las características del sistema electoral. Dos elementos que cambiarán en Chile 
durante los próximos años, ya que se prevé que el número de conexiones irá en au-
mento y que se modificará el sistema de inscripción electoral, pasando a un mecanis-
mo de inscripción automática y voto voluntario. 

5. Conclusiones

Los datos de la Encuesta Nacional UDP 2009 muestran que los medios de comuni-
cación son la principal fuente de información política de la ciudadanía, siendo la TV 
el referente más importante e internet el de menor importancia.

También es posible constatar que entre los ciudadanos que se informan de las campa-
ñas a través de los medios hay una mayor participación, en comparación al total de la 
población, de los sectores de altos ingresos y del grupo entre 46 y 60 años.

Existen importantes diferencias que se perciben en la manera de informarse sobre las 
campañas entre la población de Chile y Estados Unidos A pesar de que en ambos la 
TV reina como medio de información política, en Chile internet ocupa posiciones 
de retaguardia, lejanas a su nivel de penetración, que llega casi a la mitad de la pobla-
ción, incluso considerando que el país tiene uno de los más altos índices de uso de 
redes sociales per cápita.

En Chile, mientras la TV tiene una audiencia que, a grandes rasgos, reproduce las 
características de la población general, los seguidores de los otros medios presentan 
particularidades. La audiencia de la radio, en comparación al total de la población, 
es mayor en el grupo entre 46 y 60 años y menor entre los jóvenes (18-29 años). Los 
diarios son más consumidos por los sectores de altos ingresos, con mayores niveles 
de educación y con posiciones políticas definidas. Finalmente, internet es más utili-
zada por los jóvenes, las personas de ingresos medio-altos y aquellos que no profesan 
ninguna religión.

4 De las 3.895.217 personas mayores de 18 años que no están actualmente inscritas, el 65,8% (2.561.686) tiene entre 18 y 29 años 
(Servel, 2009; INE, 2009).
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Dado el cambio que se espera en el padrón electoral chileno, de aprobarse la ley de 
inscripción automática y voto voluntario, podrían ingresar cerca de 4 millones de 
nuevos electores, en su mayoría jóvenes, al padrón. Como muestra la Encuesta Na-
cional UDP 2009, el consumo de internet de los no inscritos es significativamente 
más alto que el del resto de la población. 

Considerando la tendencia que se aprecia en EE.UU., en el futuro podría anticiparse que 
la TV no perderá su supremacía como principal fuente de información y que internet 
logrará presencia creciente, capturando una audiencia joven y con alto interés político.

Los desafíos para los actores políticos y los medios no sólo están en la incorporación 
de nuevos votantes (audiencias), sino en el uso de herramientas tecnológicas para la 
participación y el acceso a información clave para la construcción de una democracia 
más activa y deliberativa. 
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Opinión pública y derechos 
humanos en Chile
Cath Collins

En 2009, por primera vez, la Encuesta Nacional UDP incluyó un módulo de pre-
guntas relacionadas con opiniones sobre las violaciones a  los derechos humanos 
cometidas en tiempos de la dictadura chilena de 1973 a 1990, y los resultados encie-
rran algunas sorpresas o aparentes contradicciones. Entre las sorpresas, por lo menos 
para esta autora, está la de que la gran mayoría de los encuestados se declaran a favor 
de los derechos humanos como principio, y hasta declaran –en un 71,8%– que las 
violaciones a estos derechos ocurridos en 1973 “no se justifican”.  Esta opinión parece 
ser mayoritaria en todos los sectores, sin importar la autoidentificación política. Si 
bien es más frecuente entre los que se identificaban con los candidatos presidenciales 
de izquierda o de centro, no cayó bajo el 50% en ningún segmento de intención de 
voto.1  

Son resultados que podrían ser considerados alentadores para los que estiman que 
una “cultura de los derechos humanos” y de respeto a éstos es un componente esen-
cial de una democracia moderna. Al parecer, existen por lo menos los inicios en Chile 
de una transversalidad donde el respeto por los derechos humanos adquiere la cate-
goría de una especie de acuerdo mínimo ético, unas reglas inquebrantables del juego 
aceptadas por todos los “jugadores” o, por lo menos, por gran parte de la ciudadanía. 
¿Será entonces que en Chile los derechos humanos están dejando finalmente de ser 
vistos como algo de propiedad ideológica, en que las opiniones personales son deter-
minadas sobre todo por afiliación política?   

Gráfico 1
¿Con cuál de las siguientes dos afirmaciones usted se considera más de acuerdo? (%)

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.

1 Entre votantes expresando una preferencia para Piñera, la cifra fue 61,1%.  

71,8%

16,6%
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Gráfico 2
% menciones para “en 1973 no se justificaba violar los derechos humanos bajo nin-
guna circunstancia”, según intención de voto en primera vuelta (sólo inscritos).

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.

Al mismo tiempo, se deben subrayar las aparentes tensiones o contradicciones que 
los resultados encierran, así como, por ejemplo, que si bien cerca de un 60% de los 
encuestados cree que hay que seguir con los actuales juicios contra los que violaron 
los derechos humanos en tiempos de la dictadura, un número casi igual opina que 
los mismos juicios “solo ayudan a aumentar el odio”. Implica que al menos 10%, y 
probablemente más, de las personas encuestadas cree al mismo tiempo que hay que 
seguir con los juicios y que ellos producen odio.  

Sin embargo, se requeriría matizar este resultado para abarcar todas las posibles for-
mas de interpretarlo. Ya que el término “odio” no fue de elección espontánea por 
parte de los entrevistados, sino que venía ya incluido en la pregunta; asentir a él, a 
pesar de lo “cargado” del lenguaje, era la única herramienta disponible para el en-
cuestado que quería señalar que los juicios provocan disenso o desacuerdo, o abren 
brechas sociales entre una versión y otra sobre el qué y el por qué de los crímenes del 
pasado. Esa generación de desacuerdo, o de versiones en pugna, podría ser vista por 
el mismo encuestado como algo negativo o bien como algo bueno y necesario. En-
tonces, al interpretar este resultado en particular, hay que tener cuidado de no caer en 
una preferencia predeterminada hacia la noción de la democracia como convivencia 
pacífica y la ausencia de debate, diferencias y tensiones. La noción de que el máximo 
valor social reside en la existencia de acuerdos y/o la ausencia de conflictos abiertos 
es en sí una construcción social de particular potencia en Chile, pero que podría per-
fectamente ser un legado más del período autoritario. Es decir, que los juicios traigan 
conflicto podría ser visto como bueno o malo por el mismo encuestado según crea 
que esos conflictos son necesarios, útiles, generadores de cambios necesarios.

85,4% 81,2%

61,1%

94,3%
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Gráfico 3
En Chile se ha discutido una serie de opciones para resolver el tema de las violaciones 
a los derechos humanos durante el gobierno de Pinochet. ¿Con cuál de las siguientes 
opciones usted se considera más de acuerdo? (%)

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.

Gráfico 4
¿Está usted de acuerdo o en desacuerdo con la siguiente afirmación: “Juzgar a los 
responsables de las violaciones a los DD.HH. sólo ayuda a aumentar el odio entre 
los chilenos”? (%)

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.

¿Una cultura de derechos humanos o una cultura de lo “políticamente 
correcto”?

A poco tiempo de la publicación de la encuesta, el Observatorio de Derechos Hu-
manos del ICSO –un proyecto enfocado en los actuales juicios por violaciones a los 
derechos humanos en el pasado– convocó a un focus group de personas relacionadas 
con el mundo de la defensa de estos principios para escuchar sus reacciones y expli-
caciones de los resultados globales iniciales de la encuesta en lo concerniente al tema. 
Hay que decir que sus interpretaciones de las aparentes contradicciones inclinaban 
hacia el lado más bien pesimista, optando por creer que las “declaraciones de prin-
cipios” a favor de los derechos humanos eran en gran medida vacío de contenido, y 
que cederían siempre ante la tentación de expresar una opinión menos “garantista” 
frente a una situacion concreta, como por ejemplo el tema de la delincuencia y la 
conveniencia de adoptar politicas de “tolerancia cero” o “mano dura” contra los con-
ciudadanos a los que se les imputen la comisión de algun delito.

58,1%

8,0%

33,9%

%

%
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Se sugirió incluso que los chilenos solamente habían aprendido en los últimos tiem-
pos a ser “más políticamente correctos” en cuanto a sus opiniones sobre los derechos 
humanos, dado que presentaban un alto nivel de abstracción. Ha llegado a ser, para 
esos comentaristas, de rigor defender –o por lo menos no oponerse abiertamente– al 
principio de que los derechos humanos, lo que confirmaría la opinión mayoritaria 
asociada a que ellos deberían haber sido respetados durante el golpe de 1973 y la 
dictadura que le siguió, sin necesariamente extrapolar ese mismo principio hacia el 
trato social que debería primar en tiempos actuales.  

En este escenario, aceptar que violaciones flagrantes y masivas de derechos humanos 
por  parte del Estado son condenables no significa necesariamente que violaciones 
“menores” o más individualizadas de estos mismos derechos hoy tambien lo sean. 
Es decir, aquí se reproduciría la notable tendencia en Chile de asignar al término 
“derechos humanos” un solo significado relacionado con tiempos de dictadura. De 
acuerdo a esta lógica, el problema de los detenidos desparecidos correspondería a un 
tema de derechos humanos, pero los problemas de la delincuencia, o bien del trato 
estatal hacia las comunidades indigenas, no lo serían, y por tanto sles corresponde-
rían otros parámetros.

Para una futura versión de la encuesta sería interesante explorar este planteamiento, 
incorporando más preguntas que busquen elucidar y comparar las opiniones de una 
misma persona frente a un rango de temas, actuales o más históricos, que podrían 
clasificarse como problemáticas sociales que encierran dilemas relacionados con la 
aplicación o no de una consistente creencia de que los derechos humanos de las per-
sonas son inherentes y no negociables, independientemente del contexto específico. 
Por el momento, con respecto a la interpretación aparentemente pesimista de que 
los chilenos en el 2009 “sólo están siendo políticamente correctos” en sus opiniones 
sobre las mencionadas violaciones en tiempos de dictadura, ha de observarse que eso 
en sí podría representar un cambio cultural importante y de bastante reciente data. 
¿Desde cuándo ha sido considerado mayoritariamente “políticamente correcto” en 
Chile expresar opiniones a favor de los derechos humanos? Más bien se percibía, 
hasta hace poco tiempo, una separación binaria en que la izquierda –particularmente 
la extraparlamentaria– se había abanderado con el tema, mientras la derecha lo había 
rechazado o resistido. Si bien aún hay rastros de este patrón en las leves diferencias 
en opinión según intención expresada de voto, podemos por lo menos aventurar la 
hipótesis de que esta tradicional brecha se está cerrando.

Patrones en las opiniones de la población actual: cuatro grupos o tendencias
Figura 1
Tipología de opiniones sobre derechos humanos

   

Este perfil  fue construido con las técnicas estadísticas de análisis de correspondencia múltiple y análisis de conglomerados.
Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.
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Figura 2
Perfil del encuestado pro derechos humanos (está en desacuerdo con las violaciones 
a los derechos humanos)

 
Este perfil  fue construido con las técnicas estadísticas de análisis de correspondencia múltiple y análisis de conglomerados.
Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009. 

Además, una lectura cuidadosa de los resultados de la encuesta actual, si bien se 
restringen fundamentalmente al ámbito de violaciones a los derechos humanos co-
metidos en el contexto de la dictadura, demuestra poca evidencia de un patrón en 
que una misma persona cae en contradicciones internas, expresando opiniones pro 
derechos humanos en algunos temas y contrarios en otros casos.  

De hecho, los encuestados muestran más bien altos niveles de coherencia en el “set” 
de sus respuestas, y entonces la diversidad de opiniones expresadas se debe no a 
una generalizada “disonancia cognitiva”, sino a la presencia de por lo menos cua-
tro identificables perfiles. Uno, el mayoritario, contesta de una forma que podría 
interpretarse como básicamente “pro derechos humanos”. Suma el 66% de los que 
respondieron la encuesta, y desde el punto de vista demográfico en ese grupo están 
levemente “sobrerrepresentados” en comparación con otros grupos, los hombres de 
30 a 45 años de edad. El grupo al otro extremo del espectro contiene a personas que 
en forma consistente justifican y defienden las violaciones a los derechos humanos 
cometidas en 1973, así como las acciones personales de Pinochet y de los civiles de 
su régimen. Hay pocas características sociodemográficas identificables de este gru-
po, más allá de una edad que varía entre los 46 y los 60 años. Es el segundo grupo 
más numeroso, que no obstante no reúne más de un 15,1% de los encuestados y 
es entonces mucho más pequeño que su contraparte, los “pro derechos humanos”. 
Completan el espectro de clasificaciones los “indecisos”, que contestan “no sé” o sim-
plemente se niegan a responder las preguntas sobre el tema; y un cuarto grupo que no 
sabe o no contesta excepto para afirmar la idea de que hay que dar vuelta la página de 
los temas de tiempos de dictadura. De nuevo, hay varias posibles interpretaciones de 
la noción de dar vuelta la página: no sabemos si aquella actitud se sustenta con o sin 
juicios, porque nunca hubo violaciones o bien porque en opinión del encuestado ha 
pasado suficiente tiempo como para que este tema se cierre. Es probable también que 
este cuarto perfil incluya a personas que más bien temen las posibles consecuencias 
políticas o sociales de una “reirrupción” del tema. En todo caso, en ningún momento 
supera el 20% la adhesión a la opción de respuesta más claramente “anti derechos 
humanos” a una pregunta individual, lo cual resta fuerza a la afirmación de que sean 
muchos los chilenos que están “cuidando su imagen”, con una respuesta abstracta 
pro derechos humanos para luego revelarse más negativos hacia ello en función del 
tema de crímenes de la dictadura, quizás la expresión concreta más emblemática para 
el pueblo chileno de lo que significan los derechos humanos.  
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Gráfico 5
¿Está usted de acuerdo o en desacuerdo con la siguiente afirmación: “Chile requiere 
dar vuelta la página en el tema de los DD.HH. y mirar hacia el futuro”? (%)

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.

Gráfico 6
Tomando en cuenta el alcance de las violaciones a los derechos humanos cometidos 
en Chile durante el régimen militar, ¿cree usted que el actual número de condenados 
es muy bajo, muy alto o correcto? (%)

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.

¿Como medimos actitudes sobre los derechos humanos “en general”?

En esto, por supuesto, volvemos a toparnos el notable “reduccionismo” que ha im-
perado en las percepciones sociales en que los derechos humanos no son más que un 
código por la violencia política desatada durante el golpe de 1973 y sus secuelas. La 
encuesta no supera del todo este problema, y para poder decir más sobre la consis-
tencia, coherencia o falta de ella de las personas encuestadas en sus opiniones sobre 
distintos ámbitos de los derechos humanos sería sin duda necesario abrir el módulo 
a temas como los de género o de derechos indígenas, que tradicional pero errónea-
mente en Chile han sido abordados desde la dimensión de la “ciudadanía”. El único 
tema no relacionado con la dictadura abordada en esta sección de la encuesta es el de 
la seguridad, a través de unas preguntas diseñadas para revelar la opinión de la per-
sona sobre el correcto actuar policial frente a una persona que se sospecha de ocultar 
informacion y/o de ser responsable de algún delito.  

24,4%

7,3%

68,3%

44,1%

7,9%

19,0%
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Pero no está del todo claro que ese campo sería el ideal para medir adhesión a los 
principios generales de los derechos humanos. Eso porque ya sabemos que el exagera-
do temor a la delincuencia en Chile –donde las percepciones de inseguridad superan 
con creces las reales probabilidades de que esto ocurra– opera como un factor dis-
torsionador de opiniones en esta área.  También es común que, independientemente 
de la real situación o experiencia del sistema de justicia de la persona consultada, al 
preguntarle qué debería pasar con una persona buscada por la justicia, se interpreta 
la situación como un caso del “yo” como víctima u ofendido, o cuando menos como 
espectador, frente al “otro”, que no soy yo ni podría serlo. Muy pocas veces el en-
cuestado se identifica en el lugar del buscado o acusado, ni siquiera con el supuesto 
de que éste puede haber sido acusado en forma injusta. Si buscamos entonces formas 
de saber si las actitudes de una persona hacia las violaciones del pasado son homo-
logables a las actitudes que tiene sobre otras áreas de los derechos humanos, habría 
que ampliar el campo de temas de esas “preguntas control”. Sería ideal enfrentar a 
los entrevistados con situaciones en que claramente el encuestado es poseedor de un 
derecho que podría ser vulnerado, y no simplemente un evaluador pasivo de lo que 
el Estado debería poder hacer o no con el “otro”. En el fondo lo que se quiere saber 
es si las personas en Chile entienden o no los derechos humanos en su correcta in-
terpretación en democracia: como una protección mínima o básica que se interpone 
entre el individuo y el libre actuar de las autoridades.

Gráfico 7
¿Está usted de acuerdo o en desacuerdo con cada una de las siguiente frases que le voy 
a leer? (% menciones de acuerdo)

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.

Una mirada a lo largo del tiempo: ¿han cambiado las opiniones en Chile 
sobre las violaciones a los derechos humanos del pasado?

Lo que la actual encuesta nos ofrece con respecto a las violaciones del pasado es una 
serie de once preguntas que miden el conocimiento y las preferencias de las personas 
en temas como la responsabilidad que atribuyen a distintos actores, las formas en que 
hasta el momento se ha abordado el tema, y su actitud en cuanto a la reciente y larga-
mente postergada persecución penal de individuos responsables de las violaciones más 
flagrantes.  

25,2% 24,9%



68

Aquí, y en particular con preguntas sobre si Pinochet sabía desde siempre de las viola-
ciones, o si los civiles partícipes de su gobierno comparten responsabilidades, sería muy 
interesante (aunque imposible) abordar una máquina del tiempo para poder hacer esas 
mismas preguntas en 1998, en 2004 y en la actualidad. Sólo a partir de ese ejercicio se 
podría saber si las políticas públicas y judiciales más recientes han tenido o no impacto 
medible sobre las opiniones del público en esta materia. Resulta un tanto frustrante no 
poder saber, por ejemplo, si las opiniones de las personas respecto a las responsabilida-
des individuales de Pinochet han cambiado en forma sustancial como consecuencia de 
su arresto en Londres, su desafuero en Chile, las revelaciones de sus cuentas bancarias 
secretas en el Banco Riggs en Estados Unidos y/o su muerte en 2006 bajo investigación 
por crímenes que incluían tortura, homicidio y fraude. También sería útil poder saber 
si la Mesa de Diálogo, el Informe Valech, la polémica sobre los “falsos” detenidos des-
aparecidos o las iniciativas de la ex Presidenta Bachelet en memorialización han tenido 
algun impacto estadísticamente significativo en cómo los chilenos piensan su pasado 
reciente.  

Para ello, si bien en el plano metodológico lo ideal ya no es posible, ya que se hubiese 
requerido una medición de cambios frente a las mismas formulaciones de las mismas 
preguntas antes y después de los hechos mencionados, sí existe material de interes en 
los trabajos anteriores realizados por otras instituciones. Se destaca entre ellos el meti-
culoso trabajo de CERC desde los años 90, los resultados del cual están plasmados en 
los informes periódicos que publica en www.cerc.cl, así como en los libros Chile: un 
país dividido (Carlos Huneeus, 2003, Santiago: Catalonia) e Instituciones cautivas (Fe-
lipe Agüero, Claudio Fuentes y Augusto Varas, 2008, Santiago: Catalonia y FLACSO-
Chile). Este último compara la percepción de la opinión pública en un mismo set 
de preguntas al inicio de la transición (1991) y en 2007. Permite por tanto abordar 
en forma comparada el cambio de actitudes en temas asociados a responsabilidades 
institucionales y personales por los crímenes cometidos en dictadura. Por otro lado, la 
encuesta telefónica realizada a 400 personas en diciembre de 2004 por la Fundación 
Futuro 2 muestra una fotografía de opiniones y conocimiento en un determinado mo-
mento de la historia nacional, buscando recoger reacciones de la ciudadanía frente a la 
publicación del Informe final de la Comisión Valech, sobre prisión política y tortura, 
así como el anuncio del entonces Presidente Lagos de una nueva propuesta de política 
en derechos humanos que incluía la convocatoria de dicha comisión.  

Si bien esa encuesta no permite medir en forma cuantitativa posibles cambios en opi-
niones en el 2004 con respecto a fechas anteriores, sí permitía a las personas declarar 
si estimaban que sus opiniones habían cambiado como producto de la publicación 
del Informe Valech. En ella leemos, por ejemplo, que el 74% “aprueba” el Informe, 
mientras un 15% lo “rechaza”, y que de los que se han informado en algún nivel de 
detalle sobre su contenido una gran mayoría (86%) cree en la veracidad de los relatos 
de tortura que contiene. Si bien se le atribuye al gobierno militar, al poder judicial y a 
la DINA y la CNI la mayor parte de la responsabilidad por atentados contra la defensa 
de los derechos humanos durante la dictadura, los civiles con altos cargos públicos en 
ese entonces también son altamente criticados y el 76% de los encuestados estima que 
sabían en el momento que la tortura estaba siendo practicada en forma sistemática por 
el régimen. Se apoya mayoritariamente, en un 74%, la difusión y debate del contenido 
del Informe en colegios y universidades, si bien un significativo 22% se opone derecha-
mente a esa difusión. Quizás el dato más interesante es que solamente un 54% de los 
encuestados indica haber creído en la veracidad del Informe Rettig cuando éste fue pu-
blicado en 1991. (Una baja de más de 20%, como podemos percibir arriba, con respec-
to a los niveles de aceptación de la veracidad del Informe Valech, trece años después). 

2 Disponible previa inscripción gratuita en el sitio web www.fundacionfuturo.cl, sección banco de encuestas.
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Las respuestas, pregunta por pregunta, a la Encuesta Nacional UDP 2009

De las preguntas existentes, hay algunas que claramente demandarían una mayor 
profundización para hacerlas más interesantes. Una de ellas se cuestiona sobre si las 
personas perciben a Chile como un país dividido o unido, lo que requeriría una pre-
gunta suplementaria que va a las bases o definiciones para la expresión de una u otra 
de las dos posibles respuestas. Unido o dividido, ¿con respecto a qué? De contar con 
algo más de información sobre la forma de aplicación del segmento y la secuencia de 
las preguntas, podremos por lo menos distinguir si es probable que las personas ha-
yan o no interpretado la pregunta en el contexto de lo que sigue, es decir, opiniones 
sobre las violaciones de los derechos humanos en tiempos de la dictadura. Tal como 
está presentado en este momento, sería poco aconsejable relacionarlo demasiado de 
cerca con el resto del módulo. La otra pregunta que requerería mayor indagación 
y seguimiento es la que pide expresar acuerdo o desacuerdo con la necesidad de 
“dar vuelta la página” en materia de derechos humanos del pasado por las razones 
expresadas más arriba. ¿Vuelta con o sin Mesa de Diálogo?, ¿vuelta de página con o 
sin reconocimiento de responsabilidades y políticas adicionales en verdad, justicia y 
reparación?

Gráfico 8
Pensando en Chile, ¿cree usted que nuestro país es una nación unida o una nación 
dividida? (%)

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.

Dos preguntas sobre la asignación de responsabilidades por las violaciones recono-
cidas son contundentes en señalar que para tres cuartos de los encuestados los tradi-
cionales argumentos del “nadie supo” han perdido toda credibilidad. Las personas sí 
creen, en una sugerente mayoría, que tanto Pinochet como sus colaboradores civiles 
comulgaban con el uso de la represión como una política sistemática durante el go-
bierno militar. Un tanto menos, pero convincente, 62,5%, todavía traza una línea 
directa entre instituciones actuales y sus encarnaciones anteriores al opinar que las 
fuerzas armadas hoy manejan la información necesaria para la localización de las más 
de mil personas aún desaparecidas en Chile producto de la política represiva de los 
años 70 y 80.

59,9%

37,6%
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Gráfico 9
¿Está usted de acuerdo o en desacuerdo con las siguientes afirmaciones? (%)

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Nacional UDP 2009.

Una posterior secuencia de preguntas apunta a acciones institucionales en materia 
de justicia más que de verdad. En ellas sería de interés tratar quizás de acercarnos a 
la hipótesis muchas veces barajada en torno al actuar reciente de las cortes, la cual 
sería en parte motivada por un deseo de “restituir” actitudes negligentes o incluso 
colusivas de antaño.  

Es difícil dar con la fórmula exacta para esto, pero algo que apunta a establecer si las 
personas estiman más, o bien menos, a los tribunales en función a su actuar protagó-
nico en los juicios recientes sería de gran interés para un análisis de las consecuencias 
para la institucionalidad democrática, y la reforma del Estado, de la “justicia tardía” 
que Chile esta viviendo en forma casi única dentro de la región. En países vecinos la 
judicialización de este tema ha sido apoyada, cuando no impulsada, por el Ejecutivo, 
y en un país con fuertes rasgos de “legalismo” como Chile es interesante preguntarse 
si no tendrá más peso el hecho de que los tribunales al parecer han excedido al Ejecu-
tivo últimamente en sus celos por perseguir responsabilidades directas por crímenes 
del pasado.    

El valor de la “verdad social”, y las fuentes consideradas constitutivas de ella, tam-
bién surge como una de las preguntas de mayor transcendencia relevadas por el trato 
de este tema tan particular. En Chile, mucho más que en otros países con pasados 
similares, la “simple” verdad en lo que se refiere a los datos y hechos de la represión 
ha sido acumulada y revelada siempre a través del meticuloso trabajo de la Vicaría 
de la Solidaridad e instituciones similares de prestigio internacional. Esta verdad fue 
recogida, pulida y de alguna forma “validada” por las instancias oficiales de las Comi-
siones Rettig y Valech; no obstante, en función a cada una vimos una notable, si bien 
descendente, tendencia al rechazo y la discrepancia de parte de instituciones sociales 
significativas, entre ellas los mismos tribunales de justicia. Los chilenos, republicanos 
y legalistas como son, ¿le creen más a un tribunal que a un político o un familiar 
cuando éste declare que Eduardo Frei Montalva fue asesinado, o que las “muertes en 
enfrentamientos” de la década de los 1980 no fueron tales?  

76,1% 75,4%

10,3%
14,4%

62,5%

17,9% 19,6%

9,2%
14,7%
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Aquí estamos en el terreno de una evaluación de nada menos que de las formas y 
fuentes de la constitución de una “verdad social” en su mínima expresión, la creación 
de un cuasi consenso sobre un núcleo de ciertos hechos. Esto sí pasó, esto otro no; y 
como consecuencia del gradual asentamiento de verdades generalmente reconocidas 
se reduce lo que Michael Ignatieff ha denominado el “espacio para la negación jus-
tificable”. El aporte relativo que pueden hacer los testimonios “privados”, ejercicios 
estatales en verdad, y juicios que implican la presentación y evaluación de evidencia 
probatoria a esta tarea es una agenda investigativa de cierta urgencia y relevancia más 
allá de las fronteras de Chile. Es una tarea sociopolítica compleja y cualitativa, en la 
cual trabajos como la actual encuesta funcionan más como elementos para la elabo-
ración y perfección de mapas de ruta que como respuesta definitiva. No obstante, el 
mapeo de la distancia recorrida posibilita una estimación de lo que queda por reco-
rrer, constituyendo uno de los mayores aportes que esta encuesta y futuras versiones 
de ella pueden realizar. 
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Ciudad y ciudadanía: ¿el barrio 
como factor de integración urbana?
felipe link / maría luisa méndez

Introducción

Durante los últimos años hemos presenciado en la ciudad de Santiago, y en otras 
ciudades del país, diversas acciones en defensa de la vida urbana, de una vida libre 
de contaminación, armónica, donde se conserve el patrimonio tangible e intangible, 
y, en términos más generales, en defensa del derecho a vivir la ciudad a una “escala 
humana”. Ejemplo de lo anterior son organizaciones como Defendamos la Ciudad 
(1997), que promueve una ética del quehacer urbano, es decir una cultura de la ciudad 
inspirada en principios solidarios de convivencia social, o las agrupaciones Vecinos 
por la Defensa del Barrio Yungay (2007) y la Asociación Chilena de Barrios y Zonas 
Patrimoniales (2009), que buscan proteger el patrimonio material e inmaterial de la 
“depredación inmobiliaria”, o la ONG Ciudad Viva, que promueve espacios públi-
cos y transporte sustentable, entre muchas otras. 

Adicionalmente, hemos visto acciones en favor del ejercicio ciudadano en temas de 
regulación urbanística a nivel local, como el plebiscito de Vitacura para votar la nor-
ma de construcción en altura, acciones de protesta en contra de la remodelación 
o destrucción de plazas y espacios públicos en Ñuñoa y Providencia, movimientos 
intercomunales organizados para frenar la instalación de industrias, plantas de trata-
miento de agua, centrales termoeléctricas, paso y construcción de carreteras urbanas, 
etcétera. Incluso, últimamente la opinión pública y los movimientos sociales se han 
manifestado en cuestiones estéticas y de imagen urbana, como en el caso de la opo-
sición al monumento a Juan Pablo II en Bellavista o los proyectos de remodelación 
y consiguiente destrucción de árboles y adoquines en Avenida Matta y Pedro de 
Valdivia, respectivamente. 

No sólo en Santiago se puede ver este tipo de ejemplos, sino prácticamente en todos 
los centros urbanos en proceso de metropolización. El debate en Valparaíso y su con-
dición de patrimonio de la humanidad es permanente; los proyectos de recuperación 
de la ribera norte del río Bio-Bío en Concepción aún generan una fuerte discusión 
pública, de la misma manera que la remodelación del borde costero en La Serena, la 
expansión urbana en Puerto Montt y la contaminación ambiental en Temuco, por 
mencionar algunos. 

Este escenario nos podría entregar un esperanzador diagnóstico respecto de la capa-
cidad de organización y vida cívica. Podríamos pensar que estamos ad portas de una 
revitalización de una relación estrecha entre barrio, comunidad, organización, ejerci-
cio de la ciudadanía y reivindicación de derechos urbanos (Borja y Muxi, 2003). En 
efecto, la imagen de la ciudad, como un conjunto de referencias físicas y simbólicas 
en diferentes escalas (Lynch, 1998), aparecería hoy día como un valor por el que se 
está dispuesto a luchar y por el que surgen una serie de organizaciones y reivindica-
ciones nuevas. 
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El argumento de este ensayo es que, si bien estamos frente a manifestaciones que res-
paldarían las hipótesis en torno a una mayor conciencia y demanda sobre el derecho 
a una mejor calidad de vida en la ciudad, queda aún un largo camino para poder 
afirmar una masificación de los valores asociados a dicha reivindicación, ya que una 
parte importante de la población es distante e incluso indiferente de estos temas. En 
efecto, los datos analizados en este artículo muestran que, aunque una parte impor-
tante de la población manifiesta interés por temas relativos a la vida urbana y local, 
no participan en actividades u organizaciones de carácter barrial o comunitario, pri-
vilegian la conectividad, localización y seguridad a las relaciones sociales en la elec-
ción residencial y, efectivamente, no muestran lazos fuertes en el entorno residencial. 
A pesar de lo anterior, este artículo reconoce las nuevas manifestaciones sociales en 
torno a temas de derechos a la ciudad. La propuesta central será que el fortaleci-
miento de la conciencia de justicia urbana y del carácter público y democrático del 
espacio entre los habitantes, así como la manifestación pública de quienes no tienen 
acceso a la ciudad, puede constituir efectivamente un primer paso en dirección a una 
estrategia política de recuperación del lugar (Mongin, 2006) integrando diferentes 
escalas y superando el anclaje nostálgico al barrio.

Los datos recogidos en la quinta Encuesta Nacional UDP que se comentarán en este 
ensayo se refieren a preguntas sobre aspectos irrenunciables referidos a la vida urba-
na, sentimientos y percepciones sobre la vida en la ciudad, uso de servicios urbanos 
y prácticas de participación ciudadana, principalmente a nivel barrial. Por lo tanto, 
se recoge la opinión de los encuestados en relación a su propia vida cotidiana en la 
ciudad, particularmente en torno a su experiencia local. 

Por otro lado, la discusión sobre los derechos a la ciudad necesariamente debe plan-
tearse preguntas acerca de las posibles diferencias entre la vida urbana y rural, y, sobre 
todo, acerca de las diferencias entre la vida de pequeña y gran ciudad, por lo cual 
este ensayo parte por mostrar diferencias o similitudes en torno a los temas de vida 
urbana en las ciudades de Chile, sean estas metropolitanas o intermedias. A conti-
nuación, se aborda la discusión sobre los temas de barrio y ejercicio de la ciudadanía, 
participación y experiencia barrial y local, para finalmente discutir algunas ideas en 
torno a la ciudad justa.

En un ánimo alentador, pero cauto, este ensayo intenta analizar algunos aspectos de 
la compleja relación entre ciudad y ciudadanía, tomando en cuenta un horizonte de 
justicia urbana y democracia en el uso del espacio.

Nuevos derechos urbanos: ¿cuestiones de país urbano o país 
metropolitano?

David Harvey (2009) ha señalado insistentemente que la idea de in/justicia urbana 
tiene que ser referida a los procesos de reproducción material de la sociedad en el 
espacio. Sin embargo, más allá de las características estructurales o productoras de 
equidad e inequidad, existe una serie de aspectos relacionados con las prácticas en 
el espacio urbano, vinculadas a la experiencia de ciudad y a determinados nuevos 
derechos urbanos en función de la vida cotidiana. En este sentido, Borja y Muxi 
(2003) identifican una serie interminable de eventuales derechos urbanos, como, por 
ejemplo, a la belleza, a la monumentalidad, a la identidad colectiva, a la movilidad, 
a un medio ambiente de calidad, etcétera. 

Desde el punto de vista de la opinión pública, y a partir de una primera revisión de 
los resultados de la Encuesta Nacional UDP 2009, vemos que de forma relativamente 
transversal en términos de edad, género y NSE, los aspectos consultados relativos a la 
vida urbana son muy importantes para la ciudadanía. En efecto, al consultar sobre los 
derechos irrenunciables en la opinión de los habitantes respecto de su propia vida en la 
ciudad, la distribución muestra que todas las categorías son valoradas y eventualmente 
reivindicadas. 
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Así, tenemos una opinión pública relativamente compartida respecto a estas cuestio-
nes. En efecto, hoy día parecen existir nuevas formas de diferenciación de la pobla-
ción, más allá de las clásicas dicotomías pueblo-ciudad, rico-pobre, profesional-no 
profesional, etcétera. La opinión pública parece ser más homogénea en cuanto a 
variables socio demográficas y parece segmentarse en función de otras variables más 
asociadas a principios, valores, costumbres, identidad o participación. Esto es así, 
tanto al caracterizar una intención de voto como al evaluar la opinión relativa al 
entorno urbano.

En efecto, en los últimos años, prácticamente todas las áreas urbanas de nuestro país 
han sufrido grandes transformaciones que nos llevan a entender el paso de un país 
urbano a un país metropolitano (Hidalgo, De Mattos, Arenas, 2009), lo que tiene 
consecuencias sobre la condición de la ciudad y las prácticas que se desarrollan en su 
interior, tendiendo a homologar los escenarios.
 
Así, la opinión de habitantes del Gran Santiago y de regiones es similar, por ejemplo, 
tanto en relación al uso de ciertos espacios como a la percepción de poder de decisión 
sobre el futuro del barrio, la comuna, etc. Hay aproximadamente un 35% que no 
cree poder decidir sobre su entorno, y un porcentaje creciente (35%, 55%, 65%) 
que no utiliza, o lo hace rara vez, los espacios públicos como plazas, parques, paseos 
peatonales, lugares de práctica de deportes y sedes comunitarias respectivamente.1 

Es decir, en función de estas y otras variables consultadas, no se refleja un habitante 
metropolitano extremadamente diferente, ni un modo de vida urbano muy distinto 
a la gran mayoría de los grandes centros urbanos del país. La clásica diferenciación 
de la sociología urbana, en relación con las consecuencias de la vida urbana sobre 
el individuo, parece no tener contraste, o bien habría que buscarlo en pequeños 
pueblos y localidades rurales para poder establecerlo. Las ciudades intermedias de 
nuestro país reflejan una condición urbana en proceso de metropolización que las 
hace equivalentes en cuanto a la opinión y valorización de la forma de vida en la ciu-
dad. Esto es así, incluso en relación con la percepción de seguridad en el barrio. Las 
ciudades regionales se equiparan al Gran Santiago en la distribución de impresiones, 
lo que refleja una similitud en las preocupaciones y actitudes del habitante urbano 
en general, independientemente de las diferencias reales, por ejemplo, en la cantidad 
de delitos cometidos en las grandes ciudades respecto de las pequeñas. En el Gran 
Santiago, un 27,7% dice sentirse inseguro o muy inseguro en el barrio, mientras en 
regiones el porcentaje es de un 25,3%. 

Por otra parte, la distribución de variables de caracterización, como por ejemplo el 
estado civil de la población, tampoco es muy distinta entre la capital y el resto de 
las ciudades, así como tampoco lo es la distribución de las respuestas en torno a pre-
guntas valóricas como el aborto o la píldora del día después, lo que refleja en cierta 
medida la generalización de un habitante y ciudadano urbano en proceso de metro-
1 Ver tablas con la distribución por edad, sexo, GSE y zona en Anexo 1.
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polización, independientemente de su entorno real. En el Gran Santiago un 9,8% 
declara ser conviviente, versus un 8,8% en regiones; un 4,9% dice estar separado, 
versus un 4,2% en regiones, etc. Así, un grado más o menos común de reflexividad 
en relación con la vida urbana de los ciudadanos parece ser un denominador común. 

Este argumento tiende a reforzar la idea que las diferencias habituales entre el habitante 
de la capital y el de la ciudad intermedia tradicional, se diluyen a favor de una forma 
global de enfrentar la vida en la ciudad. 

Barrio y ciudadanía

En este escenario, el barrio aparece como un posible elemento de caracterización y 
diferenciación importante. Específicamente, en función de las prácticas de partici-
pación de los habitantes, así como en relación a la valoración de ciertos aspectos del 
entorno más inmediato. 

Como se puede observar en la siguiente tabla, la valoración de la ubicación, como la 
respuesta más recurrente, refleja una forma de entender la vida urbana que subraya 
la importancia del lugar, de la conectividad y/o el aislamiento, según sea el caso, lo 
que tiene que ver con una conciencia de interdependencia de la localización y una 
posición en la ciudad que es valorada por sobre aspectos estáticos como el paisaje, los 
espacios públicos o incluso los vecinos. 

Cabe señalar, que tanto en esta respuesta como en las anteriores aparecen algunas 
diferencias en la distribución por nivel socioeconómico; sin embargo, a pesar de esas 
particularidades, el nivel socioeconómico no parece ser un factor fuerte de diferen-
ciación, como se argumentará más adelante. 

El barrio, asociado y valorado en un primer nivel a su localización parece ser lo 
más importante, seguido de la siempre presente valoración de seguridad. Los vecinos 
aparecen en tercer lugar, dando señales equívocas tanto de su relevancia como de su 
pérdida de interés. Es claro que los habitantes del barrio, en general, ya no parecen 
conformar una comunidad tradicional apoyada por fuertes vínculos familiares y de 
amistad. De hecho, cerca de un 70% de los encuestados señala que sus amigos y 
familiares no viven en el mismo barrio, lo que dificulta su organización y sin duda 
remite a múltiples vínculos débiles esparcidos por la ciudad (Ascher, 2001). 

A pesar de lo anterior, la gran mayoría (65,9%), en todas las categorías, no se cambia-
ría de barrio, mientras que un 73,1% dice sentirse seguro o muy seguro en él. 

Participación y apropiación del espacio local

Considerando la nueva condición del espacio urbano y la transformación en la va-
loración del barrio y su composición, se hace necesario observar la distribución con-
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junta de los datos,2 con el objetivo de distinguir percepciones y prácticas de apropia-
ción y participación de los habitantes en su entorno, más allá de la distribución de 
porcentajes en las respuestas individuales. Las diferencias internas muestran grupos 
bien diferenciados y ayudan a comprender mejor los procesos descritos, así como a 
elaborar posibles estrategias futuras. 

Como se puede observar en el gráfico, las variables de caracterización se distribuyen 
homogéneamente (se agrupan al centro) y no pueden ser asociadas como caracte-
rística central de ninguno de los cuatro grupos generados. Es decir, la forma que 
asume la diferenciación, en función de la participación y las prácticas de apropiación 
del espacio barrial, no puede ser suficientemente explicada por diferencias por sexo, 
edad, grupo socioeconómico ni zona urbana o rural. Como se mencionó más arriba, 
los habitantes parecen haber llegado a un nivel común de “metropolización” y pare-
cen distinguirse ahora en función de la forma como traducen y ponen en práctica su 
propia vida en la ciudad. 

En este sentido, el primer y mayor grupo3 (52%) corresponde en general a personas 
que nunca han realizado las actividades consultadas, es decir:

– nunca han participado de una reunión para tratar asuntos vecinales
– nunca han participado de las elecciones de junta de vecinos
– nunca han trabajado en algún proyecto comunitario
– nunca han participado de alguna organización comunitaria
– nunca han realizado alguna actividad deportiva junto a los vecinos
– nunca han hecho una donación al barrio 
– nunca han invitado o han sido invitados por algún vecino
 
Los integrantes de este grupo, además, no creen poder participar del futuro de su co-
muna ni de su barrio, y declaran no haber utilizado nunca los espacios públicos de su 
entorno. Son principalmente jóvenes y de grupos socioeconómicos medio y medio-
alto. Es decir, este tipo de habitante no tiene prácticamente ningún vínculo real con 
el barrio, entendido como un espacio colectivo, público y comunitario. Se trata de 
personas que han perdido, quizás definitivamente, la percepción de una condición 

2 Para esto se realizó un análisis factorial de correspondencias múltiples y clasificación, en función de las preguntas 81(1-6), 83 
(1-5), 84 (1-7) y 89 de la encuesta. Además, se incorporaron variables ilustrativas con el fin de caracterizar mejor cada grupo. Estas 
variables fueron: sexo, edad, GSE y zona (Gran Santiago, regiones). 
3 Ver detalle y características de los grupos en Anexo 2.
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urbana asociada a un espacio limitado y de prácticas infinitas (Mongin, 2006), y se 
caracterizan por una cotidianeidad que se desarrolla probablemente fuera del barrio 
y de manera muy segmentada. Es difícil pensar en un cierto tipo de activismo en los 
integrantes de este primer grupo en la ciudad. 

El segundo grupo identificado en el análisis de cluster y tipología corresponde a un 
pequeño pero significativo 5% de la población. Básicamente, este grupo tampoco 
tiene un espíritu de participación y uso del espacio. Sin embargo, podemos inferir 
que se debe a la exclusión y carencia de un entorno que permita el desarrollo de una 
ciudadanía más activa. A diferencia del grupo anterior, las respuestas características 
de este grupo no son “nunca” a la frecuencia de uso del barrio, sino, más bien, “no 
existe” la infraestructura, el equipamiento ni los servicios consultados. Es decir, se 
trata de un grupo de personas que no tiene las condiciones mínimas de inclusión a 
nivel material como para involucrarse en reivindicaciones urbanas. 

El tercer grupo concentra un 32% de los casos y corresponde a un tipo de ciudadano 
que no se compromete mayormente con el entorno, pero sí ha realizado alguna vez 
acciones relativas al barrio. Sí cree tener algún poder de decisión respecto del futuro 
del barrio y la comuna y valora a los vecinos y los espacios públicos como componen-
tes positivos del entorno. Es decir, se trata de un porcentaje importante de personas 
que puede ser convocado a participar y a recuperar el sentido de lugar en un contexto 
metropolitano. Se trata principalmente de personas del Gran Santiago. 

Finalmente, el último grupo caracterizado corresponde aproximadamente a un 10% 
de la población y se trata de un grupo activo y comprometido. Es probable que aquí 
se encuentren los integrantes de las organizaciones y manifestaciones descritas más 
arriba y que sean los encargados de reivindicar una nueva forma de ciudadanía ba-
sada en nuevos derechos urbanos. Este grupo declara realizar frecuentemente todas 
las actividades consultadas, así como ocupar “siempre” los espacios de su entorno. Sí 
creen tener poder de decisión sobre la comuna y el barrio y valoran los espacios pú-
blicos. Son principalmente personas mayores. Es decir, podríamos entender que este 
grupo corresponde a personas con una idea de ciudad y barrio anterior, que mantiene 
prácticas comunitarias difíciles de proyectar en un escenario metropolitano. Aun así, 
este grupo puede impulsar la participación del 32% anterior, con el objetivo de ac-
tualizar la forma de entender y llevar a la práctica el ejercicio de los nuevos derechos 
urbanos. 

La ciudad justa 

El ideal de ciudad justa, asociado a la actualización de la reivindicación del derecho 
a la ciudad, es un tema recurrente en la sociología urbana contemporánea (Marcuse, 
2009; Harvey, 2001; Fainstein, 2009). Sin embargo, se diluye al intentar, por un 
lado, operacionalizar la idea de justicia urbana y al incorporar una serie infinita de 
derechos (Borja y Muxi, 2003) que no son factibles de atribuir en la práctica a la 
ciudad, o bien, por otro lado, al considerar la ciudad como un escenario de dilemas 
de justicia en un nivel general, sin determinar el grado de influencia del espacio y el 
territorio en dicho dilema. 

En este sentido, la opinión de los encuestados parece apoyar una cierta idea general 
de ciudad como escenario irrenunciable de lo público, como un espacio democrático 
por derecho propio. Así al menos lo refleja el alto porcentaje de respuestas positivas 
ante las preguntas relativas a la pertenencia y el derecho de los habitantes sobre el 
espacio urbano, como se puede observar en los siguientes gráficos.
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Evidentemente, existe un porcentaje importante, en torno al 25%, principalmente 
en los sectores socioeconómicos más bajos, que no está de acuerdo con las preguntas 
planteadas y, como vimos en el análisis de tipologías, corresponde a una población 
que podemos entender como excluida del derecho a la ciudad. 

La idea y posibilidad de constitución de una ciudad justa pasa necesariamente por la 
articulación y masificación de movimientos sociales urbanos con poder de decisión 
en la forma que asume el desarrollo urbano. El proceso de metropolización de nues-
tras ciudades demuestra diariamente la infinidad de conflictos que surgen en diferen-
tes ámbitos de la vida urbana, como vivienda, medio ambiente, estilo de vida, entre 
otros. Por lo tanto, el bajo nivel de  participación ciudadana no refleja la contingencia 
del conflicto. Si bien varían según su contenido, es probable que todos los habitantes 
sean testigos y vecinos de un conflicto urbano que puede tener consecuencias sobre 
su propia vida en la ciudad. 

Conclusiones

A modo de conclusión, y siguiendo a Hidalgo, De Mattos y Arenas (2009), podría-
mos confirmar que estamos frente a una incipiente transición desde un país urbano 
a uno metropolitano, en donde los temas de ciudad son cada vez más afines entre 
ciudades metropolitanas y ciudades intermedias. Dentro de este proceso de “metro-
polización”, lo que estaría mostrando diferencias es la forma como los individuos 
traducen y ponen en práctica su propia vida en la ciudad.

También, podemos ver la creciente aparición de agrupaciones y movimiento en de-
fensa de ciertos derechos a la ciudad. Al mismo tiempo, vemos que la opinión públi-



82

ca manifiesta de forma transversal un gran interés en algunos temas de vida urbana 
como: seguridad, medioambiente,  conectividad, entre otros. 

Sin embargo, los datos también sugieren mirar con cuidado las reivindicaciones que 
se hacen y las expectativas que se tienen de la vida local y barrial. Así, si bien vemos 
ciertas manifestaciones y una opinión pública transversalmente interesada en algunos 
temas de ciudad, queda aún un largo camino para poder afirmar una masificación de 
la demanda de derechos a la ciudad. 

Los datos analizados en este artículo muestran una mayoría de la población más bien 
apática e individualizada en relación a los conflictos urbanos, reflejando en alguna 
medida lo que algunos autores han caracterizado como un proceso de fragmentación, 
multiplicación y deslocalización de los vínculos de relaciones en la ciudad (Ascher, 
2001). En este sentido, el nuevo habitante estaría en una lógica de ocupación del 
espacio fragmentada e hipertextual, donde el ejercicio de ciudadanía respondería a 
nuevos códigos, no necesariamente vinculados a viejas prácticas fuertemente loca-
lizadas en el barrio. La lógica de la fortaleza de múltiples vínculos débiles se puede 
aplicar al movimiento general actual en la ciudad y sus características. La opinión de 
los encuestados así lo refiere. En este sentido, la estrategia de recuperación del lugar, 
presente en las agrupaciones y movimientos antes mencionados, no necesariamente 
debería reivindicar la nostalgia por un espacio perdido, sino entender la nueva for-
ma de articulación entre habitante y ciudad, mediada por ideas como localización, 
conectividad, redes personales, solidaridad conmutativa, movilidad, entre otras, para 
así lograr reclutar a más personas y comprometer un ejercicio ciudadano que contra-
rreste eficazmente y equilibre el poder de decisión en torno al desarrollo urbano de 
nuestras ciudades. 

Respondiendo a la pregunta original sobre el potencial del barrio como factor de 
integración urbana, podemos afirmar que si bien vemos movimientos urbanos de 
carácter barrial, así como conflictos urbanos bien distribuidos en ciudades metro-
politanas e intermedias, es preciso actualizar las ideas de ciudad, ciudadanía y barrio 
en función de una mirada des-localizada o re-localizada en un contexto interdepen-
diente, donde el barrio se configura como un elemento más en la vida personal de 
sus habitantes. En otras palabras, por sí mismas, las reivindicaciones de carácter local 
y barrial no vendrán a restablecer espacios de participación y acción política deterio-
rados. Los datos discutidos en este artículo han sido gráficos: tenemos un porcentaje 
importante de habitantes urbanos que vive de forma distante los temas de ciudad y 
otro importante porcentaje que se percibe a sí misma como población excluida del 
derecho a la ciudad. En este sentido, Mongin (2006) caracteriza el proceso de trans-
formación de la condición urbana, entendida como el paso de un espacio urbano 
acotado y asociado a la práctica y experiencia de sus habitantes, hacia una condición 
urbana metropolitana que expande el territorio y limita la experiencia. Para este au-
tor, se hace necesario un imperativo democrático que contribuya a recomponer los 
límites de la ciudad y recuperar lo lugares de la experiencia cotidiana. El barrio y su 
contexto pueden ayudar a esta estrategia, pero sin perder de vista la nueva condición 
de interdependencia en la ciudad. El fortalecimiento de la conciencia de justicia ur-
bana y del carácter público y democrático del espacio entre los habitantes, así como 
la manifestación pública de quienes no tienen acceso a la ciudad, puede constituir un 
primer paso en dirección a una estrategia política de recuperación del lugar (Mongin, 
2006) integrando diferentes escalas y superando el anclaje nostálgico al barrio, que 
más que el objeto de la reivindicación parece ser el punto de partida. 
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La producción social del capital 
cultural: ¿privilegio o mérito?
Modesto Gayo / Berta Teitelboim 

1. La sociología, la igualdad y la meritocracia

Si ha habido un lugar común en el pensamiento sociológico, ése es la preocupación 
por la igualdad. Y si ha habido algo que los estudios sociológicos han mostrado 
insistente y consistentemente, eso es la presencia de fuertes desigualdades en las so-
ciedades contemporáneas. ¿Por qué es esto importante? Al menos por dos razones. 
La primera tiene que ver con la igualdad como gran valor de la modernidad política. 
Ésta se erige sobre bases morales frente a las sociedades estamentales previas, en las 
cuales la posición de cada individuo dependía fuertemente de su herencia social y 
económica. Ahora, en el nuevo escenario histórico moderno, los individuos serían 
iguales en estamento, todos ciudadanos, todos pueblo soberano, todos nación. Eso 
significaría que no cabía hacer más distinciones entre los mismos que las que exigie-
ran las funciones que deberían cumplir. En este sentido, deberían ser los más fun-
cionales, los que desempeñasen las tareas asignadas a cada cargo. En otras palabras, 
la asignación de cargos, y todo lo que lleva aparejado, debería hacerse en función de 
las capacidades individuales y no de la representación de grupos o pertenencia a los 
mismos, del mérito y no del origen. Ésa es una de las grandes promesas de la moder-
nidad, elemento esencial de su frontis normativo y fuente de legitimidad política.1  

La segunda razón tiene que ver con un proyecto político, y por tanto con la existencia 
de un fuerte vínculo entre sociología y política. La sociología ha jugado un papel cen-
tral no sólo en la identificación de importantes desigualdades en nuestras sociedades, 
como un observador haría en cualquiera de las ciencias naturales, sino en la denuncia 
de las mismas con un claro objetivo político: la corrección de las inequidades cons-
tatadas. De aquí surge en buena medida la dificultad que ha habido en encajar el 
pensamiento sociológico con las sociedades llamadas capitalistas, que es en las cuales 
el mismo se ha desarrollado con más fuerza. Como es bien sabido, en sentido contra-
rio, el pensamiento económico no se ha enfrentado con los mismos problemas, pues 
la igualdad no ha sido más que un elemento más, y rara vez el primero, en su desa-
rrollo, lo que muestra que no todas las disciplinas han tenido la misma inspiración y 
evolución normativa en la susodicha modernidad.  

1 Un claro ejemplo de ello son las declaraciones que políticos de la derecha y de la pretendida renovación dentro de la Con-
certación han venido haciendo en los últimos meses en Chile, exigiendo que los cargos gubernamentales se asignen a base de 
capacidad y no de contactos o “cuoteo” político. Otro ejemplo en este mismo país serían las movilizaciones de los estudiantes que se 
desarrollaron con especial fuerza en el año 2006, cuando la igualdad de las condiciones educativas independientemente del origen 
familiar o social fue una de las principales banderas de lucha. Con respecto a ninguno de ambos casos esta nota de investigación 
toma partido, sino que hacemos constar la importancia práctica de este valor en la lucha política. Los casos a nivel internacional 
son innumerables. 

Sí, que algo se me ha de pegar de la discreción de 
vuestra merced –respondió Sancho–, que las tierras 
que de suyo son estériles y secas, estercolándolas y 
cultivándolas vienen a dar buenos frutos.

Miguel de Cervantes, El Quijote
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2. La reproducción cultural 

Una manera muy común de estudiar la igualdad ha sido prestar atención a la relación 
entre las dotaciones de recursos de los padres y los hijos. La línea de investigación 
más transitada ha sido la que investiga la relación entre las posiciones de clase (en 
general, clases sociales construidas a partir de clasificaciones de ocupación) de los 
padres y los hijos, lo que en su conjunto vino a ser conocido como la movilidad so-
cial. Sobre esta temática hay estudios ya clásicos (Erickson y Goldthorpe, 1993), los 
cuales en general muestran que hay una relación fuerte entre la clase de origen o de 
los padres y la de los hijos o presente. Al mismo tiempo, también destacan que hay 
grados variables de movilidad según país. 

Otra línea de investigación es la que se dedica a estudiar la relación entre la educación 
de los padres y la de los hijos (Gayo, 2007). A partir de la misma podemos llegar a 
conclusiones similares a las anteriores, esto es, existe una importante relación entre 
ambas, y al mismo tiempo se observa cómo las diferentes sociedades, al menos en su 
gran mayoría, han visto elevarse los niveles educativos de sus poblaciones de forma 
dramática durante el siglo XX, hasta llegar a la actualidad, momento en el que prác-
ticamente ha desaparecido el analfabetismo en muchas de ellas.  

Una contribución que ha llegado a hacerse célebre, pero que no ha tenido un segui-
miento paralelo a su fama, ha sido la iniciada por investigadores como B. Bernstein 
(1989) y P. Bourdieu (1979), en la cual se destaca el papel jugado por el contexto 
familiar en la formación intelectual de las personas y por tanto en su éxito escolar. Si 
bien ambas obras estuvieron orientadas a mostrar las bases sociales del logro educati-
vo, tema particularmente importante en sociedades que se declaraban meritocráticas, 
hubo otra línea de investigación que alcanzó un notable desarrollo en la obra del 
intelectual francés, pero que posteriormente no ha sido seguida con la misma inten-
sidad que el éxito en la escuela o la universidad. Este aspecto no tan visitado por los 
académicos es el que se refiere a la formación de los patrones culturales individuales, 
esto es, en lo que aquí respecta, al estudio de la relación entre las prácticas y los gustos 
culturales de padres e hijos. Esta temática es a la que nos referimos cuando hablamos 
de “reproducción cultural”. 

3. Métodos

Con el objetivo de estudiar la reproducción cultural, la Encuesta Nacional UDP 
incluyó una batería de preguntas sobre las prácticas culturales de padres e hijos. Ori-
ginalmente, se preguntó por padres y madres en forma separada, de tal manera que 
se abriera la posibilidad de distinguir entre los efectos de ambos. Sin embargo, las 
pruebas estadísticas realizadas muestran que existe una correlación muy alta entre sus 
prácticas, lo que nos ha llevado a trabajar principalmente con las prácticas de los pa-
dres como indicadores del perfil cultural del padre y la madre o la familia de origen. 

En cuanto a las preguntas, a las personas se les ofreció un conjunto de cuestiones 
sobre sus prácticas, teniendo el encuestado que proporcionar información sobre sí 
mismo, su madre y su padre. En concreto, se preguntó por separado sobre cuáles de 
las siguientes actividades realizaban el padre y la madre: leer un libro completo; ir al 
cine; ir al teatro; ir a museos, bibliotecas o galerías de arte; ir a conciertos de música 
popular; ir a conciertos de orquestas o coros o la ópera; visitar sitios históricos; e ir al 
estadio. Esta última no sería considerada en el análisis que presentamos aquí, puesto 
que se trata de una práctica que no está asociada positivamente con las otras.
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A partir de las respuestas dadas, se realizó un estudio de su dimensionalidad, de tal 
manera que pudiésemos saber si existía un eje o dimensión que relacionase a todas 
o varias de ellas, o si se trataba de temas completamente diferentes. A este respecto, 
se encontró que casi todas las prácticas estaban relacionadas en una dimensión que 
podíamos interpretar como una escala de participación cultural en actividades de alta 
cultura. De la misma quedaba excluida el fútbol. A base de estos resultados, se cons-
truyó una escala aditiva de participación, lo que significa que los encuestados y sus 
padres obtenían una puntuación equivalente al número de actividades que habían 
realizado o realizaban. 

4. Hallazgos, o lo que en Chile sucedió

Tal y como lo hemos planteado, hablar de reproducción y plantear una metodología 
para estudiarla no da término a todas las dificultades de su estudio. Un problema 
adicional es hacer una evaluación de la misma, pues el automatismo de vincular 
la reproducción a algo negativo y su contrario a la excelencia social nos llevaría a 
un absurdo al menos por dos razones. La primera porque la transmisión de capital 
cultural de padres a hijos, cuando es de buena calidad, es un fenómeno positivo. Si 
esto se da, los padres estarían haciendo lo que se supone que debieran hacer, esto es, 
ofrecer a sus hijos una buena educación, lo cual debería concretarse en las prácticas 
culturales de sus descendientes directos. La segunda razón es que, tal y como sucede 
en Chile, cuando no hay reproducción no es necesariamente porque las personas 
provenientes de familias con perfiles culturales más “pobres” hayan mejorado, sino 
mayormente por la mejoría de los individuos de familias con recursos. Por estas dos 
razones, podríamos tener una reproducción positiva y una movilidad cultural ascen-
dente excluyente de las personas de menos recursos. Debemos leer la parte restante 
de esta nota de investigación teniendo esto presente para entender lo que sucedió en 
Chile durante las últimas décadas con respecto a la reproducción cultural, o lo que 
podemos denominar la “movilidad cultural”.
 
En relación con ello nos vamos a centrar en dos aspectos importantes. El prime-
ro es la diferencia entre la intensidad participativa entre padres e hijos, atendiendo 
particularmente a los cambios en el tiempo o entre grupos etarios. Y la segunda se 
trata de la comparación entre los perfiles participativos de estos dos grupos, con 
especial énfasis en la dimensión socioeconómica. Por tanto, no prestamos atención 
solamente a las diferencias intergeneracionales, sino también a los posibles cambios 
cuantitativos que puedan indicar que ha habido o no importantes divisiones en los 
patrones de participación de acuerdo al momento histórico y a los diferentes estratos 
socioeconómicos. 

4.1. La movilidad cultural

Para nuestros propósitos, la movilidad cultural será el movimiento intergeneracional 
medido como la diferencia entre la intensidad participativa en actividades de cultura 
legítima2 entre padres e hijos. Si atendemos a este fenómeno (ver Gráfico 1),3 es claro 
que en Chile ha habido movilidad. Asimismo, también es evidente que ha habido 
inamovilidad o reproducción de patrones culturales. 

2 La “legitimidad” cultural es un concepto discutido. En este caso, por tal idea nos referimos al valor relativo que los miembros de 
una sociedad atribuyen a actividades de participación cultural específicas. 
3 Con el objetivo de hacer más sencilla la lectura de este gráfico, debemos indicar que se trata de una presentación de las diferencias 
en número de actividades realizadas entre padres e hijos. Esto significa, por ejemplo, que el 0 muestra que no hay diferencias inter-
generacionales, mientras que un 3 indicaría que los hijos tendrían un perfil participativo superior en 3 actividades al de los padres.  
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Gráfico 1
Diferencias en número de actividades culturales practicadas entre padres e hijos

Con respecto a lo primero, la movilidad, la encontramos ascendente y descendente.4 
Predomina la ascendente, que acumula sobre un 40%, si bien de forma escalonada, 
lo que indica que descollan los movimientos de corto recorrido (para esta terminolo-
gía, ver Gayo, 2007). Esto significa que cuando hay mejoría en los perfiles culturales, 
ésta suele concretarse en una o dos actividades más, siempre obviamente entendida 
esta distancia en los términos de la escala empleada. 

También hay movilidad descendente, cercana al 20%, y en la cual igualmente desta-
can los movimientos de corto recorrido. Hay, por tanto, bastantes personas con una 
intensidad participativa en actividades de cultura legítima por debajo de la de sus 
padres. Si a ello le agregásemos sobre el 37% de inamovilidad, tendríamos sobre un 
55% de estancamiento o deterioro cultural. 

Esta descripción de la diferencia entre padres e hijos es importante en la medida en 
que confirma que efectivamente el consumo de cultura legítima ha aumentado en el 
tiempo, pero ello no ha sido así para toda la población y hay un importante grupo de 
personas que “descienden” culturalmente. 

A menos que tengamos un particular empeño en hacer uso exclusivo de las medias 
agregadas para el conjunto de la muestra, este último punto también debe ser toma-
do en consideración. De lo contrario, sólo estaremos atendiendo a lo que sucede a 
una parte, y excluyendo del análisis y del relato sobre Chile a lo que ha afectado a 
alguna o algunas de sus partes, cuya ocultación a menudo es un ejercicio de violencia 
simbólica. 

4.2. ¿Diferencias generacionales?

Una pregunta pertinente es si la movilidad cultural ha cambiado, crecido o disminui-
do, entre generaciones. En la base de esta cuestión estaría la idea de que Chile habría 
sufrido una muy importante expansión económica, con incremento considerable de 
los niveles de vida, en las últimas tres décadas. En cualquier caso, independientemen-
te del dato puntual sobre el crecimiento económico, la pregunta planteada abre la 
reflexión y la investigación a la historia de la sociedad chilena de al menos la segunda 
parte del siglo XX. 

4 Como es obvio, utilizamos la nomenclatura al uso de los estudios de movilidad social. 
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Si bien la pregunta es legítima e importante, debemos subrayar que carecemos de los 
medios óptimos para responderla, esto es, no disponemos de datos longitudinales, 
los cuales nos permitirían comparar el comportamiento de una cohorte particular en 
dos o más momentos distintos en el tiempo. ¿Por qué es esto importante? Porque lo 
que sucede en el tiempo está afectado por diferentes factores. Nosotros destacaremos 
dos de ellos, sin ánimo de exhaustividad. El primero es el que ha venido a ser cono-
cido como ciclo de vida, y se refiere a que el comportamiento de los seres humanos 
sufre variaciones de acuerdo a la etapa que están viviendo, la cual comúnmente estará 
relacionada con su cambio biológico (madurez, envejecimiento, etcétera). El segun-
do factor se refiere al cambio generacional o entre cohortes de edad, lo que indica que 
ha habido un cierto tipo de transformación en la sociedad. El problema que plantea 
carecer de datos longitudinales es que no podemos distinguir entre ambos efectos del 
tiempo, al menos no de forma directa. Para el análisis que ahora presentaremos, esto 
significa que tampoco se puede aceptar por defecto que el ciclo vital sea la explicación 
de todo cambio. 

Si atendemos al Gráfico 2, observamos importantes diferencias. En primer lugar, to-
mar en consideración la distribución de porcentajes según cohorte nos muestra que 
la descripción sobre la movilidad cultural presentada en el apartado previo debiera 
ser corregida fundamentalmente, ya que parece esencial incorporar el factor genera-
cional en la comprensión y la explicación de la participación cultural en Chile (véase 
Gayo et al., 2009). En segundo lugar, observamos una relación monotónica entre 
grupos de edad y diferencias entre padres e hijos. En concreto, es posible distinguir 
un patrón cambiante, encontrándose en los grupos más jóvenes mayores grados de 
movilidad. Como indicábamos antes, nos es imposible diferenciar entre efectos de 
ciclo de vida y cambios reales en la sociedad, aunque hay tres razones para pensar que 
algún cambio sí se haya estado produciendo. Éstas son las siguientes:

1. Una tendencia de este tipo encaja bastante bien con la tesis de una relativa masifi-
cación o extensión del consumo cultural en las últimas décadas.

2. Si bien el grupo más joven no es el que necesariamente debiera tener los niveles 
más elevados de participación de acuerdo a la literatura comparada (por ejemplo, 
véase Warde y Gayo, 2009), en Chile es sin duda una de las cohortes más participa-
tivas (Gayo et al., 2009). 

3. Los diferentes grupos de edad tienen a su vez grupos etarios de padres distintos, 
por lo que sus puntos de referencia serían diversos. Esto es importante porque si en 
la sociedad chilena se observa una creciente participación cultural, de forma social-
mente transversal, ello significa que los padres de las generaciones más jóvenes serían 
más participativos que los de las mayores, lo que debería mitigar las diferencias que 
se diesen en términos absolutos, esto es, los jóvenes de ahora pueden ser bastante 
más participativos que los de hace 40 años, pero sus puntos de referencia, sus padres, 
serían también diferentes.  

Por el momento, ante la duda, lo que podemos sugerir es que si se tratara de un cam-
bio, aunque se refiera solamente a parte de nuestra medición, reflejaría un aumento 
de la movilidad cultural, o un incremento de la diferencia intergeneracional entre 
intensidades participativas. De este modo, si damos esto por bueno, en la sociedad 
chilena habría habido durante la segunda mitad del siglo XX un giro desde la predo-
minante reproducción o inmovilismo cultural hacia la participación creciente de las 
nuevas generaciones de chilenos.  
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Gráfico 2
Diferencias en número de actividades culturales practicadas entre padres e hijos 
según cohorte

4.3. ¿Importa la clase social?

Una de las cuestiones más interesantes es entender los cambios que ha habido de 
acuerdo con la clase social de pertenencia. En otros términos, ¿cuál fue la práctica 
cultural de los individuos de las diferentes clases? En este caso, utilizamos la clasifica-
ción en grupos socioeconómicos que categoriza a los mismos como C1, C2, C3, D y 
E como una manera de estudiar estas diferencias sociales. 

Si miramos el Gráfico 3, podemos concluir que padres e hijos no son tan diferentes, 
pues muestran curvas con patrones casi idénticos. No obstante, observamos, tal y 
como anunciábamos en el apartado previo, que los hijos son más participativos que 
sus padres. Hay, por tanto, efectivamente una mejoría intergeneracional. Si el relato 
se terminase aquí, no tendríamos más que una constatación, que suele deleitar a tan-
tos, de un progresivo enriquecimiento del perfil cultural de los chilenos, en paralelo 
a la marcha de su economía. Esto no cabe duda de que es cierto hasta cierto punto, 
pero la historia muestra ribetes que no caben en este tipo de relatos simplificadores. 
En definitiva, Chile contiene una historia de éxitos y fracasos durante las últimas 
décadas, y no sólo de los primeros. Sin embargo, no basta decirlo, sino que debemos 
constatarlo y especificarlo. 

Gráfico 3
Porcentaje de actividades culturales realizadas por padres e hijos
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Desde el punto de vista de la participación, lo que podríamos llamar la capitalización 
cultural de los chilenos ha sido fuertemente desigual o asimétrica. ¿Quiénes han sido 
los principales beneficiarios del desarrollo? En primer lugar, podríamos decir que 
el beneficio ha sido diferente según clase social. En segundo lugar, esta diferencia ha 
sido una función de la clase de pertenencia. En este sentido, encontramos una relación 
positiva entre grupo socioeconómico y movilidad cultural (véase Tabla 1 en Anexo). Para 
entenderlo con claridad, prestemos atención a los Gráficos 4 y 5, los cuales muestran distri-
buciones completamente disímiles.5 De este modo, en tercer lugar, podemos concluir que 
las personas pertenecientes a los grupos socioeconómicos C1 y C2 son las que muestran 
un mayor crecimiento en términos culturales (ver Gráfico 4 referido al primero y la Tabla 
1). A este respecto, si atendemos al C1, entre los padres y los hijos, el 0 en participación 
desciende del 20% a menos de un 10%, y las personas que realizan dos actividades o más 
crecen de forma muy importante. En cuarto lugar, hay perdedores o, para utilizar otras 
palabras, clases sociales que han asistido al desarrollo de su país sin recibir los beneficios 
del mismo. Son iguales a como eran, pero dentro de un escenario social cambiado, lo que 
estaría relacionado con situaciones de marginación cultural, y por ello social, todavía ma-
yores que en el pasado. Sobre todo se manifestarían importantes diferencias entre personas 
algunas décadas atrás no tan distantes entre sí, al menos desde el punto de vista de la parti-
cipación cultural. Chile, por tanto, ha generado oportunidades y también polarización. En 
este sentido, si el clásico rostro de Jano miraba al futuro y al pasado, la cara del desarrollo 
chileno manifiesta evidentes síntomas de riqueza junto a profundas marcas de abandono. 
Al menos en este punto, la tradición cultural de la marginalidad y su traspaso generacio-
nal no es más que un estigma social con el que deberán convivir sus portadores en una 
sociedad que la rechaza y por ello mismo los aísla. La comparación entre los Gráficos 4 y 
5 es una muestra de esta realidad. El último, que se realizó con información para el grupo 
socioeconómico E, presenta una situación de inmovilidad entre padres e hijos. El tiempo 
parece haberse congelado para ellos. Esto es particularmente dramático si pensamos en los 
bajísimos niveles de participación que ya manifestaban los padres. 

Gráfico 4
Porcentaje para el número de actividades culturales realizadas por padres e hijos del 
grupo socioeconómico C1

5 Por razones de espacio sólo incluimos los casos extremos, puesto que los demás muestran un comportamiento intermedio y 
característico de acuerdo a su posición en el orden de grupos socioeconómicos de la clasificación.



92

Gráfico 5
Porcentaje para el número de actividades culturales realizadas por padres e hijos del 
grupo socioeconómico E

5. Conclusiones
 
Una vez leído y entendido el análisis previo, uno podría preguntarse si los resultados 
no serán una función específica de las variables contenidas en los mismos, es decir, 
de las actividades por las que se preguntó. Sin duda, como en todo estudio, esto tiene 
que ser así por definición. El tema de fondo, sin embargo, es si nuestros resultados 
nos ofrecen una imagen fiable de las bases sociales sobre las cuales se ha ido confi-
gurando la participación cultural en la sociedad chilena actual. Esto es imposible 
resolverlo sin criterios externos a los del estudio mismo, y en Chile carecemos de una 
tradición de investigaciones que nos permitan tener referencias externas acabadas. En 
otros países la situación no parece ser muy diferente. 

Una vez dicho esto, hay un elemento de comparación disponible que nos sorprende 
por su semejanza con nuestros hallazgos. Se trata de la consistencia entre estos re-
sultados y los del informe del 2007 para educación (Gayo, 2007). En ambos casos, 
encontramos para el conjunto de la muestra un patrón de movilidad muy similar. En 
cifras aproximadas, podríamos decir que un 20% empeora su situación, un 40% se 
queda como estaba y un 40% mejora, y esto tanto en términos del nivel educativo 
como desde el punto de vista de la participación cultural. Esto parece mostrar que, 
como cabría esperar, logro educativo y perfil cultural van de la mano, y también que 
en la sociedad se da todo tipo de movimientos, predominando entre ellos la figura del 
desarrollo que se ha convertido en un fetiche omniabarcante, y en una realidad coti-
diana para todos los que lo han disfrutado junto a aquellos que han sufrido quedarse 
irreversiblemente atrás en el tránsito entre las generaciones analizadas.   

El desarrollo tuvo sus beneficiarios y sus momentos. Con respecto al segundo, pa-
reciera que nuestros análisis sugieren que las oportunidades y la intensidad de la 
participación cultural habrían ido incrementándose a lo largo de las últimas décadas. 
En otros términos, la movilidad cultural sería más elevada en las generaciones más jó-
venes que en las de los mayores. A una explicación de este hecho probablemente deba 
contribuir la idea de la masificación cultural, pero esto es sólo parte de la historia. En 
este sentido, un relato de la participación cultural en Chile y sus cambios a lo largo de 
las últimas décadas debe atender a las posiciones sociales que incrementaron su capi-
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tal cultural, sobre todo las personas pertenecientes a los grupos socioeconómicos C1 
y C2, y aquellas que perdieron el tren del desarrollo, principalmente los miembros 
del grupo E, en donde el estancamiento parece ser la huella del crecimiento económi-
co. Un cambio que ellos nunca llegaron a vivir, excepto como dolorosa experiencia de 
abandono o de haberse quedado atrás dentro de una sociedad cada vez más exigente 
en lo educativo y culturalmente sofisticada.  

Anexo 

Tabla 1
Diferencia de porcentaje entre padres e hijos en su intensidad participativa de 
acuerdo con el grupo socioeconómico de los últimos (%)
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Opiniones de los chilenos sobre el aborto
Florencia Herrera / Berta Teitelboim

El aborto en Chile

Chile tiene una de las legislaciones más restrictivas del mundo en relación al aborto 
(González, Ibáñez y Trabucco, 2009). Antes de 1930 el aborto era considerado un 
asunto de la vida privada. Sin embargo, la disminución de la mortalidad infantil hizo 
que los abortos inducidos aumentaran drásticamente. El tema pasó de ser un asun-
to privado a ser un asunto de salud pública y el aborto terapéutico fue legalizado. 
Por aproximadamente cincuenta años la interrupción del embarazo en los casos que 
peligrara la vida o la salud de la mujer estuvo permitido (Dides, 2006). En 1989 se 
derogó el artículo 119 del Código Sanitario que permitía el aborto terapéutico.

Actualmente, en Chile se penaliza el aborto bajo cualquier circunstancia y, por lo 
tanto, todos los abortos que se realizan se llevan a cabo clandestinamente. Por esta 
razón es imposible saber cuántos abortos se realizan anualmente en el país. Sin em-
bargo, se estima que Chile tiene una de las tasas más altas de América Latina1 (Dides, 
2006). 

La ilegalidad y la clandestinidad llevan de la mano importantes riesgos para las mu-
jeres. No hay ningún control sobre las condiciones bajo las cuales los embarazos son 
interrumpidos; por lo tanto, las mujeres que abortan corren serios riesgos de salud. 
La mortalidad por aborto ha disminuido en las últimas décadas pero el aborto sigue 
siendo una causa de mortalidad materna en Chile (Szot y Moreno, 2003). No menos 
importantes son los posibles daños a la salud mental de las mujeres. La interrupción 
de un embarazo puede ser una experiencia traumática, a lo que se suma la percepción 
de haber realizado un acto considerado criminal, el miedo de vivir la condena social 
y la necesidad de mantener todo en silencio. Sin embargo, estas mujeres no tienen 
derecho a atención psicológica, aun cuando hayan acudido a un centro de salud. 
Además, la posibilidad de ser denunciadas y maltratadas por los profesionales de la 
salud desincentiva la atención oportuna y aumenta la estigmatización que sufren las 
mujeres.2 

Antiguamente la censura asociada al aborto estaba relacionada con la moral sexual. 
Si una mujer interrumpía su embarazo significaba que había tenido sexo sin fines 
reproductivos.3 A fines de los setenta comenzó a tomar fuerza el argumento de la 
protección de la vida del feto; aquí, la Iglesia Católica tuvo un importante rol (Gon-
zález, Ibañez y Trabucco, 2009). Este cambio de la moral sexual al derecho a la vida

1 The Alan Guttmacher Institute estimaba en alrededor de 160.000 los abortos clandestinos en Chile para 1990 y en 45,4 la tasa 
por cada 1.000 mujeres.
2 La penalización del aborto tiene también un efecto muy concreto y real: existen mujeres procesadas por aborto en Chile. De 
acuerdo con el Observatorio de Equidad de Género y Salud en Chile, el año 2000 se procesó a 66 mujeres por aborto; el 2003, 22; 
el 2004, 7, y el 2005, 11 (fuente: wwww.observatoriogenerosalud.cl). No se aclara si estas mujeres se sometieron a las intervencio-
nes o las practicaron. El año 2008, 9 personas se encontraban privadas de libertad por cometer prácticas abortivas (fuente: www.
despenaliza.cl).
3 Esto explica que el delito del aborto esté ubicado, hasta el día de hoy, en el apartado “delitos contra el orden de las familias y 
contra la moralidad pública” y que el único atenuante es que el aborto haya sido realizado para ocultar la deshonra (González, 
Ibañez y Trabucco, 2009).
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tiene implicancias profundas, ya que el aborto pasa a ser considerado un homicidio y 
la madre que aborta es considerada una asesina. En este marco hay sólo una posición 
correcta y ética. Las personas que se oponen al aborto afirman que son “pro vida”; la 
interrupción del embarazo se transforma en inconfesable secreto privado y en asunto 
que no amerita discusión social: sólo condena y silencio.

Actualmente la discusión sobre el aborto opone los argumentos de la protección de la 
vida del feto y el derecho de las mujeres a decidir sobre su fertilidad. El argumento uti-
lizado por las organizaciones que trabajan desde la sociedad civil por legalizar el aborto 
es el del derecho de las mujeres a la autodeterminación sexual o reproductiva. En el otro 
lado, quienes se oponen a la legalización del aborto utilizan los saberes médicos para 
esgrimir que el inicio de la vida humana es a partir de la fecundación (Dides, 2006). 
Al basarse en la naturaleza o la biología, se sitúan más allá de todo cuestionamiento.

En este contexto –de altas tasas de aborto, total penalización y gran peso de los 
discursos conservadores–, ¿cuál es la opinión de los chilenos sobre el aborto? A con-
tinuación se expone la metodología que se utilizó para revisar los resultados de la 
Encuesta Nacional UDP 2009 y luego se analizan las posiciones de los chilenos en 
esta materia.

Metodología

Se construyeron tipologías de opinión sobre la base de la aceptación o rechazo de 
los entrevistados frente a las distintas razones por las cuales la ley debería autorizar 
un aborto, para lo cual se utilizó la pregunta nº 94 del cuestionario, la cual está 
formulada de la siguiente forma: “Para cada una de las siguientes situaciones, ¿me 
podría decir si está de acuerdo o en desacuerdo con que la ley autorice el aborto? El 
encuestador debe leer las siguientes situaciones: 1) Si una mujer no desea tener un 
hijo. 2) Si una pareja en conjunto decide no tener un hijo. 3) Si la salud de la madre 
corre serio peligro por el embarazo. 4) Si el bebé tiene un serio defecto. 5) Si la mujer 
quedó embarazada producto de una violación. 6) Si la mujer o la pareja no tienen los 
medios económicos para criar un hijo”. 

Nos encontramos frente a una situación en la cual se necesita medir un conjunto de 
aspectos que es muy difícil que sean captados por una sola pregunta del cuestionario, 
en este caso son seis, por lo cual se utilizará el método de conglomerados o cluster 
con las opiniones de los chilenos acerca del aborto. Esta metodología permite pre-
cisamente detectar las interrelaciones entre una gran cantidad de categorías y/o de 
las variables, poniéndolas de manifiesto en gráficos bidimensionales que pueden ser 
interpretados con relativa facilidad (Levi y Varela, 2003). 

Esta técnica de análisis no requiere hipótesis ni supuestos de ninguna naturaleza, 
debido al carácter descriptivo y exploratorio de la misma. Lo que se busca es resumir 
el gran volumen de datos en un gráfico de fácil interpretación. 
 

Tipologías sobre la opinión de los chilenos frente al aborto

Como se puede observar en la Tabla 1, las dos terceras partes de los chilenos están 
de acuerdo con el aborto en los casos relacionados con la salud física o mental de 
la madre, como son haber sufrido una violación o que peligre su vida. La menor 
aprobación corresponde a cuando el motivo es la situación económica de la pareja. 
Poco menos de un tercio de los encuestados está de acuerdo con que la ley permita el 
aborto sólo porque la madre o los padres no deseen tener el hijo. 
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Tabla 1
Porcentajes de acuerdo con el aborto en diferentes circunstancias

Las tipologías sobre la opinión de los chilenos frente al aborto entregan más informa-
ción sobre las interrelaciones entre las distintas categorías. En el Gráfico 1 se presenta 
el ordenamiento que tienen en el espacio los distintos grupos. Los círculos que se 
encuentran más cerca, muestran mayor similitud en las respuestas, como se observa 
en los conglomerados 4, 5 y 6.

Gráfico 1
Distribución de tipologías
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A continuación se entrega una descripción de cada una de las tipologías encontradas. 
Se explica qué es lo que caracteriza a cada uno de los grupos y se exponen algunas de 
las preguntas que surgen al respecto.

Grupo 1. Representa al 15,1% de los entrevistados. Son las personas que están de 
acuerdo con el aborto en las seis situaciones planteadas. Se caracterizan por no tener 
religión, vivir en Santiago y no pertenecer a los estratos más pobres de la población. 
Son tanto hombres como mujeres y de todas las edades. Estas son las personas que 
muestran una postura totalmente de acuerdo con legalizar el aborto. ¿Creen que 
hombres y mujeres tienen total derecho a decidir sobre su fertilidad? ¿Creen que el 
feto no tiene derechos que puedan ser protegidos? 

Grupo 2. Es el 14,2%. Corresponde a las personas que están de acuerdo con el aborto 
en todas las situaciones excepto cuando es por problemas económicos. Se caracteri-
zan por vivir en regiones y no pertenecer a los estratos más pobres. En este grupo hay 
tanto hombres como mujeres así como personas de todas las edades. Estas personas 
opinan, por ejemplo, que una mujer puede interrumpir su embarazo sólo porque no 
desea tener un hijo, pero no consideran que deba hacerlo porque no tiene los medios 
para criarlo. ¿Se oponen a que el criterio económico sea utilizado para abortar? ¿O 
este grupo refleja la inconformidad con una sociedad desigual que no entrega seguri-
dad económica a sus futuros miembros?

Grupo 3. Es el 13,6%. Corresponde a las personas que opinan que el aborto debe ser 
legalizado si la salud de la mujer corre serio peligro, si el bebé tiene un serio defecto 
y si el embarazo es producto de una violación. No están de acuerdo con permitir el 
aborto en las otras tres situaciones. Se caracterizan por pertenecer a los estratos socia-
les más altos (ABC1 y C2). En este grupo hay tanto hombres como mujeres y perso-
nas de todas las edades. Estas personas están de acuerdo con el aborto cuando afecta 
a la salud física o mental de la madre y/o el bebé. ¿Opinan que una madre no tiene 
derecho a decidir si interrumpe su embarazo o no pero anteponen los derechos de 
la madre a vivir por sobre los del feto? ¿Por qué son las personas de clase alta las que 
tienden a conformar este grupo? ¿Tiene relación con la educación que han recibido?

Grupo 4. Es el 17,7%. Corresponde a las personas que están de acuerdo solamente 
cuando la salud de la madre corre peligro y también cuando el embarazo ha sido 
producto de una violación; en las otras situaciones no tienen opinión o no están de 
acuerdo. La única característica que los distingue del resto es que suelen ser religiosos 
pero no católicos (evangélicos, mormones, entre otros). ¿Por qué las personas de 
otras religiones consideran que estas son las dos únicas situaciones que tienen el peso 
suficiente para interrumpir un embarazo?

Grupo 5. Es el 9,0%. Sólo están de acuerdo con el aborto cuando el embarazo ha sido 
producto de una violación; en todas las otras situaciones se oponen. En este grupo 
hay personas de los dos sexos, de todas las edades y los niveles socioeconómicos, de 
Santiago y de regiones. ¿Por qué para este grupo la violación es la única causa que 
puede justificar un aborto? ¿Se están anteponiendo los derechos de la madre a los 
derechos del feto a vivir? ¿Se está pensando en la salud mental de la madre? ¿O se está 
pensando que el futuro niño tendrá la carga genética de un violador y por lo tanto 
podría en el futuro convertirse en un criminal? ¿O es que en los casos de violación la 
mujer no estuvo de acuerdo con el acto sexual que la llevó a embarazarse (y en este 
sentido no es “culpable” de su embarazo)?
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Grupo 6. Es el 10,3%. Sólo están de acuerdo con el aborto cuando la madre corre 
peligro; en todas las otras situaciones se oponen. Se caracterizan por pertenecer a los 
sectores socioeconómicos medio y bajo. En este grupo hay tanto hombres como mu-
jeres y personas de todas las edades. ¿Están estas personas anteponiendo el derecho a 
la vida de la madre a la del feto por nacer?

Grupo 7. Es el 20,0%. Es el grupo más grande; está en desacuerdo con el aborto en 
todas las situaciones. Quienes lo conforman se caracterizan por pertenecer a sectores 
socioeconómicos pobres, por tener bajo nivel educacional, por ser adultos mayores 
y autodefinirse como religiosos pero no católicos. Este grupo está compuesto tanto 
por hombres como mujeres. Estas son las personas cuya postura coincide con la le-
gislación actual. ¿Se oponen estas personas al aborto porque creen que el feto es una 
vida humana y por lo tanto debe protegerse por sobre cualquier consideración? ¿Por 
qué las personas de clase baja son las que mayor desacuerdo muestran con el aborto? 
¿Existen aquí resabios de los argumentos de moral sexual?

Gráfico 2
Tipologías de opinión sobre el aborto por grupo socioeconómico

Al analizar los resultados de la encuesta con relación al aborto, llama la atención que 
el desacuerdo con la interrupción del embarazo aumenta con la pobreza (ver Gráfico 
2) y que no hay diferencias significativas en las opiniones de hombres y mujeres. 
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Gráfico 3
Tipologías de opinión sobre el aborto por edad

Otro aspecto interesante para analizar son las respuestas a la luz de la edad de los 
encuestados. Sólo en el grupo que se opone totalmente al aborto hay una diferencia 
clara entre los distintos grupos de edad: el desacuerdo aquí sube con los años. Mien-
tras un 25,7% de los mayores de 61 años se opone al aborto bajo cualquier circuns-
tancia, sólo un 15,3% de los jóvenes encuestados lo hace (ver Gráfico 3). En los otros 
grupos no existe una tendencia clara que permita afirmar que los más jóvenes son 
más abiertos a la legalización del aborto.

Estos resultados son consistentes con los entregados por la encuesta Feedback-UDP 
aplicada a jóvenes entre 18 y 29 años. En esta encuesta los jóvenes reflejan tener 
opiniones bastante conservadoras con relación con el aborto (sólo un 9,9% está de 
acuerdo con que se practiquen abortos bajo cualquier circunstancia). Aquellos de 
nivel socioeconómico bajo son los que mayor desacuerdo con el aborto manifiestan 
y no hay una diferencia entre las opiniones de hombres y mujeres. 

Tabla 2
Porcentaje de acuerdo con el aborto en distintas situaciones para los años 2006 y 2009

Al revisar los resultados de las encuestas de los años 2006 y 2009 se puede concluir 
que no existe una tendencia clara. El acuerdo con que se legalice el aborto en el caso 
de que una mujer no desee tener el hijo permanece estable, al igual que el acuerdo 
con que se interrumpa el embarazo por razones económicas. El acuerdo con el abor-
to en los casos en los que sea la pareja la que no desee tener el hijo sube levemente. 
También sube el acuerdo cuando el embarazo es producto de una violación. Pero 
éste disminuye en lo que se ha llamado aborto terapéutico: cuando la madre corre 
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peligro o el bebé tiene un defecto serio. En otros temas llamados “valóricos”, como la 
opinión frente a las parejas homosexuales, la sociedad chilena se está abriendo, pero 
al parecer no está sucediendo lo mismo con el tema del aborto.

Discusión

Suele afirmarse que las personas más perjudicadas con la penalización del aborto son 
las mujeres jóvenes de escasos recursos. Las mujeres de clase alta pueden pagar un 
aborto seguro y confidencial. Las jóvenes pobres se someten a intervenciones baratas 
que implican mayores riesgos y además son las que deben acudir a los centros pú-
blicos de salud cuando tienen complicaciones con el inherente riesgo de ser denun-
ciadas y maltratadas. En este sentido, la legislación actual reproduce y aumenta la 
desigualdad (González, Ibáñez y Trabucco, 2009). Sin embargo, la evidencia indica 
que las personas pobres suelen ser más conservadoras, y que las mujeres y los jóvenes 
no tienen opiniones más abiertas frente al aborto.

La construcción de las tipologías sobre la opinión frente al aborto permite comenzar 
a conocer las posiciones de los chilenos en este tema. Está claro que hay diversas posi-
ciones y opiniones y que no se puede afirmar que los chilenos apoyan o desaprueban 
la interrupción inducida del embarazo. Existe un grupo importante (20%) que se 
manifiesta en contra del aborto bajo cualquier circunstancia, aun cuando peligre la 
vida de la madre. En el otro extremo existe otro grupo con bastante peso (15,1%) 
que se manifiesta a favor de la legalización del aborto en todas las situaciones. Dife-
rencian a estos dos grupos su religiosidad y su situación socioeconómica. 

Hay muchas preguntas que aún no tienen respuesta: ¿por qué un grupo importante 
de chilenos está en desacuerdo con que se legalice el aborto en cualquiera de sus 
formas? ¿Por qué esta posición es más fuerte entre las personas de menos recursos? 
¿Por qué las mujeres tienen una opinión similar a la de los hombres? ¿Esconden las 
cifras una diferencia importante entre las posturas de los dos sexos? ¿Por qué incluso 
los jóvenes tienen opiniones conservadoras en relación al aborto? ¿Qué diferencias 
existen entre las personas que se muestran favorables a la legalización del aborto y 
aquellas que están en contra? ¿Cuáles son los argumentos y razones que sustentan sus 
distintas posiciones? ¿Qué especificidades explican las opiniones de los chilenos en 
relación con la actitud hacia el aborto en otros países?

Existe poca información en Chile sobre el fenómeno del aborto. Hace falta generar 
conocimiento sobre cómo se han construido los discursos antiaborto o “pro vida”, so-
bre el proceso que viven las mujeres que tienen un embarazo no deseado, sobre cómo 
enfrentan la decisión de abortar, sobre qué hay detrás de las opiniones de los chilenos 
frente al aborto. Cuando definen su posición respecto al aborto, ¿están pensando que 
el feto es una vida humana? ¿Qué influencia han tenido los desarrollos científicos y 
médicos en la percepción acerca del nonato? ¿Qué papel ha jugado la masificación 
del uso de las ecografías en los embarazos en la opinión frente al aborto? ¿Cuánto pe-
san los discursos religiosos sobre el aborto y la defensa de la vida en las posiciones de 
los chilenos al respecto? ¿Cómo procesan e internalizan estos discursos los chilenos? 
¿Qué diferencias hay entre los seguidores de las distintas religiones? ¿Puede explicarse 
el rechazo de los jóvenes hacia el aborto por la presencia de la Iglesia Católica en las 
instituciones educativas?

Sólo un 20% de los chilenos está de acuerdo con lo que la legislación chilena nos 
impone a todos en relación con el aborto. Es hora de realizar un debate público sobre 
la legislación que queremos. Antes es necesario generar conocimiento que permita 
que este debate sea informado y se libere de prejuicios y supuestos que se posicionan 
más allá de lo discutible.
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Un nuevo consumidor chileno: 
de los derechos a las responsabilidades1

Tomás Ariztía / José Manuel Melero / María José Montero

En busca del consumidor responsable 

Tradicionalmente las esferas del consumo y la ciudadanía se han comprendido como 
ámbitos relativamente independientes. Mientras la noción de ciudadanía evoca la 
vocación por lo público, y se define como núcleo de la comunidad política, el consu-
mo, por su parte, es generalmente descrito como una práctica individual, vinculada 
a la satisfacción de deseos y necesidades privadas ajenas al devenir de la comunidad 
política. Esta mirada involucra asumir el consumo como un espacio de privatización 
de los deseos que incluso puede amenazar formas de participación propiamente po-
líticas. Ejemplo de este tipo de aproximaciones los encontramos a nivel local en la 
reflexión de Moulian sobre el consumo como un espacio de despolitización en los 
noventa (1997). 

Esta visión en la cual el consumo y la ciudadanía son polos opuestos ha sido recien-
temente desmentida por un creciente cuerpo de investigación histórica y sociológica 
orientada a reconocer los estrechos vínculos entre éstos (Soper y Trentmann, 2007). 
En términos históricos, los estudios muestran que las nociones actuales de ciudada-
nía guardan estrecha relación con los procesos de formación del consumidor. Esta 
tesis ha sido ilustrada en ámbitos tan variados como la historia de los boicots al 
consumo de azúcar (M. Micheletti, 2007), la historia del uso del consumo como 
espacio de reivindicación política en países de la órbita soviética (Hammer, 2007) o 
los movimientos de consumo responsable durante la posguerra en EE.UU. (Bevir y 
Trentmann, 2007). En todos estos casos, el consumo aparece  históricamente como 
un ámbito central en la construcción de la ciudadanía y la comunidad política.  

Desde un punto de vista propiamente sociológico, también es posible reconocer una 
creciente convergencia entre consumo y ciudadanía. Tal como constatan numero-
sos autores, en las sociedades contemporáneas el consumo se ha ido transformando 
cada vez más en una esfera de la vida humana en que las personas ejercen y definen 
valores individuales y colectivos (Miller, 1987; Bauman, 2001; Slater y Tompkins, 
2001; Trentmann, 2004; Soper y Trentmann, 2007). Algunos autores han vinculado 
esta creciente politización del consumo al fenómeno de la individualización propio 
de la modernidad avanzada, en el cual las personas son crecientemente reflexivas y 
conscientes de las decisiones que toman como consumidores (Beck, et al., 1997). Para 
otros autores, la creciente politización y moralización del consumo se vincula a la glo-
balización y el establecimiento de las cadenas de producción más complejas y por lo 
tanto más visibles para los consumidores o el creciente predominio de valorizaciones 
posmaterialistas en los consumidores del mundo desarrollado (Sassatelli, 2007). 

1 Agradecemos el apoyo a Rafael Cinoto de la Fundación Akatu por su colaboración en la preparación del índice; a la profesora 
Berta Teitelboim, de la Universidad Diego Portales, por su apoyo en el análisis estadístico, y a la Fundación AVINA por todo el 
apoyo entregado para la elaboración de esta investigación, y otras  futuras, en el tema.
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Lo cierto es que, más allá de las causas constatables, ciertamente hoy día existe una 
creciente revalorización del consumo como un espacio central en la construcción de 
la ciudadanía (Harrison, et al., 2005; Clarke, et al., 2007; Soper, 2007; Soper y Tren-
tmann, 2007; Freestone y McGoldrick, 2008). De hecho, las expresiones contem-
poráneas del consumo como un espacio de ciudadanía son muchas y cada día más 
visibles. En un reciente reporte publicado por la Fundación Ciudadano Responsable 
se enumeran algunas de las principales formas en las cuales el consumo aparece como 
un espacio de producción de la ciudadanía (Ariztía et al., 2009). Algunas se encuentran 
en movimientos como el comercio justo (fair trade) o el comercio ético (ethical trade), 
la explosión de sistemas de certificación social o ambiental, o los movimientos de “sim-
plificación del consumo” (Sasatelly, 2007) como slowfood. 

Según muestra la evidencia, de esta forma, en las sociedades contemporáneas  consumo 
y ciudadanía no serían prácticas opuestas sino caminos convergentes a través de los cua-
les es posible construir la comunidad política: definir y deliberar en torno a las formas 
deseables de vivir en sociedad. 

¿Quién es el consumidor responsable?

Una de las formas privilegiadas que toman las conexiones entre consumo y ciudadanía 
es el consumo responsable. Una definición operativa de éste lo hace aquel consumo 
orientado a “adaptar nuestro estilo de vida y hábitos de consumo, con la intención 
de reducir nuestros impactos negativos (y aumentar los impactos positivos) sobre el 
medio ambiente, personas y animales”.2 El consumo responsable aparece así como 
un consumo que toma en consideración las consecuencias públicas de las decisiones 
privadas. 

Los consumidores responsables serían, por lo tanto, aquellos que toman en cuenta y 
se responsabilizan de las decisiones que realizan como consumidores y del impacto 
que aquéllas generan en su entorno social y ambiental. Queda definido como aquel 
consumo que minimiza los impactos negativos y maximiza los positivos. En este con-
texto, se puede afirmar que el consumidor, en la medida en que expresa sus valores a 
través de la compra, tiene una opción de ejercicio ciudadano que es análogo al voto. 

Sobre la base de esta reflexión, en las próximas páginas describiremos el estado del 
consumo responsable en Chile. ¿Existe el consumo responsable en Chile? ¿En qué 
sectores de la población se encuentran estas prácticas? ¿Y quién es el consumidor 
responsable en Chile? El objetivo de este artículo es responder preliminarmente a al-
gunas de estas preguntas utilizando como base los resultados del modulo de la quinta 
Encuesta Nacional UDP. 

1. Aspectos metodológicos: Encuesta Nacional UDP y el índice Akatu

El módulo de consumo y ciudadanía de la Encuesta Nacional UDP incluyó un set de 
trece preguntas orientadas a indagar las prácticas de consumo responsable de los en-
trevistados (ver Ilustración 1). Las respuestas a estas preguntas constituyen el centro 
del material presentado en este artículo. A partir de este set, creamos una adaptación 
del índice de consumo consciente elaborado por la Fundación Akatu (2006).3 Las 
razones para tomar como referencia este índice fueron, en primer lugar, la trayectoria 
y prestigio de éste, el cual se avala en el hecho de que este índice ha sido previamen-
te aplicado en el 2003 y 2006. En segundo lugar, trabajar con el índice Akatu nos 
permitirá en el futuro  realizar un análisis comparado con un país cercano a Chile 
como Brasil. Con respecto a las limitaciones del índice, cabe recalcar que es primera 
2 Traducción de los autores, sobre la base de definición emanada del Taller de Río (Alliance 2001).
3 El presente proyecto se enmarca en un acuerdo de colaboración entre la Fundación Consumo Responsable y el Instituto Akatu, 
orientado a adaptar el índice de consumo responsable a nuestro país. 
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vez que éste se aplica en Chile, por lo que fue necesario un proceso de traducción de 
las preguntas al contexto local. Con respecto a este proceso, creemos que si bien el 
índice entrega una muy potente fotografía del consumo responsable en Chile, aún es 
factible de ser mejorado y adaptado a la realidad de Chile. 

Ilustración 1
Preguntas índice consumo responsable Akatu
¿Con qué frecuencia realiza  usted las siguientes acciones en su vida diaria? 
(respuestas: siempre/a veces/nunca)

Evitar dejar luces prendidas en ambientes desocupados.
Cortar el agua mientras se lava los dientes.
Desenchufar aparatos eléctricos cuando no los está usando.
Planificar las compras de alimentos.
Pedir la boleta de los productos que compra.
Planificar compras de vestuario.
Reutilizar papel en la impresión de documentos.
Leer la etiqueta del producto antes de decidir la compra.
Separar la basura de su hogar para reciclaje.
Esperar que los alimentos se enfríen antes de guardarlos en el refrigerador.
Comprar productos hechos con material reciclado.
Comprar productos orgánicos o naturales.
Comentar información sobre productos y empresas (por ejemplo, en relación con su origen, calidad, prestigio, etc.)

La construcción del índice 

Para la construcción del índice, las trece preguntas sobre consumo responsable fueron 
sumadas. Para el caso de aquellos entrevistados que declararan realizar regularmente 
cada práctica se sumó 1. Siguiendo el diseño original, se creó un índice que va de 0 a 
13, considerando las trece preguntas anteriormente señaladas. Posteriormente, a base 
de esta sumatoria, se definieron cuatro tipos de consumidores. Los criterios de agrupa-
ción fueron tomados de la construcción original del índice realizado por Akatu (2006). 

Los cuatro tipos de consumidores considerados son:

• Consumidores indiferentes (aquellos que realizan menos de 2 prácticas).
• Consumidores iniciantes (aquellos que realizan de 3 a 7 prácticas).
• Consumidores comprometidos (aquellos que realizan de 8 a 10 prácticas). 
• Consumidores responsables (aquellos que realizan de 11 a 13 prácticas). 

2. El consumidor responsable en Chile: una mirada panorámica

En esta sección presentamos los principales hallazgos en términos de la caracteriza-
ción del consumo responsable en Chile. Primeramente, describimos las principales 
prácticas de consumo responsable en Chile. En segundo lugar, presentamos un aná-
lisis general de los resultados del índice de consumo responsable en nuestro país, el 
cual se analiza en función de variables sociodemográficas. Finalmente, profundiza-
mos el análisis anterior,  descomponiendo el índice en 4 tipos de consumo responsa-
ble, los que son analizados en detalle.  

¿Cuáles son las principales prácticas de consumo responsable en Chile?

Al observar las prácticas de consumo responsable más realizadas por los chilenos, se 
observa que la principal es “evitar dejar luces en ambientes desocupados” (69,5) y 
esperar que se enfríen los alimentos (63,4). Prácticas como “pedir la boleta” (62,9), 
“cortar el agua” (62,8) y “planificar compras” (60) son también realizadas por una 
gran proporción de los entrevistados (ver Ilustración 2). 
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Ilustración 2
¿Con qué frecuencia realiza usted las siguientes acciones en su vida diaria? 
(% que responde “siempre”) 

Muchas de estas prácticas están vinculadas a la vida cotidiana y no necesariamente 
asociadas a la decisión de compra o valoraciones en torno a un consumo responsable, 
sino más bien a esfuerzos de ahorro doméstico. En el otro extremo, se observa la 
existencia de un grupo de prácticas cuya masificación es notablemente menor que las 
otras, como el reciclaje y la compra de bienes orgánicos realizados por menos de un 
cuarto de la muestra.

Índice de consumo responsable aplicado a Chile

A base del índice de consumo responsable en Chile, se observa que sólo un 6,5% de 
los entrevistados pueden ser definidos como consumidores conscientes (la categoría 
máxima dentro del índice); es decir como aquellos que realizan más de 11 prácticas 
de consumo responsable en forma regular. Adicionalmente, un 21% de la muestra 
se comporta como un consumidor comprometido, es decir, aquel que realiza de 8 a 
10 prácticas de consumo responsable. La gran mayoría de los encuestados, un 73%, 
afirma realizar menos de 8 prácticas; este grupo pertenece a la categoría de consumi-
dores indiferentes e iniciados (ver Ilustración 3). 

Ilustración 3
Índice de consumo responsable en Chile. Tipología de consumidores. 
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Sobre la base de estos datos, un primer hecho significativo es el bajo porcentaje de la 
población que podría ser catalogado como consumidor responsable, el cual alcanza 
sólo un 6,5% de la muestra. De hecho, la gran mayoría de la muestra puede ser 
clasificada como indiferentes o iniciantes al consumo responsable. El consumo res-
ponsable parece ser una práctica poco extendida en el país, sobre la cual existe mucho 
espacio para crecer. Sin embargo, llama la atención el hecho de que gran parte de los 
encuestados se declare como consumidores responsables. Ante la pregunta ¿se con-
sidera usted un consumidor responsable?, un 79,1% de los encuestados respondió 
afirmativamente, mientras que sólo un 19,6% afirmó que no. Se puede interpretar 
que los estándares utilizados por los entrevistados para evaluar su consumo como 
responsable son muy bajos.

Si observamos la distribución del índice en términos de la edad (ver Ilustración 4), se 
observa que los jóvenes son los que realizan un menor número de prácticas responsa-
bles: un poco más del 46% de los jóvenes entre 18 y 29 pueden ser catalogados como 
consumidores indiferentes, dado que realizan menos de 2 de las prácticas que evalúa 
el índice. Esto rompe un mito común en torno a este tipo de consumo: aquel que 
asume que los jóvenes son los más conscientes en temas sociales y ambientales. De 
hecho, el grupo etario que muestra una mayor puntuación en el ranking es el grupo 
de entre 46 y 60 años. Una explicación de esta diferencia entre adultos y jóvenes 
podría radicar en el hecho de que gran parte de las prácticas evaluadas tienen que ver 
con la gestión del hogar, por lo cual los jóvenes estarían más lejos. 

Ilustración 4
Índice de consumo responsable según tramos de edad

En términos de género no se constatan mayores diferencias entre hombres y mujeres. 
Es importante señalar que dentro de los hombres existe un mayor número de consu-
midores indiferentes: mientras este grupo llega a 41%, las mujeres alcanzan sólo un 
31%, esto también podría explicarse por el hecho de que gran parte de las prácticas 
evaluadas tienen que ver con la gestión del hogar, acción que asumen en Chile en su 
mayoría las mujeres.
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Finalmente, si se observa la distribución del índice en términos de nivel socioeco-
nómico (NSE), un primer hecho interesante consiste en constatar que a nivel agre-
gado el grupo C1 tiene una mayor orientación hacia el consumo responsable. No es 
posible observar a nivel del índice diferencias muy significativas en términos de esta 
variable, lo que rompe también el mito de creer que este tipo de consumo es princi-
palmente de elites. La Ilustración 5 muestra estas diferencias. 

Ilustración 5
Tipos de consumidores según NSE. Comparación entre extremos: consumidores 
comprometidos y responsables versus consumidores indiferentes e iniciantes. 

Esto se debe en parte al hecho de que el índice de consumo responsable, tal como está 
construido, aglutina prácticas muy disímiles, lo cual tiende a esconder la distribución 
del consumo responsable en términos de nivel socioeconómico. En la próxima sec-
ción abordaremos este tema.  

Las distintas prácticas de consumo responsable en Chile

Hasta el momento hemos descrito los aspectos generales del consumo responsable en 
Chile. En esta sección describiremos las distintas prácticas que componen este índice 
en forma desagregada. Para observar esto realizamos un análisis factorial, técnica 
utilizada para reconocer dimensiones comunes que subyacen a variables.4 A partir 
del análisis, pudimos reconocer cuatro tipos de consumo responsable distintos, los 
cuales a su vez están vinculados a disímiles orientaciones al consumo. Nombramos 
estos tipos de consumo de la siguiente forma: a) el consumo asociado a la compra 
consciente, b) el consumo asociado a un estilo de vida ahorrativo, c) el consumo aso-
ciado a  la reflexión durante la compra, y d) el consumo asociado a un estilo de vida 
sustentable (ver Ilustración 6). En lo que sigue caracterizaremos estos cuatro tipos de 
consumo (ver Ilustración 7)

4 El análisis factorial es una técnica estadística utilizada para explicar la variabilidad de un número de variables observadas en 
términos de un número menor de factores. 	
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Ilustración 6
Mapa del consumo responsable: cuatro prácticas distintas

a) La compra consciente 
Un primer tipo de consumo abarca aquellas prácticas de compra que privilegian bie-
nes o empresas cuyos productos cuentan con atributos sociales y/o ambientales, y la 
práctica de comentar información en torno a las propiedades y características de las 
empresas que comercializan estos productos. Este tipo de consumo es por lejos el me-
nos masivo. La mayoría de las personas entrevistada –el 63,4%– no realiza ninguna 
de las prácticas que están contenidas en este tipo de consumo. Esto se explicaría por 
los mayores costos –económicos y tiempo– que demandan estas prácticas y la escasa 
información que existe sobre los positivos efectos de estos productos. A nivel des-
agregado se concluye que no hay diferencias entre los hombres y las mujeres. Sin em-
bargo, las personas entre 46 y 60 son las que dominan en este grupo. Por otro lado, 
el 48,5% de las personas del grupo C1 ejecutan al menos una de estas tres prácticas, 
dejándolo como el grupo dominante. La compra consciente es por lo tanto un tipo 
de consumo que se relaciona con el poder adquisitivo de las personas. Finalmente, 
el factor educacional también es importante, ya que entre más educación tienen los 
consumidores que conforman este grupo es mayor el porcentaje que ejecuta al menos 
una de estas prácticas –universidad completa (46,1%) y posgrado (43,8%)–. 

b) El estilo de vida ahorrativo 
Una segunda práctica de consumo responsable tiene que ver con el ahorro energético 
y de recursos. Éste abarca prácticas como evitar dejar las luces prendidas, cortar el 
agua, desenchufar aparatos eléctricos y esperar que los alimentos se enfríen antes 
de ponerlos en el refrigerador. Todas estas prácticas tienen en común que no sólo 
benefician al entorno, sino que también involucran un potencial ahorro económico 
para quienes las realizan. A diferencia de la compra consciente, este tipo de consumo 
es muy transversal: 85,5% de los entrevistados realiza al menos una de las prácticas 
de este tipo. Las mujeres dominan este tipo de consumo, ya que el 92,2% de ellas 
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aplican al menos una de estas prácticas. De la misma forma, las personas de más edad 
parecen ser las más ahorrativas: los entrevistados entre los 18 y 29 años que realizan 
las cuatro prácticas de consumo ahorrativo son un 22,9%, mientras que el rango de 
61 y más años son el 38,4%. En relación con los grupos socioeconómicos, es posible 
observar que los grupos socioeconómicos medios bajos y bajos son muy activos en 
términos de este tipo de consumo. Se observa, por lo tanto, que el consumo respon-
sable no es algo exclusivo de las personas de altos ingresos, como comprobamos en 
particular con este tipo de consumo. 

c) La compra reflexiva
Un tercer tipo de consumo responsable engloba aquellas prácticas que involucran 
reflexionar sobre la compra. Dentro de éstas se encuentran prácticas como la planifi-
cación de compras y la lectura de etiquetas de los productos. Al igual que el consumo 
ahorrativo, este tipo de consumo tiene una alta participación a nivel de la población, 
ya que el 72,1% de la muestra declara que implementa al menos una de ellas. Es in-
teresante notar nuevamente que en este grupo se observa un dominio de las mujeres: 
un 77,8% ejecuta al menos una de las prácticas contra un 66,2% de los hombres. A 
nivel etario se concluye que las personas de mayor edad son las que tienen conductas 
de compra más reflexivas, a diferencia de las personas más jóvenes (19-29 años), que 
al parecer se fijan menos en lo que compran. En términos de NSE y nivel educacional 
no se aprecian diferencias significativas.    

d) El estilo de vida sustentable 
Finalmente, un cuarto tipo de consumo responsable tiene que ver con aquellas prác-
ticas que no están vinculadas a la compra sino a la mantención de un estilo de vida 
sustentable, considerando la separación de los residuos para reciclaje y la reutiliza-
ción del papel de impresión. Al igual que el primer tipo de consumo analizado, éste 
tiene una baja participación: sólo 33,1% de la población realiza al menos una de las 
prácticas. Este tipo de consumo varía fuertemente en términos de NSE y nivel edu-
cacional. Mientras el 45,2% de la clase media alta (C1) realiza al menos una de las 
prácticas, este porcentaje va disminuyendo hasta llegar al 24,6% en  los sectores de 
menores ingresos (E). Similarmente, sólo el 21,1% de las  personas sin estudios reali-
zan alguna de estas prácticas, mientras que el 56,2% de las personas con posgrados lo 
hacen. Esta relación entre nivel socioeconómico se puede deber a que la realización 
de estas prácticas presupone mayores niveles de educación e información. A nivel de 
género y grupos etarios no se observan diferencias significativas.  

3. Conclusiones

El consumo responsable puede ser definido como aquel que involucra considera-
ciones no sólo económicas, sino sociales y/o ambientales. Por primera vez en Chile, 
este estudio ha descrito la magnitud de este fenómeno replicando el índice de con-
sumo responsable Akatu. Se observa que un 6,5% de los chilenos se comporta como 
un consumidor responsable, es decir, alguien que dice realizar 11 o más prácticas 
responsables regularmente. Este 6,5% es más bien moderado y se observa que aún 
queda mucho trabajo en términos de promover este tipo de consumo en Chile, por 
cuanto gran cantidad de la población tiene una participación modesta en este tipo 
de prácticas. 

Con todo, al analizar los datos en términos de variables sociodemográficas, se observa 
que el consumo responsable no es necesariamente una práctica elitista (Ilustración 
8). Muy por el contrario, existen numerosas prácticas de consumo responsable pre-
sentes con mayor fuerza en sectores de menos recursos (sobre todo aquellas vincu-
ladas al ahorro). Esto implica la existencia de un enorme potencial en términos de 
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promover e instalar este tipo de prácticas. Para esto, hay que romper el prejuicio que 
iguala consumo responsable con la compra de productos certificados y abrirse a la 
existencia de otras forma de ejercer el consumo como un espacio  ciudadano. 

Ilustración 8
Porcentaje del total de entrevistados que realiza habitualmente los distintos prácticas 
de consumo según GSE

En este artículo hemos diferenciado cuatro prácticas de consumo responsable, los 
cuales se distribuyen de forma disímil en la población. Mientras el estilo de vida 
ahorrativo y el consumo reflexivo son prácticas comunes y transversales a distintos 
niveles socioeconómicos, la compra de productos responsables o prácticas como el 
reciclaje ligadas a un estilo de vida sustentable están vinculadas a sectores socioeconó-
micos altos, en parte por los costos y las dificultades de información que requieren. El 
desafío, en este contexto, consiste en lograr masificar este tipo de prácticas. 

Finalmente, conviene señalar un aspecto metodológico. Al ser el primer índice de 
este tipo realizado en Chile, además de contar con respaldo internacional, este tipo 
de medición constituye una herramienta clave para promover el consumo responsa-
ble en Chile, por cuanto permite contar con registros y obtener a futuro tendencias 
que faciliten la promoción del consumo responsable a nivel nacional. 
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Las fuentes de satisfacción
de los chilenos con sus vidas
Sergio Fortuño

¿Cuán satisfechos están con sus vidas los chilenos y cuáles son los principales deter-
minantes de su satisfacción? Los datos de la Encuesta Nacional UDP arrojan respues-
tas para estas preguntas que, por una parte, son bastante concluyentes y, por otra, 
dejan espacio para nuevos esfuerzos explicativos.

Sí, los chilenos parecen satisfechos con sus vidas. La evolución de los datos dispo-
nibles de 2005 a 2009 es elocuente. Tanto en general como en ámbitos que van de 
lo privado a lo público, de la casa al trabajo, las variables que miden el grado de sa-
tisfacción de los encuestados con las distintas áreas de sus vidas cotidianas muestran 
mayoritariamente incrementos significativos. 

La perspectiva en series anuales es decidora al respecto, ya que podría esgrimirse 
que los individuos tienden a mejorar la imagen de sí mismos ante preguntas que 
inquieren por su satisfacción, felicidad o percepción de bienestar. Si se acoge la ob-
servación, la frecuencia de estas respuestas no sería un buen indicador de la realidad. 
Pero, más allá de magnitudes y porcentajes considerados aisladamente, lo relevante 
es la tendencia que se dibuja año a año. En medio de discusiones teóricas sobre la 
felicidad de los chilenos cuyas ópticas cubren desde el malestar (Moulian, 1997), al 
optimismo realista (Brunner, 1998; Tironi, 2005), esa tendencia, significativa pero 
casi inadvertidamente, es al alza.

Con debates tan profusos como cruzados sobre igualdad, discriminación, mercado, 
globalización y Estado como telón de fondo, los chilenos declaran estar progresiva-
mente más satisfechos con su realidad. Y si bien los resultados son contundentes, sus 
causas pueden resultar algo más difusas. Centrándose en la pregunta sobre satisfac-
ción con la vida en la Encuesta Nacional UDP,  este trabajo se propone identificar 
variables sociodemográficas que den una pista sobre las fuentes de la complacencia 
mayoritaria de los chilenos.

La literatura empírica sobre felicidad, satisfacción con la vida y el bienestar subjetivo 
ha experimentado un auge notable en la última década y media (Bjørnskov, 2010). 
Los resultados del Estudio Mundial de Valores han dado origen a la Base de Datos 
Mundial de la Felicidad (Veenhoven, 2006) y a ambas iniciativas se sumó, en 2006, 
la encuesta Gallup Mundial, con énfasis en el bienestar y comportamiento de los 
ciudadanos en 130 países del mundo.

La información disponible, pese a ser cuantiosa, ha dado lugar a diversas explica-
ciones sobre los factores que inciden en estas tres variables. Distintas perspectivas 
teóricas, diferentes diseños de encuestas, con variaciones en el framing y ubicación de 
las preguntas, además de las particularidades económicas, institucionales y culturales 
de cada país, han gatillado disímiles hipótesis y evidencias sobre los determinantes 
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del bienestar, la felicidad y la satisfacción con la vida. Para una revisión sintética y 
panorámica, las explicaciones se han agrupado en tres clases: aquellas que enfatizan 
las relaciones entre ingreso y bienestar subjetivo, las que centran la atención en los 
efectos del capital social sobre los niveles de satisfacción con la vida, y aquellas que 
exploran la incidencia de variables políticas, macroeconómicas e institucionales.

Relación entre ingreso y bienestar subjetivo

La relación entre ingreso y satisfacción con la vida, si bien resulta significativa en 
distintos estudios de casos, suele ser problemática. Las investigaciones realizadas a 
partir de la Base de Datos Mundial de la Felicidad (Bjørnskov, 2010) tienden a re-
plicar la paradoja de Easterlin (Easterlin, 1973, 1995): los incrementos en el ingreso 
promedio de los países ricos no han producido un incremento en la felicidad pro-
medio. Sin embargo, Stutzer (2004) expone evidencia que sugiere que la satisfacción 
con  la vida depende parcialmente de la diferencia entre las aspiraciones de ingreso 
de los individuos y sus ingresos efectivos, mientras que Fischer (2008) muestra que 
la paradoja de Easterlin se resuelve en el caso estadounidense si los sueldos se ajustan 
según inflación.

Johns y Ormerod (2007) recalcan que el promedio de felicidad nacional es indiferen-
te a acontecimientos relevantes como variaciones en el producto geográfico bruto, el 
gasto público, las expectativas de vida, la delincuencia y la iguadad entre los géneros. 
Veenhoven y Hagerty (2006) e Inglehart et al. (2008), sin embargo, arguyen que en 
la evidencia empírica del Estudio Mundial de Valores hay fluctuaciones en la felici-
dad y que la tendencia general es hacia su aumento.

Diener y Seligman (2004) sugieren en una revisión de la literatura sobre el tema que 
las encuestas de bienestar comparadas apuntan a que se producen retornos decre-
cientes en ingresos de más de 10 mil dólares anuales y que los efectos del ingreso se 
minimizan aun más una vez controlados factores sociales y de salud. Incluso después 
de décadas de crecimiento, los valores promedio de felicidad siguen estáticos en Esta-
dos Unidos y Japón (Duncan, 2010). Una explicación posible es que el crecimiento 
económico derive en expectativas crecientes sobre bienestar (Easterlin, 1974, 2001). 
La buena salud y una mayor conexión social parecen aportar más a la felicidad y la 
satisfacción con la vida, por lo que su promoción debería ser prioritaria para los go-
biernos (Easterlin, 2003).

Explicaciones a partir de relaciones interpersonales: comunidad, 
intimidad y capital social

Al estudiar la relación entre la satisfacción económica de las personas y sus ingresos 
por hogar en México, Rojas (2010) detecta que la predominante estructura comu-
nitaria y altruista de la vida familiar mexicana (donde quien recibe el mayor ingreso 
en un hogar lo aporta para ser gastado de forma más bien igualitaria con el resto de 
los integrantes de la familia) incide en el nivel de felicidad más que los montos del 
ingreso considerados aisladamente. La excepción se produce en las familias de ingre-
sos más bajos, donde la no disponibilidad de recursos para algunos de sus miembros 
puede producir un desmedro económico severo.

Analizando los datos de Bangladesh, Camfield, Choudhury y Devine (2009) explican 
que este país, uno de los más pobres y con mayor densidad poblacional del mundo, 
posee niveles de felicidad mayores a los de muchos países gracias a la “significación 
de las redes de relaciones de la gente en la construcción de su felicidad [...]. La gente 
se construye a través de relaciones interpersonales, intergeneracionales y entre grupos 
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[...]. Con la excepción de las mujeres de edad, todos los grupos hicieron conexiones 
entre su felicidad y un deseo de ser respetados y/o influyentes más allá de los confines 
inmediatos de las relaciones familiares”.

Demir y Ôzdemir (2010) conciben que la relación entre amistad y felicidad está 
mediada por la satisfacción de las necesidades de los amigos más cercanos. Demir 
(2010) compara la felicidad entre adultos jóvenes con y sin pareja romántica para 
concluir que, en el caso de quienes no tienen pareja, la calidad de la relación con la 
madre y de la amistad más cercana son los únicos predictores de felicidad. Para quie-
nes tienen pareja, lo son la calidad de la relación con la madre y con la propia pareja.          

Desde la perspectiva del capital social, Ram (2009) refrenda a Putnam (2000) y Us-
lander (1999), en el sentido de que la confianza en los demás, “quizás la parte más 
esencial del capital social”, ayuda a crear una “comunidad vibrante”. Bjørnskov (2003) 
sugiere que el capital social puede contribuir más a la felicidad que el ingreso en los 
países ricos, mientras que lo opuesto se produciría en países con  menor ingreso. 

Institucionalidad y apertura económica

Wassmer,  Lascher y Kroll (2008) pesquisan en un estudio estadounidense la relación 
entre política fiscal y felicidad para detectar que se producen diferencias elocuentes 
entre grupos ideológicos (conservadores, liberales y moderados) respecto de cuánto 
influye la seguridad pública en la felicidad. La felicidad es mayor en países desarro-
llados con gobiernos de izquierda (Pacek y Radcliff, 2008). Quienes se definen de 
izquierda son más felices bajo un gobierno de izquierda y quienes se define de dere-
cha lo son más bajo un gobierno de derecha (Di Tella y McCulloch, 2005). En un 
estudio comparativo de 68 países, Ovaska y Takashima, sin embargo, evidencian que 
un sector público más grande produce menos satisfacción, tendencia que es mayor 
entre quienes se definen como más de izquierda que el promedio.

La apertura económica es relacionada positivamente con la satisfacción con la vida 
por Tsai (2009), con la salvedad de que la menor felicidad en países poscomunistas 
no se debe a la apertura del mercado, sino a otros factores. La salud nacional, el 
impulso económico del momento y la estabilidad de los precios constituyen factores 
relevantes en el bienestar subjetivo.

Graham y Petinatto (2000) analizan la relación entre la apertura de mercados en 
Latinoamérica para detectar que las actitudes favorables a una mayor liberalización 
de la economía y la preferencia por la democracia ejercen efectos positivos sobre el 
bienestar subjetivo, así como la inflación y el desempleo producen efectos negativos.

Satisfacción con la vida en la Encuesta Nacional UDP

La satisfacción con la vida se refiere a cualidades o circunstancias vitales, como la rique-
za personal, las relaciones familiares, la participación comunitaria, el empleo, el logro 
de metas, etcétera, que pueden causar satisfacción o insatisfacción (Argyle, 2001).

La Encuesta Nacional UDP 2009 consagra un módulo de preguntas a esta dimensión 
del bienestar subjetivo. Las variables resultantes están medidas cuantitativamente, en 
una escala del 1 al 10, donde 1 es “totalmente insatisfecho” y 10, “totalmente satisfe-
cho”. Estas preguntas buscan medir la satisfacción de los individuos con lo siguiente:

1. El trabajo que realizan
2. El tiempo libre del que disponen



116

3. Su relación de pareja
4. Su vida sexual
5. Su situación económica
6. Su estado de salud
7. Su nivel educacional
8. Sus relaciones de amistad
9. Las relaciones dentro de su núcleo familiar
10. El barrio donde viven

La última pregunta del módulo inquiere cuán satisfechos en general están con sus 
vidas los individuos. A continuación, la evolución de los porcentajes sumados de las 
respuestas 8, 9 y 10, las tres de mayor grado de satisfacción:

En la comparación de los últimos dos años, se observan diferencias significativas al 
alza en las relaciones al interior del núcleo familiar y las relaciones de amistad. Las 
dos variables relacionadas con planos más íntimos de la vida, relación de pareja y vida 
sexual, exhiben una baja que no es estadísticamente significativa.

En los ámbitos más públicos de satisfacción con la vida que se incluyen en la En-
cuesta Nacional UDP, se advierten incrementos significativos en el estado de salud 
(que conecta la vida individual con la prestación de servicios de bienestar del país), 
la satisfacción con el trabajo y con la propia situación económica. Estos resultados 
revierten la tendencia de encuestas anteriores, donde las dimensiones más íntimas de 
satisfacción con la vida primaban sobre aquellas más externas al dominio de la familia 
y la intimidad.

Desagregados por edad, nivel socioeconómico y edad, los resultados exhiben una 
mayor satisfacción con la vida en los tramos etarios menores, para repuntar en el 
último tramo, en los estratos socioeconómicos más altos y en los hombres.
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Al comparar las encuestas de 2008 con 2009, se observa un incremento en la satisfac-
ción con la vida en todos los segmentos, con excepción del nivel socioeconómico D, 
aunque no se trata de una caída estadísticamente significativa. Pese a que la tendencia 
de la encuesta anterior se mantiene, hay un incremento generalizado en el grado 
general de satisfacción.
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57,6%
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Para identificar los factores que determinan este incremento, se ha creado un modelo 
de regresión lineal donde se incluyeron las variables sociodemográficas presentes en 
los gráficos anteriores. Siguiendo el resumen teórico y empírico de la sección ante-
rior, se agregó también una variable de identificación política según una escala de 1 a 
10, donde 1 es más de izquierda y 10, más de derecha. Las evaluaciones egotrópicas 
(sobre la situación personal y familiar) y sociotrópicas (sobre la marcha del país en 
general) acerca del estado de la economía, tanto en el momento presente como re-
trospectiva y prospectivamente, también fueron tomadas en cuenta. 

Variables ideológicas, económicas, culturales, relacionales, institucionales e ideoló-
gicas han sido invocadas como factor explicativo por diversos autores en variados 
contextos. Este modelo propone un testeo del caso chileno a la luz de esas teorías, 
reconociendo la necesidad de ampliar su estudio con la inclusión de variables ma-
croeconómicas como el crecimiento y la inflación. La regresión más ajustada es la 
siguiente, con un R2 de ,081:

Las variables que resultan estadísticamente significativas son las del nivel socioeconó-
mico, donde hay una tendencia hacia una mayor satisfacción en los estratos medios 
y altos y una tendencia a un decrecimiento de la satisfacción en los estratos bajos; 
y las evaluaciones sobre el momento económico personal y familiar, con una mayor 
tendencia a la satisfacción cuando más positiva es esa evaluación y viceversa.

Conclusiones

La reciente literatura sobre bienestar subjetivo, felicidad y satisfacción con la vida, 
al mismo tiempo que ha sido provechosa para el abordaje de un campo extenso y 
complejo, no ha producido grandes consensos y avanza en un paisaje dominado por 
hipótesis y evidencias contradictorias. Tal dispersión empírica y teórica es propia 
también de un campo donde los instrumentos de medición (las grandes encuestas 
mundiales) presentan diferencias en su diseño y donde la información depende de 
la disposición de los encuestados, quienes presumiblemente sesgan sus respuestas 
para proyectar una mejor imagen de sí mismos (lo que es típicamente observable en 
preguntas como la satisfacción con la vida sexual).

Explicaciones con ambición de generalización, como aquellas que recurren al ingreso 
como principal factor de satisfacción, tropiezan con la evidencia de países en desa-
rrollo, donde un crecimiento económico sostenido no se acompaña de un alza en los 
niveles de satisfacción. Con un producto geográfico marcadamente menor al de los 
países desarrollados, América Latina sigue la misma tendencia (Graham y Petinatto, 
2000). Por otra parte, explicaciones que recurren a la identidad cultural, el capital 
social y los lazos interpersonales a nivel de familias o de comunidad corren el riesgo 
de limitarse a una aplicabilidad privativa del país o la sociedad estudiados.

La información analizada para el caso chileno en estas páginas arroja resultados más 
cercanos a la primera opción explicativa. Factores como el estrato socioeconómico de 
pertenencia y la evaluación sobre la situación económica personal y familiar tienen 
una incidencia en el grado de satisfacción con sus vidas que declaran los entrevistados. 
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Un mayor optimismo económico luego de un año 2008 marcado por la crisis fi-
nanciera internacional pudo haber incidido en un repunte de la satisfacción durante 
2009. Las evaluaciones sobre el entorno inmediato, con criterio “de bolsillo”, priman 
más que nociones sobre la marcha general de la sociedad en el plano económico, 
mientras que siguen siendo significativas las diferentes percepciones de bienestar y fe-
licidad entre los estratos socioeconómicos altos y bajos. Sin embargo, esas diferencias 
se producen en un escenario de satisfacción generalizada y creciente.

El terremoto y tsunami del 27 de febrero será este año 2010 un factor al que poner 
atención si los chilenos y sus familias perciben que ha causado efectos en su situa-
ción personal. Mientras la narrativa de esta catástrofe ha asumido el carácter de una 
épica de reconstrucción nacional, los datos aquí analizados arrojan que, al ponderar 
su satisfacción con la vida, los chilenos recurren en parte a una narrativa acotada a 
lo privado y lo inmediato. En este sentido, las fuentes de la satisfacción permanecen 
puertas adentro.
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El votante díscolo
Kenneth Bunker / Patricio Navia

Introducción

La elección presidencial de 2009-2010 sancionó el retorno de la derecha a la pre-
sidencia. Con la victoria de Sebastián Piñera, ese sector, agrupado en la Coalición 
por el Cambio, logró acceder democráticamente al poder por primera vez desde la 
elección de Jorge Alessandri Rodríguez en 1958. Luego de dos décadas de exitosos 
gobiernos de la Concertación (1989-2009), Piñera resultó electo al menos en parte 
debido a que los votantes decidieron castigar a la Concertación más que a premiar 
a la Coalición por el Cambio. De hecho, la derrota de la coalición en el poder se 
entiende parcialmente como un problema interno en tanto la erosión en los partidos 
políticos que la conforman le impidió ser opción ganadora en 2009-2010. 

La torpeza de la Concertación para integrar y representar a todos los sectores que 
tradicionalmente le habían votado quedó en evidencia cuando las cúpulas se negaron 
a efectuar primarias abiertas y vinculantes. Los ex socialistas Jorge Arrate y Marco 
Enríquez-Ominami renunciaron a la Concertación al no poder competir al interior 
del Partido Socialista. Al ser excluidos del proceso de selección de candidatos, Arrate 
ingresó a otra coalición mientras que ME-O compitió como independiente. La di-
visión de las preferencias entre los candidatos ligados a la Concertación en primera 
vuelta significó que ninguno de ellos reuniera suficientes votos para superar a Piñera.

Con 20,1% de los votos, ME-O logró dividir al electorado de la centro-izquierda tan 
profundamente que la Concertación no pudo replicar su histórica cohesión y ganar 
en segunda vuelta. Por eso, si logramos comprender las características de los votantes 
de ME-O, podremos acercarnos a entender las razones de la derrota de la Concer-
tación. Si bien también describimos las características de los votantes de los otros 
candidatos, lo hacemos para contextualizar el comportamiento de los votantes de 
ME-O. En el capítulo abordamos cómo afectaron las reglas electorales en el resultado 
final, cuáles son las características sociodemográficas de esos votantes y cuál fue la in-
fluencia de las tendencias políticas e ideológicas en la determinación de preferencias.

En la segunda parte del capítulo hacemos una breve reseña de la elección de 2009, 
enfatizando en la cohesión de la Coalición por el Cambio y el desorden de la Con-
certación. En la tercera parte usamos datos de la Quinta encuesta nacional UDP 
para caracterizar a los votantes de ME-O. Mostramos (a) sus características institu-
cionales, (b) identificamos sus características sociodemográficas, y (c) describimos 
sus características políticas e ideológicas. En la parte final discutimos las principales 
lecciones de la elección presidencial de 2009, en base al comportamiento de los vo-
tantes de ME-O.

La Elección Presidencial de 2009

Cuatro candidatos se presentaron a la elección presidencial de 2009. Sebastián Piñera 
representó a la Coalición por el Cambio, Eduardo Frei representó a la Concertación, 
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Jorge Arrate representó a la lista extra-parlamentaria de la izquierda Juntos Podemos 
y Marco Enríquez-Ominami se presentó como independiente.

Piñera, un conocido empresario y político del partido Renovación Nacional (RN), 
fue elegido democráticamente como Senador por Santiago Oriente en 1989, desem-
peñándose en dicho cargo hasta 1998. Después de buscar frustradamente la candida-
tura presidencial de su coalición en 1993 y 1999, lo logró en 2005. En esa ocasión, 
dividió el voto de su sector con el candidato de la Unión Demócrata Independiente 
(UDI) Joaquín Lavín. Piñera obtuvo la segunda mayoría en la primera vuelta, avan-
zando a la segunda vuelta donde perdió ante la candidata de la Concertación, la 
socialista Michelle Bachelet.

Apenas cayó derrotado en segunda vuelta en 2006, Piñera lanzó su campaña presi-
dencial para la elección de diciembre de 2009. Su principal dificultad fue lograr ser el 
candidato presidencial único de la coalición de derecha. La rivalidad que existe entre 
RN y la UDI llevó a ambos partidos compitieran para alzar un candidato propio. Por 
ser de RN, Piñera enfrentó el rechazo de las elites de la UDI. El argumento central 
utilizado por la UDI fue que, ya que Piñera era un empresario poderoso que había 
tenido problemas para separar sus intereses económicos de sus preocupaciones polí-
ticas, su candidatura podría ahuyentar a los sectores populares mayoritarios, donde la 
UDI había concentrado sus esfuerzos electorales en años anteriores. 

A pesar de los problemas internos en su coalición, Piñera logró consolidar su aspira-
ción presidencial. La alta intención de voto por Piñera que mostraban las encuestas 
hizo que la prensa rápidamente lo reconociera como el candidato más fuerte de la 
Alianza. Esta importante exposición mediática le permitió reforzar su apoyo en las 
encuestas y eventualmente lograr la nominación de la UDI. El 10 de septiembre de 
2009 Piñera fue oficialmente inscrito como el candidato presidencial de la Alianza—
llamada Coalición por el Cambio.

La Coalición por el Cambio decidió llevar un candidato único después de aprender la 
lección en la elección presidencial de 2005. En la primera ronda de ese año, la suma 
de los votos de los dos candidatos derechistas, Piñera (25,4%) y Lavín (23,2%), fue 
mayor al porcentaje de votos obtenido por la abanderada de la Concertación, Miche-
lle Bachelet (45,96%). Pero en segunda vuelta, Bachelet (53,5%) logró una cómoda 
mayoría absoluta. La división de la Alianza en primera vuelta es considerada como 
uno de los motivos centrales que permitieron la victoria de Bachelet en segunda 
vuelta. La Concertación cometió el mismo error en 2009 que la Alianza en 2005 . 
Ese año, por primera vez en su historia, la coalición centroizquierdista enfrentó una 
elección presidencial dividida. Tres de los cuatro candidatos que se postularon a la 
presidencia pertenecían, o habían recientemente pertenecido, a la Concertación.

La división de la Concertación puede ser entendida como un resultado de la falta de 
un diseño institucional adecuado y como efecto de la rigidez estructural en la toma 
de decisiones. En las dos décadas que la Concertación se mantuvo en el poder, los 
candidatos para las elecciones locales y legislativas fueron, en su gran parte, desig-
nados por las élites de la coalición . Al utilizar el porcentaje de escaños obtenidos en 
las elecciones más recientes como un proxy, las comunas y distritos y se dividieron 
proporcionalmente entre los cuatro partidos que conformaban la coalición. Este me-
canismo de selección de candidatos tradicionalmente favoreció al PDC y al PS por 
sobre el PPD y el PRSD. A largo plazo, esta estrategia condujo a una erosión en la re-
lación entre los partidos y previno la competencia y por tanto la participación de los 
militantes y simpatizantes de la coalición en la toma de decisiones. Para la elección de 
concejales de 2008, el PPD y el PRSD presentaron una lista de candidatos separados 
del PDC y el PS, alegando que de esa forma estimulaban una mayor participación.
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La fractura en la Concertación se hizo aún más evidente en el proceso de nominación 
del candidato presidencial en 2009. En cada elección desde 1989, la Concertación 
había celebrado (o planificado celebrar) primarias abiertas (semi-abiertas en 1993). 
En 2009, sin embargo, las elites de la Concertación estuvieron menos dispuestas a 
aceptar que el candidato fuera escogido por los simpatizantes de la coalición. Los 
principales contendores eran cinco conocidos líderes de la Concertación, la senadora 
Soledad Alvear (ex presidenta del PDC), el ex presidente Ricardo Lagos, el ex presi-
dente y senador Eduardo Frei, el ex Ministro José Miguel Insulza (Secretario General 
de la OEA) y el senador José Antonio Gómez (Presidente del PRSD). Alvear declinó 
sus aspiraciones después de los paupérrimos resultados del PDC en las municipales 
de 2008. Lagos se retiró después de que la Concertación rechazara una serie de con-
diciones impuestas por el ex presidente (entre las que se incluía la no celebración 
de primarias). Insulza se retiró aparentemente por sentir que no generaba suficiente 
apoyo en las encuestas.  Sólo Frei y Gómez se mantuvieron como candidatos. Los 
partidos de la Concertación acordaron realizar una elección primaria por regiones 
para escoger al candidato. 

En 1993, Frei había participado en las primarias semi-abiertas de la Concertación, 
derrotando a Ricardo Lagos, por 62,9% a 37,1%. Luego ganó las elecciones con el 
mayor porcentaje de votos desde 1931. Asumió el cargo en 1994 y fue sucedido por 
Lagos en 2000. Al terminar su periodo, Frei asumió un escaño como senador vitali-
cio. Dado que las reformas constitucionales de 2005 abolieron este cargo, en 2005 
Frei compitió por un escaño en el Senado, resultando electo democráticamente. Su 
determinación por buscar volver a La Moneda lo llevó a anunciar tempranamente su 
intención de ser candidato y, después de la declinación de Alvear, fue el único can-
didato sobreviviente en el PDC. En cambio, la candidatura del PRSD José Gómez 
pareció un acto simbólico y una herramienta de negociación de su partido más que 
una auténtica intención de ganar la nominación. Gómez es militante del PRSD, 
el partido más pequeño de la Concertación. Si bien fue ministro de Justicia en el 
gobierno de Lagos, aparecía como una figura más nueva en la política. A su vez, el 
PRSD nunca había tenido la oportunidad de levantar a un candidato presidencial 
propio. 

Para dirimir el candidato oficial, la Concertación realizó una elección primaria entre 
Frei y Gómez el 6 de abril de 2009. Pero la forma oscura en la que se organizó demos-
tró que la Concertación sólo quería revestir de un manto de legitimidad democrática 
un proceso de selección de candidato decidido por los liderazgos partidistas y no por 
los simpatizantes de la coalición. Dos observaciones apoyan este argumento. Prime-
ro, la inclusión de sólo dos candidatos en la primaria fue el símbolo de la imposición 
de las élites de la Concertación sobre la voluntad de muchos de sus propios mili-
tantes que querían participar con candidatos alternativos. Segundo, lejos de ser una 
elección competitiva, las normas de la primaria eran claramente favorables para una 
victoria de Eduardo Frei. Las elecciones primarias sólo se llevaron a cabo en dos de las 
quince regiones del país, las cuales electoralmente favorecían ampliamente al PDC. 
Frei ganó las elecciones primarias por un amplio margen (65% a 35%) y, siguiendo 
las reglas que establecían que una victoria de esa magnitud daba por finalizado el 
proceso de primarias, fue nominado como candidato único de la Concertación. 

Paralelo a la selección de los candidatos principales, otra carrera también estaba ini-
ciándose con dos políticos menos prominentes de la Concertación. Los socialistas 
Jorge Arrate y Marco Enríquez-Ominami habían expresado su intención de ser pre-
candidatos de la Concertación. Sin embargo, el Comité Central socialista se apresuró 
en rechazar a sus aspiraciones. El PS decidió respaldar a  Frei, en lugar de un candi-
dato de su propio bando.
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Como reacción a este injusto mecanismo de selección de candidatos, tanto Arrate 
(primero) como ME-O renunciaron al PS y levantaron candidaturas presidenciales 
por fuera de la Concertación. Después de dejar el PS, Arrate fue declarado precan-
didato por la coalición Juntos Podemos Más (JPM), pacto de izquierda extra-parla-
mentaria. En el JPM, conformada por el Partido Comunista (PCCH) y el Partido 
Humanista (PH), se programó una primaria entre Arrate y Tomás Hirsch (PH). En 
una elección primaria celebrada el 25 de abril 2009, Arrate derrotó a Hirsch. El 9 
de septiembre de 2009 Arrate fue inscrito como el candidato presidencial único del 
JPM en el Servel.

Enríquez-Ominami también decidió renunciar a su militancia socialista y levantar 
una candidatura presidencial independiente. Ya que la ley electoral chilena exige 
36.000 firmas (0,5% de los votos válidamente emitidos en la elección presidencial 
anterior) para inscribirse como independiente, su candidatura enfrentaba un difícil 
desafío. Tras dos meses de campaña, ME-O 63.000 firmas ante notario en respaldo 
a su candidatura, un récord absoluto para un candidato independiente. El éxito de 
su campaña pudo estar asociado al elevado éxodo de miembros de la Concertación. 
Durante su campaña de cinco meses, hubo una cifra récord de senadores, diputados 
y militantes que renunciaron a los partidos de la coalición, en especial al PS. El 10 
de septiembre 2009 Enríquez-Ominami se inscribió como candidato presidencial 
independiente en el Servel.

Con estos cuatro candidatos, la elección presidencial tuvo lugar el 13 de diciembre 
de 2009. Piñera obtuvo la primera mayoría relativa, con un 44,1%, Frei recibió 
29,6%, Enríquez-Ominami logró un 20,1%, y Arrate alcanzó un 6,2%. Ya que nin-
gún candidato obtuvo mayoría absoluta, los dos candidatos con mayores preferencias 
compitieron en una segunda vuelta el 17 de enero de 2010. Ese día, Piñera ganó la 
elección con un 51,6%, superando a Frei que obtuvo el 48,4%.

¿Quiénes votaron por Marco?

Pese a haber perdido en primera vuelta, ME-O fue el candidato independiente 
más exitoso en la historia electoral del Chile post Pinochet. Desde 1989, todos los 
candidatos que compitieron sin el apoyo de un partido político o de una coalición 
fracasaron. En 1989 Francisco Javier Errázuriz se presentó como independiente, 
consiguiendo un 15,4%. En 1993 José Piñera, consiguió el 6,2%. En 1999 Arturo 
Frei Bolívar y Sara Larraín compitieron como independientes, consiguiendo 0,4% y 
0,4% respectivamente. En 2005 no hubo candidatos independientes. 

El éxito de ME-O se debe entender a partir del fracaso de la Concertación y de los 
aciertos de la Coalición por el Cambio. Pero también se debe entender como una 
respuesta al problema que la gente vio en el sistema político. El apoyo que recibió 
se debe entender como un apoyo de un porcentaje importante del electorado a su 
mensaje de renovación. En las siguientes páginas mostramos cómo los factores insti-
tucionales, sociodemográficos, políticos e ideológicos influyeron en las preferencias 
de los electores.

Tabla 1. Intención de voto en inscritos y no inscritos

Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009.  * Suma 1301 pues incluye 6 personas que no 
indican su condición de ins-

cripción. Las filas no suman 1301 porque se excluyen otras categorías (no sabe, no contesta).
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La Tabla 1 muestra las características institucionales de los votantes. Dado que las 
reglas electorales establecen un sistema de voto obligatorio para aquellos inscritos, los 
análisis sobre intención de voto tienden a ignorar las preferencias de los no inscritos. 
Pero para la elección de 2009 es especialmente importante enfocarse en ese grupo, 
dado el envejecimiento del padrón electoral que en parte refleja el mayor desencanto 
con la política de la población más joven. De hecho, los resultados de la encuesta IC-
SO-UDP muestran que en 2009, los no-inscritos hubieran sido un grupo determi-
nante. De haber existido inscripción automática, las preferencias por los candidatos 
Frei y ME-O hubieran sido mucho más cercanas. De hecho, la encuesta ICSO-UDP 
dio a ambos candidatos en empate estadístico cuando se incluía a todo el universo de 
mayores de 18 años, independientemente de su condición de inscripción. 

Si miramos más de cerca el comportamiento electoral en ambos grupos—inscritos 
y no inscritos—podemos ver que existen diferencias sustantivas. Si sólo se toma en 
cuenta la intención de voto de los inscritos, Frei aventaja por seis puntos a Enríquez-
Ominami. Sin embargo, si se considera sólo la intención de voto de los no inscritos, 
el apoyo a Frei se reduce a un 10,3%. Ya que la gran mayoría de los no inscritos son 
menores de 40 años de edad (cumplieron 18 años después del plebiscito de 1988), 
La Tabla 21 también muestra los enormes problemas que tuvo el candidato de la 
Concertación para atraer la votación de los más jóvenes. 

Por cierto, esta evidencia apunta a que una buena parte de los que preferían a ME-O 
durante la campaña no estaban inscritos. Ya que uno de los debates centrales en el es-
cenario público durante 2009 fue sobre la posibilidad de implementar un sistema de 
inscripción automática y voto voluntario, si las reglas hubiesen cambiado hacia este 
sistema y las preferencias de la encuesta ICSO-UDP se hubiesen mantenido, ME-O 
podría haber superado al candidato de la Concertación en primera vuelta. 

La Tabla 2 muestra las características sociodemográficas de los votantes, en cuatro ca-
tegorías, sexo, grupo etáreo, nivel socioeconómicos y zona geográfica. Al comparar la 
intención de voto según sexo, los tres candidatos de centro-izquierda, del mundo de 
la Concertación, recibieron mayor votación entre hombres que mujeres. Lo opuesto 
ocurrió con el candidato de derecha, sector que tradicionalmente tiene más apoyo 
entre mujeres que entre hombres. Por cierto, respecto a ME-O, esta evidencia es 
contradictoria a la hipótesis de campaña que sostenía que el candidato independiente 
recibía más apoyo entre mujeres que entre hombres. Los tres candidatos que prove-
nían de la Concertación se comportaron de manera similar, al generar más apoyo 
entre hombres que entre mujeres.

Nuevamente queda en claro que ME-O recibió más votos entre votantes jóvenes. Al 
comparar la intención de voto entre grupos etáreos los patrones de preferencias entre 
candidatos son sustancialmente más notorios que entre sexos. Mientras Frei y Piñera 
tienen mejor desempeño en los grupos de edad mayores, ME-O y Arrate tienen más 
apoyo relativo entre votantes más jóvenes. 

En cuanto a nivel socioeconómico, las preferencias de los votantes parecen sesgadas 
y directamente relacionadas a la plataforma de campaña de cada sector, contrario a 
lo que indica la literatura. Altman  explica que la Concertación tiende a obtener más 
votos en los estratos socioeconómicos medios, mientras que la derecha tiende a ha-
cerlo en los estratos socioeconómicos extremos. Si bien esta teoría se mantiene para 
la Coalición por el Cambio, se ve distorsionada al tomar en cuenta la intención de 
voto para los tres candidatos ligados a la Concertación.
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Tabla 2. Preferencias electorales según características socio-demográficas

Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009. * Incluye inscritos y no inscritos. Las filas no suman 1301 porque se 

excluyen otras categorías (no sabe, no contesta).

Un buen ejemplo de esta distorsión es la intención de voto por Arrate. Si bien estaba 
más a la izquierda entre los cuatro candidatos, su intención de voto no está ligada a 
los sectores más empobrecidos, como indicaría la teoría. Por el contrario, su votación 
se asimila más al comportamiento electoral clásico de la Concertación, acaparando 
más votos en los estratos de centro. Asimismo, los patrones en la votación de ME-O 
y Frei se ven distorsionados por la abierta competencia que se produjo entre los dos 
candidatos por el elector tradicionalmente asociado con la Concertación. De hecho, 
la encuesta muestra que ME-O supera a Frei en dos sectores tradicionalmente ligados 
a la Concertación, C2 y C3. Posiblemente en respuesta a la penetración de ME-O en 
sectores medios, Frei implementó una estrategia para fortalecer su base de apoyo en 
los sectores más bajos, D y E. De cualquier forma, la suma de la intención de voto 
de Frei y ME-O refleja el comportamiento electoral tradicional de la Concertación.

En cuanto a la zona geográfica, no hay grandes sorpresas. La derecha tiende a tener 
más apoyo en el centro y sur del país, mientras que la izquierda concentra su apoyo 
en el norte y centro del país. Ahora bien, al comparar a Frei con ME-O, vemos que 
el senador DC recibe más apoyo en el sur mientras que ME-O logra su mejor apoyo 
en el norte del país. 

Esto también evidencia la división de los simpatizantes concertacionistas en estos 
dos candidatos. ME-O logró penetrar sectores de clase media urbana, pero también 
entró con fuerza en zonas tradicionalmente izquierdistas del norte del país. A su vez, 
Frei mantuvo el apoyo en zonas rurales y del sur del país, dos bastiones que se habían 
consolidado como fuente de voto concertacionistas en las últimas dos décadas. 
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Tabla 3. Preferencias electorales según características políticas

Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009. * Incluye inscritos y no inscritos. Las filas no suman 1301 porque se excluyen 

otras categorías (no sabe, no contesta).

La Tabla 3 muestra las características políticas de los votantes. Como es de esperar, la 
intención de voto por los candidatos tiene una asociación significativa con las ideolo-
gías y coaliciones que representan. Aquellos que se identifican con la derecha (14,3% 
del total) apoyan decididamente a Piñera (80,1%).  Entre los que se identifican con 
el centro, el apoyo se divide en partes iguales para Frei, ME-O y Piñera. Entre los 
votantes de izquierda (21%), Frei consigue el mayor apoyo (38,1%), seguido de 
ME-O (30,4%). Esto nuevamente refleja la forma en que ME-O obtuvo el grueso de 
su apoyo de votantes tradicionalmente asociados con la Concertación. No obstante, 
entre aquellos que no se identifican con ninguno de los tres sectores, Piñera obtiene 
el mayor apoyo (28%), seguido de ME-O (20,1%). La suma de apoyos a los tres 
candidatos del mundo de la centroizquierda supera a Piñera entre aquellos que no se 
identifican con ningún sector. 

Ahora bien, al mirar las preferencias controlando por Coalición, evidentemente Pi-
ñera recibe un alto apoyo entre aquellos que se identifican con la Coalición por el 
Cambio, pero sorprende su alto nivel de apoyo entre aquellos que no se identifican 
con ninguna coalición. Piñera y ME-O son favoritos entre aquellos que no tienen 
una preferencia entre las coaliciones existentes. Estos datos muestran que las bases 
electorales de ME-O llegaban más allá de los votantes tradicionalmente asociados 
con la Concertación. ME-O obtenía el mayor apoyo entre aquellos identificados 
con la coalición Juntos Podemos, superando a Arrate, el candidato oficial de esa 
coalición. Naturalmente, ya que muchos de los que no se identifican con ninguna 
coalición tampoco están inscritos para votar, el requisito de inscripción previa ter-
minó debilitando lo que de otra forma hubiera sido una candidatura mucho más 
competitiva por parte del ex diputado socialista. 

Finalmente, la variable aprobación presidencial es poco útil en tanto Bachelet gozaba 
de una enorme aprobación (83,6%). Aquellos que desaprobaban eran un porcentaje 
mínimo—aunque claramente inclinado a favor de Piñera. Sorpresivamente, entre 
aquellos que aprobaban, el candidato oficial de la Concertación llegaba en tercer 
lugar. Tanto Piñera como ME-O superaban a Frei entre aquellos que aprobaban el 
desempeño de Bachelet como presidenta. 
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Figura 1. Preferencias electorales según ubicación en eje izquierda - derecha

Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009

La Figura 1 muestra la interacción de identificación ideológica con intención de 
voto. A partir de la ubicación individual de las personas en el eje 1-10 (izquierda-
derecha), mapeamos sus preferencias en la elección presidencial. Vemos que los chi-
lenos en general se ubican en torno a posiciones moderadas. Un 34% se posiciona 
entre los valores 4 y 6 del espectro. Es cierto que un 38,8% opta por no identificarse 
con el eje 1-10, pero entre aquellos que sí lo hacen, dominan las posturas moderadas. 

La Figura 1 muestra una clara diferencia entre los candidatos ligados a la Concer-
tación y Sebastián Piñera. Mientras Arrate, Enríquez-Ominami y Frei reciben una 
mayor intención de voto entre aquellos que se identifican con la izquierda y el centro, 
Piñera muestra un alza en las preferencias a medida que la gente se identifica más con 
la derecha. Aunque también queda claro que la disputa por los votantes moderados 
(aquellos que se identifican con el valor 5) era a tres bandas, con Frei y ME-O dispu-
tando ese sector a Piñera, un candidato de derecha que tuvo éxito en atraer votantes 
moderados. 

Tabla 4. Modelos logístico de intención de voto por candidato

Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009.

El primero coeficiente es el Odds Ratio. El coeficiente entre paréntesis es el Error Estándar.

(+): Significativo al 0.1

(**): Significativo al 0.05

(***): Significativo al 0.01

A diferencia del análisis descriptivo anterior, la Tabla 4 muestra la intención de voto 
sólo entre aquellos inscritos. Si bien las primeras tres tablas describen fidedignamente 
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la intención de voto de toda la población adulta, no entregan información acabada 
sobre lo que hicieron aquellos que sí votaron el 13 de diciembre de 2009. La Tabla 4 
muestra una regresión logística para explicar la intención de voto para cada uno de 
los candidatos presidenciales. Usamos las variables independientes consistentes con 
los modelos de Columbia y Michigan (determinantes de largo y mediano plazo), y 
de la Escuela de Elección Racional (variables de corto plazo).

El número de casos se reduce cuando se eliminan los no inscritos (de 1,302 a 922) 
y los casos con no sabe o no responde (de 922 a 503). Esta reducción en el número 
de casos no afecta la estabilidad de la operación estadística pues todos los modelos 
son altamente significativos. Los coeficientes de probabilidades de chi-cuadrado, con 
valores inferiores a 0.01, sostienen que todos los modelos se adaptan bien en cuanto 
a su configuración de variables. El modelo de Piñera es el que tiene el valor predictivo 
más alto, seguido por el de Frei, el de Arrate y finalmente el de Enríquez-Ominami.

Arrate muestra un robusto patrón de preferencias. Entre los coeficientes significati-
vos, vemos que la probabilidad de votar por Arrate aumenta a medida que los votan-
tes son más jóvenes. A medida que aumenta en una unidad el nivel de educación, la 
probabilidad de votar por Arrate aumenta en 1.57 veces. A nivel comparado, con el 
resto de los candidatos, Arrate tiene una mayor probabilidad de recibir votos de gente 
con más de educación. Además, mientras más a la izquierda se identifica el votante 
en la escala de 1 a 10, mayor es su probabilidad de votar por Arrate. Por otro lado, 
no hay un patrón identificable de votos a favor Arrate dependiendo de qué sexo sea 
la persona, ni de su zona de residencia. Tampoco encontramos una relación significa-
tiva con las variables de corto plazo, aprobación presidencial y situación económica 
del país.

Por su parte, ME-O muestra una base electoral difusa. Es el candidato que presenta 
menos variables estadísticamente significativas. Al compararlo con Arrate, Frei y Pi-
ñera, ME-O tiene la base electoral más vaga. Por ejemplo, no hay una tendencia por 
ME-O según sexo, zona de residencia o nivel de educación. Es decir, contario a las 
hipótesis de campaña, las mujeres no tendieron a favorecerle, no tendieron a votar 
más por él en Santiago respecto a regiones, ni tampoco aquellos con más educación. 
Tampoco existe un sesgo de preferencias dependiendo del nivel socioeconómico del 
votante ni de su perspectiva sobre la situación económica del país. Por otro lado, 
sí encontramos que mientras más joven el votante, mayor la probabilidad de votar 
por ME-O. También encontramos que mientras más a la izquierda el votante, más 
probable que votara por él. Esto último esta naturalmente ligado a la identificación 
popular de ME-O con la Concertación y con la izquierda ideológica. Asimismo, 
dado que la gente lo asociaba con la Concertación, también era más probable que 
recibiera votos de la gente que aprobaba la labor de Bachelet que de aquellos que la 
reprobaban.

A diferencia de ME-O, Frei muestra un claro y robusto nicho de apoyo electoral. 
Tres variables predictivas llaman la atención. Primero, mientras más viejo el votante, 
más probable era que votara por Frei. Segundo, mientras menos años de educación, 
más probable era que votara por el candidato de la Concertación. Tercero, mientras 
más a la izquierda el votante, mayor es su probabilidad de votar por Frei. En este 
último punto llama la atención que, en comparación con Arrate y ME-O, Frei tiene 
una probabilidad mayor de conseguir votos de la gente de izquierda. Frei también 
consigue un alto nivel de apoyo entre aquellos que aprueban la labor de Bachelet y 
de los que piensan que la situación económica del país está muy bien. Por otro lado, 
sorprende que no haya una relación estadísticamente significativa de los votantes de 
Frei con la zona de residencia, dado que el PDC está estrechamente ligado al voto 
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rural. También sorprende que no haya una relación significativa con el nivel so-
cioeconómico del votante, dado que se espera que la Concertación recoja más votos 
de los estratos medios.

Al igual que Arrate y Frei, y a diferencia de ME-O, Piñera muestra un robusto nicho 
de apoyo. Mientras más alto el nivel socio económico, mayor fue la probabilidad de 
votar por Piñera. También, la probabilidad de votar por Piñera aumenta 2,2 veces en 
la medida en que la gente más se identifica con la derecha. Piñera también lideró las 
preferencias de aquellos que rechazaban el desempeño de Bachelet. También, mien-
tras peor evaluaron la situación económica del país, más alta fue la probabilidad de 
que votaran por Piñera.

Conclusión

La evidencia de la Quinta encuesta nacional UDP 2009 muestra que Enríquez-Omi-
nami fue un candidato difuso. Mientras que el resto de los candidatos se identifica-
ban con claros nicho de apoyo, ME-O recogió votos de donde pudo, sin consolidar 
una base robusta de apoyo. Esto responde directamente a su calidad de candidato 
independiente, con un discurso que tendió a atraer votos de gente disgustada con 
la política—y en particular de simpatizantes tradicionales de la Concertación des-
afectos con la coalición de gobierno. En ese sentido, las personas que votaron por 
Enríquez-Ominami fueron los díscolos del sistema político chileno en 2009.

En un país tradicionalmente politizado como Chile, es extraño que un candidato 
independiente obtenga una votación tan alta. Pero las características de la gente que 
votó por Enríquez-Ominami nos ayudan a entender esta excepción electoral histó-
rica. La gente que votó por ME-O no pertenece a un grupo de intereses comunes o 
a una plataforma de ideologías única. En este sentido ese voto fue altamente volá-
til, estando basado más en issues o reivindicaciones temporales que en convicciones 
ideológicas profundas. Si bien hay una leve tendencia a apoyarlos entre los que se 
identifican con la izquierda, es simplemente atribuible al hecho de que su campaña 
estuvo basada en su estrecha asociación con la Concertación y su afinidad política—o 
al menos de estilo—con Bachelet.

El propósito de este capítulo fue dilucidar de dónde vinieron los votos de Enríquez-
Ominami. Para futuros estudios proponemos mirar más de cerca el trayecto de la 
gente que votó por ME-O en 2009. Esto contribuirá a evaluar si el éxito de su cam-
paña fue en parte fruto del apoyo electoral de gente que vota en base a issues. O bien 
podrá dilucidar, por el contrario, si hay elementos más permanentes que unen a este 
importante grupo de chilenos. Por otro lado, también es crucial identificar, a nivel 
más especifico, cuáles fueron los issues que movieron a esta gente. Falta averiguar si 
fueron los mismos issues que en el pasado han motivado a otros a votar por opciones 
independientes o si fue una estrategia sólo atribuible a la personalidad de Enríquez-
Ominami  o a la coyuntura del momento. En síntesis, todavía resta averiguar si la 
irrupción de votantes díscolos en 2009 es un fenómeno temporal o es indicativo de 
patrones que permanecerán en la política chilena. 
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Anexo

Pasos y clave para regresión logística

- Total casos (n=1,302)
- Separar casos de inscritos y no-inscritos
- Usar sólo inscritos (n=922)
- Variable Dependiente:
	
(a) Arrate: 1=vota por Arrate, 0=vota por cualquier otro
(b) ME-O: 1=vota por Enríquez-Ominami, 0=vota por cualquier otro
(c) Frei: 1=vota por Frei, 0=vota por cualquier otro
(d) Piñera: 1=vota por Piñera, 0=vota por cualquier otro

- Variables Independientes:
		
(a) Sexo	: (1=mujer), (2=hombre)
(b) Edad: (1=18-29), (2=30-45), (3=46-60), (4=61 y más)
(c) Zona: (1=gran Santiago), (2=regiones)
(d) Educación: (1=sin estudios), (2=básica incompleta), (3=básica completa), (4=me-
dia incompleta), (5=media completa), (6=técnica superior no universitaria), (7=téc-
nica superior universitaria), (8=universitaria incompleta), (9=universitaria comple-
ta), (10=postgrado), (else=missing)
(c) Nivel Socioeconómico: (1=e), (2=d), ), (3=c3), (4=c2), (5=abc1)
(d) Posición Ideológica: (1=izquierda … 10=derecha), (else=missing)
(g) Aprobación Presidencial: (1=desaprueba), (2=no sabe/no contesta), (3=aprueba)
(h) Situación Económica: (1=muy mala), (2=mala), (3=regular), (4=buena), (5=muy 
buena), (else=missing)
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¿Como te ven te tratan? Consumo 
de medios, identificación con partidos 
políticos e ideologías y participación 
electoral en Chile en 2009
Arturo Arriagada / Martín Schuster

 
El 21 de Diciembre de 2009 –en el relanzamiento de la campaña de Eduardo Frei 
después de la primera vuelta presidencial- los presidentes de los partidos de la Con-
certación fueron públicamente pifiados en el Estadio Nacional. El 29,4% de los 
votos que obtuvo Frei causó frustración en el electorado concertacionista que presen-
ciaba el acto, la que derivó en silbatinas hacia los dirigentes de la coalición de centro-
izquierda. Los medios de comunicación dedicaron tiempo y espacio para analizar -e 
incluso responsabilizar- a los partidos políticos y sus dirigentes por los resultados de 
la campaña de Frei. Como resultado del poco transparente proceso de selección de 
su candidato presidencial –que derivó en el surgimiento de la candidatura indepen-
diente de Marco Enríquez-Ominami- el descontento del electorado concertacionista 
hacia las cúpulas de los partidos se hizo evidente.

El hecho anterior no responde a un fenómeno nuevo o particular, teniendo en cuenta 
que en los últimos años la identificación de las personas con los partidos políticos es 
baja. Por ejemplo, si en 2005 casi la mitad de los chilenos no se identificaba con al-
gún partido político, en 2007 esa cifra alcanzó el 62,1% (ICSO-UDP, 2005; Morales 
et. al, 2008). Ahora bien, los medios de comunicación –especialmente la televisión- 
son la principal fuente de información de los chilenos sobre los asuntos públicos. Al 
mismo tiempo, los medios se convierten en el principal canal de comunicación entre 
políticos y ciudadanos. De igual forma, medios como la televisión y la prensa escrita 
dan amplia cobertura a los temas políticos en sus respectivas agendas (Valenzuela y 
Arriagada, 2008). En ese contexto, ¿es posible establecer algún tipo de correlación 
entre el consumo de medios de los chilenos y sus bajos niveles de identificación ciu-
dadana con los partidos políticos? En este artículo analizamos –basados en la quinta 
encuesta de opinión pública ICSO-UDP- la relación entre el consumo de medios 
de los chilenos y su identificación con los partidos políticos. Identificamos qué me-
dios consumen preferentemente las personas que se identifican con algún partido en 
comparación con aquellos que no, viendo las diferencias y similitudes entre ambos 
grupos. Asimismo, analizamos qué ocurre entre los que están inscritos en los registros 
electorales y los que se identifican con alguna posición ideológica. De este modo -y 
con test bivariados- analizamos estos grupos respecto de sus hábitos de consumo de 
medios de comunicación. 

La mediatización de los procesos políticos ha reconfigurado la forma en que las per-
sonas se relacionan con la política, los asuntos públicos y los partidos políticos. En 
periodos electorales los ciudadanos consiguen en los medios de comunicación infor-
mación a bajo costo –en términos de tiempo, por ejemplo- para tomar decisiones 
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políticas y evaluar el actuar de los gobiernos (Popkin, 1991). Si a través de los medios 
de comunicación los políticos logran acceder a audiencias masivas, los partidos de-
jan de ser el interlocutor principal entre votantes y políticos (Mainwaring & Scully, 
1995). En términos de recursos económicos y tiempo invertidos, los medios de co-
municación facilitan el desempeño de las campañas políticas tanto para candidatos 
como electores (Delli Carpini, 1996). En ese contexto, se le atribuye a los medios 
–especialmente a la televisión- la capacidad de definir las agendas de discusión en el 
debate público (Rogers & Dearing, 1997). Al mismo tiempo, la televisión permite 
a las audiencias definir criterios de evaluación del desempeño de actores políticos y 
así atribuirles responsabilidad sobre hechos específicos (Ansolabehere et. al, 1993; 
Iyengar & Kinders, 1987). Por lo mismo, la relación entre políticos y ciudadanos 
se desenvuelve principalmente a través de los medios de comunicación en vez de los 
partidos políticos. 

La literatura señala que la relación entre las posiciones políticas de los individuos 
y los medios de comunicación operaría como un “círculo virtuoso”. Norris (2000) 
sugiere que aquellas personas que presentan posiciones políticas más definidas, uti-
lizan en mayor medida los medios de comunicación. En ese proceso, las personas 
refuerzan sus posiciones políticas. En periodos electorales, Iyengar & Ansolabhere 
(1997) demuestran que la televisión aleja a los votantes indecisos de participar en 
una elección, generando incluso reacciones negativas en contra de las instituciones 
políticas. Ahora bien, en un estudio comparativo entre ocho países de América Lati-
na –incluido Chile- Pérez Liñán (2002) concluyó que a mayor consumo de noticias 
en televisión, menor la probabilidad de las personas de rechazar identificarse con 
algún partido político.
 
En los medios de comunicación las personas buscan información sobre los asuntos 
que les interesan, descartando aquellos que se alejan de sus preferencias (Iyengar 
& McGrady, 2007). A través de esta información los ciudadanos comprenden su 
entorno social y político, creando y compartiendo con sus pares las interpretaciones 
que hacen de la información que obtienen de los medios (Neuman et al., 1992). 
Por ejemplo, la confianza en política se asocia con aquellas personas que consumen 
mayor cantidad de información (Norris, 2000). Distintos medios de comunicación 
–como los diarios y la televisión- fomentarían la confianza  en instituciones y la 
participación política de las personas. En cambio la radio e Internet son medios más 
utilizados por aquellos que desconfían del sistema político y que participan en menor 
medida en elecciones (Couldry et al., 2007). 

Por cierto son múltiples las variables que influyen sobre los medios que consumen 
las personas para informarse de lo que acontece en el país. Aquellas personas con in-
gresos más altos generalmente tienden a leer más diarios. Las personas que leen más 
diarios, tienen más ingresos y también poseen un mejor nivel educacional. Las rela-
ciones existentes entre el consumo de medios y la identificación con partidos políti-
cos de las personas, sus posiciones políticas o su condición de inscritos o no inscritos, 
bien puedieran explicarse por variables exógenas que dan cuenta tanto del consumo 
de medios como de la posición política de los individuos. Por ejemplo, si las personas 
de mayores ingresos leen más periódicos y tienen mayor nivel socioeconómico, pue-
de que tiendan a rechazar en mayor medida el desempeño de los partidos políticos. 
Pero no sabemos si ese rechazo se deba a su condición socioeconómica, su nivel edu-
cacional o por la información que obtienen a través de los diarios. Quinta encuesta 
nacional UDP 2009 nos permite analizar las diferencias entre el consumo de medios 
de aquellos que se identifican con un partido político y los que no, pero no podemos 
concluir en términos de causalidad la magnitud de dicha relación sobre las distintas 
identificaciones políticas de las personas. Con este artículo solo intentamos estable-
cer correlaciones entre las preferencias políticas de las personas y sus preferencias en 
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el consumo de medios. De todos modos, durante nuestro análisis profundizamos en 
las diferencias que existen por GSE y tramos de edad para evitar relaciones espurias. 
A continuación, utilizando los datos de la quinta encuesta nacional de opinión pú-
blica ICSO-UDP, caracterizamos los distintos patrones de consumo de medios de las 
personas de manera desagregada de acuerdo a su identificación con los partidos polí-
ticos, su inscripción en los registros electorales y su posición ideológica. Analizamos 
las diferencias respecto del consumo de medios entre aquellos que dicen identificarse 
con algún partido político y aquellos que no. Luego discutimos el consumo de me-
dios entre aquellos que están inscritos en los registros electorales y aquellos que no lo 
están. Por último, analizamos las diferencias de consumo de medios entre aquellos 
que se identifican o no con alguna posición política (izquierda, centro, derecha).
 
Consumo de medios e identificación con partidos políticos

El 36,3% de la muestra en la Quinta Encuesta Nacional de Opinión Pública ICSO-
UDP dijo identificarse con algún partido político, mientras un 56,2% no se identi-
fica con alguno. Claramente estamos frente a un contexto en el que los encuestados 
tienen una posición de desafección hacia los partidos políticos. 

Como muestra la tabla 1, al desagregar a los que se identifican respecto de su consu-
mo de medios, no se observan diferencias significativas en el consumo de televisión, 
radio e Internet. Por cierto, hay evidencia estadística para afirmar que existen diferen-
cias significativas en el consumo de diarios entre los que se identifican y no se identi-
fican con los partidos políticos. La escala de 1 (“nunca o casi nunca”) a 6 (“todos los 
días”) permite comparar las diferencias entre el consumo de diarios de aquellos que 
se identifican con algún partido político y aquellos que no. Las personas que se iden-
tifican con un partido consumen con mayor frecuencia la información de los diarios 
(3,27) a diferencia de aquellos que no se identifican (2,99). Este resultado es similar 
a la literatura en otros países que demuestra que aquellos que tienen posiciones po-
líticas más definidas –en este caso, identificarse con un partido político- tienden a 
consumir mayor cantidad de información en los medios de comunicación. 

Tabla 1. Identificación con partidos políticos y consumo de medios

Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009.

Pregunta: ¿Con qué frecuencia usted consume…? Donde 1 es “Nunca o casi nunca” y 6 “todos los días”. 

*Cuando el valor es inferior a 0.050, podemos hablar de diferencias estadísticamente significativas.

Ya que encontramos diferencias estadísticamente significativas solo en el caso de los 
diarios, a continuación podemos indagar en detalle sobre ellas. Como se visualiza en 
la tabla 2, es en los extremos de las frecuencias donde ambos grupos se diferencian. 
Entre los que se identifican con un partido político, un 25,8% indica consumir dia-
rio “nunca o casi nunca”, mientras quienes no se identifican con un partido político 
suman un 29,5% en esa misma frecuencia. Es decir, los que no se identifican consu-
men menos que los que se identifican. Esta situación es similar en el otro extremo de 
la tabla (“todos los días”). Un 21,6% de los que se identifican con un partido político 
indica la opción “todos los días”, mientras que un 16% de los que no se identifican 
dice consumir diarios “todos los días”. Por lo tanto, son los simpatizantes de los par-
tidos políticos los que consumen con mayor frecuencia los diarios que aquellos que 
no se identifican. 
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Tabla 2. Identificación con partido político y consumo de diario

Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009

Ahora bien, también existen diferencias en el consumo de diarios respecto al nivel 
socioeconómico de las personas (NSE) y la edad. La tabla 3 muestra la diferencia que 
existe entre los distintos grupos socioeconómicos y la frecuencia con que consumen 
diarios. Del total de personas pertenecientes al grupo C1, un 40,3% consume “todos 
los días” diarios en comparación al resto de los grupos. Por otra parte, es el grupo E 
el que menos consume diarios. En la opción “nunca o casi nunca” el grupo E lidera la 
opción con un 59,5% de las preferencias. Podemos inferir que el consumo de diarios 
también se debe a una condición socioeconómica. 

Tabla 3. Consumo de diario y NSE

Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009

La tabla 4 muestra el consumo de diarios por tramos de edad. La tabla identifica que 
son los más adultos los que menos leen en comparación al resto de los grupos etáreos. 
Un 37% de los que indican estar entre los “61 y más años” consumen diarios “nunca 
o casi nunca”. Asimismo, este grupo es el que menos consume diarios todos los días 
(14,7%). El grupo que lee “todos los días” por sobre el resto es el conformado por 
personas entre 30-45 años (20,6%). Sin embargo, realizando un test bivariado entre 
los más jóvenes y el resto de la población –uniendo los otros grupos etáreos para 
compararlos con los que están entre 18-29 años- identificamos que existen diferen-
cias significativas en el consumo de diarios. En la escala de 1 a 6, donde 1 es “nunca” 
y 6 “todos los días”, la media de los jóvenes (3,03) es menor que la del resto de la 
población (3,13). Por lo tanto, los jóvenes consumen menos diarios que el resto de la 
población, siendo esta diferencia estadísticamente significativa.

Tabla 4. Consumo de diario y tramos de edad

Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009

Si bien encontramos diferencias en el consumo de diario entre personas que están 
identificadas con un partido político y personas que no, las diferencias también exis-
ten respecto a la situación económica de las personas y sus tramos de edad. Ya que no 
podemos establecer solamente una relación causal entre el consumo de medios y la 
condición de identificación partidaria de las personas, agregamos estas variables para 
evitar sesgar el análisis. 

Se identifica
No se identifica
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Consumo de medios entre inscritos y no inscritos en los registros electorales
Al comparar el consumo de medios entre aquellos inscritos y no inscritos en los 
registros electorales, la Tabla 5 muestra que la diferencia entre ambos grupos no 
es significativa respecto al consumo de televisión y radio. En cambio, sí presentan 
diferencias estadísticamente significativas en el consumo de diarios e Internet. Los 
inscritos consumen en promedio con más frecuencia la información de los diarios 
(3,20) que los no inscritos (2,90). En cambio los no- inscritos consumen con mayor 
frecuencia Internet (3,42) en comparación a los inscritos (2,57).  

Tabla 5. Consumo de medios entre inscritos y no-inscritos

Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009.

Pregunta: ¿Con qué frecuencia usted consume…? Donde 1 es “Nunca o casi nunca” y 6 “todos los días”.*Cuando el valor es 

inferior a 0.050, podemos hablar de diferencias estadísticamente significativas.

La tabla 6 muestra las diferencias de frecuencia en el consumo de Internet entre los 
inscritos y los no-inscritos. Los que están inscritos (52,3%) superan a los no-inscritos 
(31%) en la frecuencia “nunca o casi nunca”. En cambio en el otro extremo los no 
inscritos (29,2%) superan en el consumo de todos los días a los inscritos (18,1%). 
Esto nos señala una paradoja bastante interesante, ya que según la teoría sería natu-
ral argumentar que las personas que participan en el sistema político bien pudieran 
tener más incentivos para informarse a través de Internet sobre los acontecimientos 
del país. Pero como hemos puntualizado anteriormente, la mayor cantidad de no 
inscritos que consumen frecuentemente Internet corresponde a jóvenes entre 18-29 
años, los que marcan una diferencia significativa respecto a los que están inscritos. 
Al ser los jóvenes los que más consumen Internet y menos participan del sistema, 
son ellos los que generan este balance en el consumo de Internet a favor de los no 
inscritos por sobre los inscritos.

Tabla 6. Inscritos y no-inscritos en los registros electorales y consumo de Internet

Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009.

Ahora bien, ya que la diferencia es significativa en el consumo de Internet 
entre aquellos inscritos y no-inscritos, desagregamos los datos por nivel so-
cioeconómico y edad. La tabla 7 nos muestra el consumo de Internet por ni-
vel socioeconómico. Como es de esperar, en la frecuencia “nunca o casi nun-
ca” los grupos menos acomodados son los que menos acceso a Internet tienen 
y por ende, los que menos consumen. El grupo E con un 77,2% es el que 
menos ocupa Internet, seguido por el D (63,2%) y el C3 (41,4%). Situación 
absolutamente distinta es la que ocurre en el otro extremo donde el grupo C1 
es quien predomina en la opción “todos los días” (52,5%). El grupo C2 viene 
en segundo lugar (42,4%), mientras que los grupos que menos consumen “to-
dos los días” serían los de grupos socioeconómico más bajos (C3, D y E). Los 
datos muestran la realidad que existe respecto al consumo de Internet, siendo 
aquellas personas de niveles socioeconómicos más altos los que utilizan este 
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medio con más frecuencia. En este sentido, el acceso a Internet se ve afectado 
por el nivel socioeconómico de las personas.
  
Tabla 7. Consumo de Internet y NSE

Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009.

Nuevamente, respecto a los no- inscritos e inscritos, la tabla 8 muestra las 
diferencias en el consumo de diarios entre ambos grupos. Acá la situación es 
distinta a lo mostrado en la tabla 7, donde los no- inscritos consumen más 
Internet que los inscritos. En este caso, los inscritos son los que más consu-
men diarios con más frecuencia, a diferencia de los no- inscritos que están po-
sicionados preferentemente en la opción “nunca o casi nunca”. En la opción 
“nunca o casi nunca” entre los inscritos suman un 27,1% de las preferencias, 
mientras que los no-inscritos son un 30,7%. En cambio en la opción “todos 
los días” -del total de los inscritos- un 20,2% dice consumir diario “todos los 
días”, mientras que de los no- inscritos sólo un 13,5% se ubica en esa frecuen-
cia. Por lo tanto, los inscritos en comparación a los no- inscritos consumen 
preferentemente diarios “todos los días”. 

Tabla 8. Inscripción en los registros electorales y consumo de diario

Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009.

Consumo de medios y posición política

Al igual que entre los inscritos y no-inscritos, la Tabla 9 muestra que entre los que se 
identifican con una posición política -izquierda, centro, derecha- y los que no, existen 
diferencias significativas respecto del consumo de diarios e Internet. En promedio, 
aquellos que se identifican con una posición política consumen más diarios y utilizan 
Internet con mayor frecuencia que aquellos que no se identifican. 

Tabla 9. Identificación con posición política y consumo de medios

Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009.

Pregunta: ¿Con qué frecuencia usted consume…? Donde 1 es “Nunca o casi nunca” y 6 “todos los días”.

*Cuando el valor es inferior a 0.050, podemos hablar de diferencias estadísticamente significativas.

En la tabla 10 podemos analizar las diferencias que existen respecto al consumo de 
diarios entre los que se identifican con una posición política y los que no. Al igual 
que entre los que están inscritos y los que no, en este caso los que se identifican con 



139

una posición política leen diarios con más frecuencia que los que no. Un 20,3% de 
los que se identifican con una posición política indican leer diarios “todos los días”, 
mientras un 15,8% de los que no se identifican dice leerlos “todos los días”. Respec-
to de la frecuencia “nunca o casi nunca” los que no se identifican con una posición 
política (33%) son los que menos consumen, a diferencia de los que sí se identifican 
(24,5%). Nuevamente en el consumo de diarios los que adhieren a un aspecto del 
sistema político, en este caso la ideología, consumen más información que los que 
no adhieren al sistema.

Tabla 10. Posición política y consumo de Diarios

Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009.

Respecto de la posición política y el consumo de Internet, la diferencia también es 
significativa entre los grupos que se identifican y los que no. La tendencia es similar 
a lo ocurrido en diarios, es decir, los que se identifican con una posición política 
consumen preferentemente más Internet que los que no adhieren a una posición 
ideológica. En este caso, la diferencia en la opción “todos los días” entre adherentes 
a una ideología y entre quienes no adhieren es de 7 puntos porcentuales. Los que se 
identifican y consumen todos los días suman un 25,4% de las preferencias, mientras 
que entre los que no se identifican son un 18,4%. En el otro extremo, un 42,2% de 
los que se identifica con una posición política consumen Internet “nunca o casi nun-
ca”, y entre los que no se identifican con una posición política son un 48,5%. Acá el 
consumo de Internet disminuye tanto entre quienes se identifican como entre los que 
no se identifican en comparación al consumo de diarios. Las razones de este aumento 
pueden estar relacionadas –como vimos anteriormente- al nivel socioeconómico de 
los encuestados. 

Tabla 11. Posición política y consumo de Internet

º
Fuente: Quinta encuesta nacional UDP 2009.

Conclusión

Como hemos revisado existen diferencias de consumo de medios entre los que se 
identifican con un partido político y los que no, entre los que están inscritos y los 
que no y entre los que adhieren a alguna posición política y los que no. En el pri-
mer grupo –identificación con partido político- la diferencia existe sólo respecto del 
consumo de diarios. Aquellos que se identifican con un partido político consumen 
en promedio más diarios que los que no se identifican. En los análisis posteriores 
–inscritos y no-inscritos e identificación con posición política- las diferencias de con-
sumo se observan respecto de Internet y el consumo de diarios. En el caso de quienes 
están inscritos en los registros electorales, estos presentan un mayor consumo de 
diarios respecto de los no- inscritos. Mientras que los que no están inscritos tienen 
una tendencia a consumir más Internet que los que están inscritos. El grupo de los 
no-inscritos que consumen frecuentemente Internet corresponde principalmente a 
jóvenes entre 18 y 29 años, y los grupos socioeconómicos que consumen preferente-
mente Internet lo integran las personas de mayor ingreso. 
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Por último, aquellos que se identifican con una posición política -izquierda, centro, 
derecha- consumen en promedio con mayor frecuencia Internet y diarios para obte-
ner información sobre lo que ocurre en el país. Dada las características de Internet 
como un medio que estimula la participación y el intercambio de información entre 
los usuarios, podemos observar que aquellos con posiciones políticas más definidas 
(izquierda, centro y derecha) lo utilizan con mayor frecuencia. Esto se condice con la 
evidencia en otros países que demuestra que aquellos que tienen posiciones políticas 
más definidas, también presentan mayores incentivos para informarse en los medios 
de comunicación y participar políticamente a través de Internet (Norris, 2000; Coul-
dry, et. Al, 2006). A diferencia de países como EE.UU. y Reino Unido, en Chile –y 
a diferencia de la televisión- Internet todavía no alcanza un uso masivo. Ahora bien, 
independiente del medio de comunicación que utilicen para obtener información, 
aquellas personas que presentan posiciones políticas más definidas, que se identifican 
con partidos políticos y que están inscritos en los registros electorales, consumen más 
información en distintos medios de comunicación.   
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Ficha técnica

Quinta Encuesta Nacional UDP 
2009

1. Universo

Población mayor de 18 años residentes en 86 comunas del país. Representa al 81,8% 
de la población urbana y al 70% de la población del país.

2. Carácter de la muestra

La muestra corresponde a 1.302 entrevistas. Es probabilística en todas sus etapas.
Para el Gran Santiago cada comuna conforma un estrato (34 estratos); dentro de 
éstas se eligen manzanas (conglomerados) y, dentro de éstas, viviendas.

El resto de las 52 ciudades del país conforman igual número de estratos y, al igual que 
en el Gran Santiago, dentro de éstos se eligen manzanas (conglomerados), los que lle-
gan a 217. Se seleccionó al azar 6 viviendas dentro de cada conglomerado (manzana) 
y en cada vivienda se seleccionó al azar una persona mayor de 18 años.

3. Error muestral

El máximo error muestral es de +/-2,72% considerando un nivel de confianza de 95%. 

4. Población representada por región

El diseño muestral permite representar al 81,8% de la población urbana de las regio-
nes I a X, además de la Metropolitana.

Base Censo 2002
Población país (urbana rural) 			   15.116.435
Población urbana 				    13.090.113
Población urbana Regiones I a X y RM		  12.876.837
Población urbana incluida en la muestra		  10.538.877
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5. Técnica utilizada 

Entrevistas individuales cara a cara, basadas en el cuestionario disponible en  
http://www.icso.cl, el cual es estructurado y estándar.

6. Fecha del terreno

Las entrevistas se realizaron entre los días 21 de septiembre y 13 de octubre de 2009, en 
23 días corridos, quedando el 97,6% de los casos recolectados en los primeros 20 días.

7. Distribución de la muestra

De acuerdo a la edad, sexo y nivel socioeconómico, la muestra se distribuye de la 
siguiente manera:
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